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Prólogo
A lo largo de su vida institucional, el Instituto de Derecho y Economía Ambiental (IDEA) ha llevado
adelante,  con  elevado  éxito,  numerosos  litigios  de  carácter  estratégico.  Varios  casos  que,  por  el
propósito limitado de este material en términos de contenido, serán imposibles de citar y describir en
detalle.

Hasta  la  fecha  de  publicación  de  este  material,  es  la  única  organización  de  la  sociedad  civil
paraguaya que ha obtenido dos precedentes judiciales de altísimo impacto, por parte del Pleno de la
Corte Suprema de Justicia  (CSJ),  que transformaron de manera profunda las  relaciones de poder
entre mandantes y mandatarios. Se trata de los casos del comunicador Daniel Vargas Telles contra la
Municipalidad de San Lorenzo y  del  periodista  Juan Carlos  Lezcano Flecha contra la  Contraloría
General de la República (CGR).

El primero de esos casos abrió las puertas a la transparencia en el país; mientras que el segundo
aportó  una  herramienta  estratégica  para  la  investigación  de  casos  de  corrupción:  el  acceso  a  la
información contenida en las declaraciones juradas de bienes y rentas de los funcionarios del Estado.
El impacto más claro de este y varios casos es que con el libre acceso a la información pública, la
ciudadanía ha encontrado una herramienta de contrapeso para escrutar a las autoridades que tienen
el mandato de representarla.

Estas conquistas no han tenido un camino fácil ni corto. Han partido, no obstante, de una teoría
del cambio bien formulada, articulada y sostenida en el tiempo. Donde hay oscuridad se necesita luz;
y es ahí donde el litigio estratégico puede ser la linterna que alumbre esa senda.

La misión estatutaria de IDEA trasciende el ámbito estrictamente jurídico‐ambiental: su objetivo es
promover el desarrollo sostenible, lo que exige un país con institucionalidad sólida, altos niveles de
transparencia  gubernamental,  seguridad  jurídica  y,  de  manera  indispensable,  plena  libertad  de
expresión y acceso a la información pública. En ese marco, el papel de la prensa y de los periodistas
resulta insustituible.

Así lo entienden los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Una de las maneras de alcanzar la
“paz, justicia e instituciones sólidas” (ODS 16) es reconociendo el derecho de las personas a “exigir que
los funcionarios electos rindan cuentas de su actuación, a la libertad de información y a compartir nuestra
opinión con los representantes electos”; en contrapartida, los Estados deben “garantizar el acceso público a
la  información  y  proteger  las  libertades  fundamentales,  de  conformidad  con  las  leyes  nacionales  y  los
acuerdos internacionales” (ODS 16.10).

Si bien el derecho positivo paraguayo —blindado por mandatos constitucionales y tratados interna‐
cionales— ofrece  una cobertura  robusta  a  la  libertad de  expresión,  la  realidad social  y  la  praxis
judicial revelan una distancia alarmante. Bajo el velo protector de instituciones jurídicas aparente‐
mente destinadas a tutelar el honor o a prevenir la violencia de género, se despliegan estrategias de
silenciamiento amparadas por resoluciones judiciales. Lejos de buscar justicia, esos mecanismos se
instrumentalizan como herramientas de amedrentamiento, diseñadas para asfixiar el debate de alto
interés público y silenciar las voces críticas bajo el peso de medidas cautelares desproporcionadas.

Los datos sobre violencia contra periodistas en el Paraguay, recogidos por la Mesa para la Seguri‐
dad de los Periodistas (MSP), ilustran una constante: la impunidad es el elemento que perpetúa la
violencia.  Mientras  no  se  aborden  sus  causas  estructurales  desde  todos  los  frentes  —legislativo,
judicial, institucional y de la sociedad civil—, los casos de agresiones, amenazas y asesinatos seguirán
repitiéndose.

Prólogo
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Es precisamente con el ánimo de sumar esfuerzos y de contribuir a revertir esa realidad que se ha
elaborado, por un lado, una guía práctica de recomendaciones para el litigio estratégico en materia
de libertad de expresión; y un manual destinado a la protección de periodistas y/o comunicadores.
Está dirigida, principalmente, a las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la defensa de los
derechos fundamentales, los gremios de periodistas, así como a los abogados litigantes interesados
en incorporar una perspectiva más amplia y estratégica que trascienda el caso concreto.

No pretende ser un tratado exhaustivo ni académico en sentido estricto, ni un material de reco‐
mendaciones jurídicas en profundidad. Su propósito es eminentemente práctico: orientar la identifi‐
cación, la planificación y la puesta en marcha de uno o varios litigios de elevado interés público, con
el fin de generar no solo justicia en el caso individual, sino también un impacto que lo trascienda y
contribuya a cambiar realidades sociales. Para ello, recoge las experiencias reunidas por IDEA en
distintos casos a lo largo de toda su trayectoria.

Con esta publicación, IDEA reafirma su convicción de que la defensa de la libertad de expresión
constituye un pilar irrenunciable del desarrollo sostenible y de una democracia vigorosa en el Para‐
guay.

PARTE I · GUÍA DE LITIGIO ESTRATÉGICO
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P A R T E  I

Guía de Litigio Estratégico en
Libertad de Expresión en el
Paraguay
Recomendaciones prácticas para la defensa de la libertad de expresión y el
acceso a la información pública





Siglas y abreviaturas

AIP Acceso a la información pública

BACN Biblioteca y Archivo del Congreso Na‐
cional

BCP Banco Central del Paraguay

CADH Convención Americana sobre
Derechos Humanos

CGR Contraloría General de la República

CIDH Comisión Interamericana de Derechos
Humanos

CIM Comisión Interamericana de Mujeres

CM Consejo de la Magistratura

Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Hu‐
manos

CPP Código Procesal Penal

CSJ Corte Suprema de Justicia

DD. HH. Derechos Humanos

DPEJ Diccionario Panhispánico del Español
Jurídico

FOPEP Foro de Periodistas del Paraguay

GIAI Grupo Impulsor de Acceso a la Infor‐
mación

ICFJ International Center for Journalists

IDEA Instituto de Derecho y Economía Am‐
biental

MSP / MSPP Mesa para la Seguridad de los Periodis‐
tas (del Paraguay)

OC Opinión Consultiva (Corte IDH)

ODS Objetivos de Desarrollo Sostenible

OEA Organización de los Estados America‐
nos

ONU Organización de las Naciones Unidas

PIDCP Pacto Internacional de Derechos Civi‐
les y Políticos (ratificado por Ley N.º
5/1992)

RELE Relatoría Especial para la Libertad de
Expresión de la CIDH

RSF Reporteros Sin Fronteras

SCP Sociedad de Comunicadores del Para‐
guay

SIDH Sistema Interamericano de Derechos
Humanos

SLAPP Demanda estratégica contra la partici‐
pación pública (Strategic Lawsuit
Against Public Participation)

SPP Sindicato de Periodistas del Paraguay

TEDIC Asociación de Tecnología, Educación,
Desarrollo, Investigación y Comunica‐
ción

TSJE Tribunal Superior de Justicia Electoral

UNESCO Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cul‐
tura

Siglas y abreviaturas
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Introducción
Desde hace unos años, Paraguay atraviesa un contexto crítico en cuanto al respeto de los derechos
fundamentales.  En los últimos años se han registrado retrocesos significativos en conquistas que
parecían consolidadas, como el derecho de acceso a la información pública1. A ello se suman promul‐
gaciones  legislativas  desproporcionadas  que  procuran  controlar  de  manera  indebida  el
funcionamiento de las organizaciones de la sociedad civil2 —con el consiguiente perjuicio para el es‐
pacio cívico—, así  como una estigmatización creciente,  amparada desde las  más altas esferas del
poder, hacia los medios de comunicación y los periodistas críticos del gobierno3.

Paraguay atraviesa retrocesos significativos en la protección de los derechos
fundamentales y del espacio cívico.

La libertad de expresión puede vulnerarse de muy diversas formas, que van desde restricciones
indirectas y sutiles hasta las más graves y extremas. La más grave de todas es, sin duda, el asesinato
de periodistas a causa de su labor: una forma brutal de censura que no solo destruye la vida de la
víctima y afecta profundamente a su familia,  sino que genera un efecto amedrentador sobre sus
colegas y, en última instancia, priva a toda la sociedad de seguir recibiendo información de elevado
interés público4.

Este material tiene por propósito, por un lado, ofrecer recomendaciones prácticas e inmediatas —
que no se limitan al ámbito estrictamente jurídico— para identificar, planificar y poner en marcha un
litigio de naturaleza estratégica orientado a defender la  libertad de expresión.  En segundo lugar,
contiene un manual práctico de protección, para aquellos periodistas o comunicadores que ya se
encuentran en riesgo por el ejercicio de la labor.

Estos documentos no aspiran a desarrollar análisis jurídicos o doctrinarios profundos: los estánda‐
res internacionales y constitucionales en materia de libertad de expresión son ampliamente conoci‐
dos y de fácil acceso. Lo verdaderamente relevante es desarrollar una comprensión estratégica: cómo
identificar los casos con potencial de impacto estructural, cómo abordarlos de manera eficaz y qué
resultados transformadores cabe perseguir a través de ellos. Asimismo, tener presente siempre un
semáforo de riesgo para tomar medidas de prevención y acción destinadas a salvaguardar la vida e in‐
tegridad.

De este modo, este material busca convertirse en una herramienta útil para fortalecer la respuesta
frente a las amenazas que enfrenta la libertad de expresión en el Paraguay, aprovechando la expe‐
riencia acumulada por IDEA a lo largo de sus años de trayectoria en materia de litigación estratégica.

La guía, en consecuencia, va dirigida a organizaciones de la sociedad civil y abogados del foro que
estén interesados en incluir una perspectiva más allá de los casos individuales.
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C A P Í T U L O  1

La vulneración contra la libertad de
expresión: elemento esencial para pensar
en el litigio estratégico

La vulneración a la libertad de expresión consiste en impedir de manera injusta el
ejercicio de la libertad de difundir ideas e informaciones de todo tipo.

1.1 Concepto y dimensiones

Todo litigio nace de una vulneración o un conflicto. No hay caso sin un derecho lesionado: o bien el
daño ya se produjo, o bien existe la amenaza inminente de que se produzca. Esta es la premisa de la
que conviene partir, porque comprender con precisión en qué consiste la vulneración es la condición
previa para diseñar cualquier estrategia de litigio o enfrentar de manera estratégica un litigio de alto
impacto del cual podemos ser víctimas.

Una comparación ayuda a fijar la idea. En el derecho civil, el punto de partida es el “daño”: el me‐
noscabo a  un bien jurídicamente protegido que,  además,  admite  una valoración pecuniaria,  aun
cuando se trate de un daño moral5. Es decir, un perjuicio o lesión causado de manera injusta que se
traduce en una pérdida económica. Cuando ese daño no se repara de manera suficiente —cuando no
hay una indemnización6 que lo compense—, lo habitual es que surja un litigio entre quien lo sufrió y
quien lo provocó7. Quien comete un daño, pues, está obligado a repáralo. Es decir, quien dañó está
obligado a restituir o compensar los bienes dañados.

En el ámbito de los derechos fundamentales, la lógica del conflicto supone el detrimento de un
derecho por  parte  de  quien está  obligado a  garantizarlo.  A  título  ilustrativo,  cuando un derecho
fundamental  no  es  reconocido  en  la  práctica,  o  bien,  no  es  respetado  por  los  agentes  estatales
encargados de su protección, las personas titulares de esos derechos son víctimas de vulneraciones.
Aquí, el conflicto tiene un componente estructural: ya no hablamos de un conflicto de persona a
persona, sino un conflicto con el Estado, quien es el garante y responsable de reconocer y proteger
los derechos fundamentales de las personas.

Según señala la Corte IDH,

“El artículo 1.1 [de la CADH] es fundamental para determinar si una violación de los derechos humanos
reconocidos por la Convención puede ser atribuida a un Estado Parte. En efecto, dicho artículo pone a cargo
de los Estados Partes los deberes fundamentales de respeto y de garantía, de tal modo que todo menoscabo a
los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho
internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al
Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención”8.
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Con la libertad de expresión, como derecho humano fundamental,  ocurre lo mismo. El Estado
tiene la obligación de garantizarlo, respetarlo y protegerlo; además de reparar cualquier vulneración
sufrida9. En cuanto a los daños concretos que puede sufrir la libertad de expresión, frente a su desco‐
nocimiento o agresión directa, pueden ser económicos y morales, pero, más que nada, colectivos;
porque, en definitiva, la sociedad en su conjunto termina siendo afectada, porque el efecto de una
agresión a la libertad de expresión es impedir el conocimiento y la libre difusión de ideas, opiniones
e informaciones10.

Por eso, para reconocer cuándo estamos ante una vulneración —o, en su forma más grave, ante un
acto de violencia contra la libertad de expresión— no basta con remitirse a las definiciones jurídicas o
a  los  hechos  punibles  del  Código Penal.  Es  necesario  partir  de  una comprensión amplia  de  qué
significa “libertad de expresión”.

Aunque varias fuentes doctrinarias contribuyen a definirla, tomemos tres fuentes “objetivas” que
permiten construir  esa comprensión.  El  artículo 13 de la  Convención Americana sobre Derechos
Humanos (CADH) la define como la libertad “de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda
índole”. El artículo 26 de la Constitución de la República del Paraguay la entiende como el derecho a
“generar, procesar o difundir información”. Y el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico (DPEJ) la
desarrolla con mayor detalle:

“Libertad de expresión” (sublema del DPEJ)

“Libertad que comprende las facultades que puede ejercer un ciudadano como titular del derecho a la
comunicación y que comprende la libertad de “expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y
opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción”; la libertad de “produc‐
ción y creación literaria, artística, científica y técnica”; la “libertad de cátedra”; y la libertad de “comuni‐
car libremente información veraz por cualquier medio de difusión” (CE, art. 20)”11.

De estas definiciones se desprende, casi por sentido común, qué es una vulneración a la libertad de
expresión: impedir indebidamente el ejercicio de esa libertad12.

Esa interferencia puede adoptar muchas formas. En términos amplios, abarca todo acto, omisión o
práctica que —mediante la fuerza, la intimidación, la coerción, una restricción indebida o el uso del
poder estatal— busque o tenga el efecto fáctico de impedir, limitar o castigar el ejercicio legítimo del
derecho a expresar, difundir y recibir opiniones, ideas e información13.

Como ya apuntamos más arriba, conviene retener, además, que toda vulneración tiene dos dimen‐
siones: una dimensión individual y directa, que recae sobre la persona que la sufre; y una dimensión
colectiva, que afecta a todas las personas que, como consecuencia, quedan impedidas de acceder a
información de interés público. Al respecto, la Corte IDH ha dicho,
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“31. En su dimensión individual, la libertad de expresión no se agota en el reconocimiento teórico del
derecho a hablar o escribir, sino que comprende además, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier
medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. Cuando
la Convención proclama que la libertad de pensamiento y expresión comprende el derecho de difundir
informaciones e ideas ´por cualquier... procedimiento´, está subrayando que la expresión y la difusión del
pensamiento y de la información son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de
divulgación representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente.
De allí la importancia del régimen legal aplicable a la prensa y al status de quienes se dediquen
profesionalmente a ella”14.

“32. En su dimensión social la libertad de expresión es un medio para el intercambio de ideas e
informaciones y para la comunicación masiva entre los seres humanos. Así como comprende el derecho de
cada uno a tratar de comunicar a los otros sus propios puntos de vista implica también el derecho de todos a
conocer opiniones y noticias. Para el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la
opinión ajena o de la información de que disponen otros como el derecho a difundir la propia”15.

Esta segunda dimensión es la que explica por qué la libertad de expresión es un terreno especial‐
mente fértil para el litigio estratégico. Cuando se silencia a un periodista, el daño no se agota en él: la
sociedad entera pierde el acceso a una información que le pertenece. Litigar un caso así no persigue
únicamente reparar a la víctima directa, sino proteger un bien público, colectivo o difuso. Y es esa
proyección colectiva la que puede transformar un caso individual en una causa estratégica.

1.2 Tipologías de vulneración o agresión a la libertad de expresión

Las  definiciones  de  lo  que  constituye  violencia  contra  la  libertad  de  expresión  varían  según  el
ordenamiento jurídico desde el cual se las analice. No existe una lista única y universal: cada sistema
y  cada  organización  las  clasifica  con  criterios  propios.  Conocer  esas  tipologías  es  útil,  de  todos
modos, porque ayuda a identificar y a nombrar con precisión la agresión que se está enfrentando.

A modo ilustrativo, la red regional “Voces del Sur”16 agrupa las agresiones contra periodistas en las
siguientes categorías:

Asesinatos Secuestros Detenciones arbitrarias

Desapariciones forzadas Torturas Agresiones físicas

Agresiones verbales, escritas y
digitales

Discurso estigmatizante Desplazamiento forzado

Restricción del acceso a la infor‐
mación

Hostigamiento judicial Marco jurídico

Uso abusivo del poder estatal Violencia con uso de tecnología Violencia sexual

Violencia basada en el sexo o la
orientación
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Esta clasificación se apoya en el indicador 16.10.1 de los ODS:

16 Objetivos de Desarrollo Sostenible
Meta 16.10.1 · Paz, justicia e instituciones sólidas

Indicador 16.10.1 de los ODS

“Número de casos verificados de asesinato, secuestro, desaparición forzada, detención arbitraria y tortura
de periodistas, miembros asociados de los medios de comunicación, sindicalistas y defensores de los derechos
humanos, en los últimos 12 meses”17.

Lo decisivo, en todos estos supuestos, es el móvil: estas agresiones se cometen a causa de la labor
periodística. Ese vínculo entre la agresión y la labor informativa es lo que distingue a la violencia
contra la libertad de expresión de cualquier otra forma de violencia. De hecho, cuando los estándares
internacionales llaman a “sancionar la violencia”18 contra la libertad de expresión (desde el punto de
vista penal, o de acuerdo con la proporción del daño recibido), lo hacen porque entienden que las
agresiones violentas a los periodistas constituyen supuestos muy graves en una sociedad democráti‐
ca; donde el uso del derecho penal debe estar reservado solo para esa clase de casos. Así, en los casos
donde la vía penal ha sido utilizada como mecanismos de responsabilidad, la Corte IDH ha señalado
que “la vía penal debe responder al principio de intervención mínima, en razón de la naturaleza del derecho
penal como ultima ratio”19.

Ejemplo práctico. Las denegaciones arbitrarias al acceso a la información pública constituyen un tipo
de censura indirecta, prohibida por el artículo 13 de la CADH.

Como punto de referencia para entender las vulneraciones contra la libertad de expresión, pode‐
mos leer la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la CIDH, que fija los estándares
interamericanos en la materia:

“5. La censura previa, interferencia o presión directa o
indirecta sobre cualquier expresión, opinión o informa‐
ción difundida a través de cualquier medio de comunica‐
ción oral, escrito, artístico, visual o electrónico, debe
estar prohibida por la ley. Las restricciones en la
circulación libre de ideas y opiniones, como así también
la imposición arbitraria de información y la creación de
obstáculos al libre flujo informativo, violan el derecho a
la libertad de expresión”.

“7. Condicionamientos previos, tales como veracidad,
oportunidad o imparcialidad por parte de los Estados
son incompatibles”.
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“8. Todo comunicador social tiene derecho a la reserva
de sus fuentes de información, apuntes y archivos
personales y profesionales”.

“9. El asesinato, secuestro, intimidación, amenaza a los
comunicadores sociales, así como la destrucción material
de los medios de comunicación, viola los derechos funda‐
mentales de las personas y coarta severamente la libertad
de expresión. Es deber de los Estados prevenir e investi‐
gar estos hechos, sancionar a sus autores y asegurar a las
víctimas una reparación adecuada”.

“10. Las leyes de privacidad no deben inhibir ni restrin‐
gir la investigación y difusión de información de interés
público. La protección a la reputación debe estar garan‐
tizada sólo a través de sanciones civiles, en los casos en
que la persona ofendida sea un funcionario público o
persona pública o particular que se haya involucrado vo‐
luntariamente en asuntos de interés público. Además, en
estos casos, debe probarse que en la difusión de las
noticias el comunicador tuvo intención de infligir daño o
pleno conocimiento de que se estaba difundiendo noti‐
cias falsas o se condujo con manifiesta negligencia en la
búsqueda de la verdad o falsedad de las mismas”.

“11. Los funcionarios públicos están sujetos a un mayor
escrutinio por parte de la sociedad. Las leyes que
penalizan la expresión ofensiva dirigida a funcionarios
públicos generalmente conocidas como "leyes de desaca‐
to" atentan contra la libertad de expresión y el derecho a
la información”.

“12. Los monopolios u oligopolios en la propiedad y
control de los medios de comunicación deben estar
sujetos a leyes antimonopólicas por cuanto conspiran
contra la democracia al restringir la pluralidad y diversi‐
dad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la
información de los ciudadanos. En ningún caso esas
leyes deben ser exclusivas para los medios de comunica‐
ción. Las asignaciones de radio y televisión deben consi‐
derar criterios democráticos que garanticen una igual‐
dad de oportunidades para todos los individuos en el
acceso a los mismos”.

“13. La utilización del poder del Estado y los recursos de
la hacienda pública; la concesión de prebendas arancela‐
rias; la asignación arbitraria y discriminatoria de
publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de
frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el
objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a
los comunicadores sociales y a los medios de comunica‐
ción en función de sus líneas informativas, atenta contra
la libertad de expresión y deben estar expresamente
prohibidos por la ley. Los medios de comunicación social
tienen derecho a realizar su labor en forma independien‐
te. Presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la
labor informativa de los comunicadores sociales son in‐
compatibles con la libertad de expresión”.

De estos principios se desprende una doble obligación para los Estados. Por un lado, un deber de
abstención: no censurar ni presionar a la prensa, ni de manera directa ni indirecta (principios 5, 7 y
13). Por otro, un deber positivo de protección: prevenir e investigar las agresiones contra comunica‐
dores, sancionar a los responsables y reparar a las víctimas (principio 9). Es justamente ese deber
reforzado de protección el que justificaría, en el Paraguay, un tratamiento jurídico diferenciado de los
ataques a la prensa. Porque la finalidad, en definitiva, es que la verdad no se cuente.

La finalidad o el motivo directo de una agresión a un periodista no es solo impedir que
haga su trabajo, sino lograr que la verdad no se cuente.
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1.3 La ausencia de un marco diferenciado en el Paraguay

En  el  Paraguay  no  existe  un  catálogo  jurídico  específico  de  agresiones  contra  periodistas  que
contemple agravantes por razón de su actividad profesional. Lo que hay es la tipificación general de
los hechos punibles —además de los ilícitos civiles y administrativos— de los que cualquier persona
puede ser víctima, independientemente a su profesión.

Este  esquema,  sin embargo,  puede resultar  inadecuado.  Es  innegable que los  periodistas  y  los
medios de comunicación se encuentran en una situación de riesgo distinta, por la propia naturaleza
de su labor: con frecuencia, su trabajo golpea contra estructuras criminales y contra el poder políti‐
co20.

Para comprender por qué ese tratamiento diferenciado tiene sentido, conviene mirar el impacto
real de cada agresión. Una amenaza recibida por un ciudadano a raíz de un conflicto particular, o una
agresión física en el marco de una riña, no tienen la misma naturaleza que las dirigidas contra un
periodista por su trabajo. Lo mismo ocurre con la destrucción de equipos, materiales o infraestructu‐
ra de un medio de comunicación —muchas veces pequeño y de escaso presupuesto—: aunque el he‐
cho material sea idéntico, su magnitud, su impacto social y el mensaje que transmite son distintos.

El caso extremo es el del asesinato, el homicidio o el feminicidio de un periodista. Por tratarse de la
forma de censura más radical —con un efecto devastador no solo sobre el caso concreto, sino sobre
toda la sociedad—, constituye uno de los hechos más graves que una democracia puede presenciar.
Esa gravedad justificaría,  por  ejemplo,  una tipificación penal  específica para esta  clase  de casos,
todavía pendiente en el Paraguay.

1.4 Los hechos punibles que cubren genéricamente las agresiones a la
prensa

A  falta  de  ese  marco  específico,  las  agresiones  contra  periodistas  y  medios  de  comunicación  se
persiguen  hoy  a  través  de  los  hechos  punibles  generales  previstos  en  el  Código  Penal  (Ley  N.º
1160/1997). El Código sanciona las conductas dirigidas contra los bienes jurídicos más fundamentales
de la persona —la libertad, la vida, la integridad física y la autonomía sexual—, que son los mismos
que están en juego cuando se ataca a un comunicador. Conviene repasarlos agrupados según el bien
jurídico que protegen21.

En cuanto a la libertad personal, el Código tipifica figuras como la coacción —simple y grave—, la
amenaza, la privación de libertad, el extrañamiento de personas, el secuestro y la toma de rehenes.
Todas ellas admiten agravantes según la vulnerabilidad de la víctima, la duración del encierro, el
abuso de funciones públicas o la exigencia de rescate22.

Respecto de la vida y la salud corporal, sanciona el homicidio doloso —con penas severas, de hasta
veinticinco años cuando concurren agravantes como el parentesco, la alevosía o el ánimo de lucro—,
el maltrato físico, la lesión —simple y grave— y el abuso de fuerza por parte de funcionarios públi‐
cos23.

Por último, en materia de indemnidad y dignidad sexual, criminaliza la coacción sexual —incluidos
el coito forzado y los hechos punibles contra menores— y el acoso sexual fundado en relaciones de
autoridad o influencia24.

Una mención especial merece la Ley 2849/2004 Especial Antisecuestro, que agrava la pena cuando
la víctima es periodista, entre otros25.
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Otro tema de altísima relevancia es cómo catalogar una agresión a la libertad de expresión. Por
ejemplo, una amenaza, “con un hecho punible contra la vida, contra la integridad física o contra cosas de
valor considerable, o con una coacción sexual, en forma apta para alarmar,  amedrentar o reducir su libertad
de determinarse” que está prevista en el artículo 122 del Código Penal se considera como una acción
penal privada26; es decir, el Estado no puede actuar de oficio, y el Ministerio Público no interviene en
el proceso. Ahora bien, la Coacción, prevista en el artículo 120, entendida como “fuerza o amenaza
[que] constriña gravemente a otro a hacer, no hacer o tolerar lo que no quiera” es una acción penal pública.
Por lo tanto, las denuncias de agresión a la Libertad de expresión, que se encuadran en este supuesto,
deben indicar este tipo penal, siendo un agravante el peligro a la vida, o la integridad física, o el
abuso de una función pública.

→ Ante situaciones de riesgo o amenaza, la Parte II — Manual de Protección a Periodistas detalla
el flujograma de actuación, el análisis de riesgo y las medidas de protección aplicables.

1.5 Condenas contra el Paraguay por vulnerar la libertad de expresión

Paraguay ya ha sido condenado por Corte IDH por vulnerar la libertad de expresión. Dos casos resul‐
tan especialmente ilustrativos y, además, constituyen ejemplos paradigmáticos de litigio estratégico:
llevados  al  Sistema  Interamericano,  no  solo  buscaron  reparar  a  las  víctimas,  sino  que  fijaron
precedentes regionales y obligaron al Estado a adoptar cambios estructurales.

Las condenas a Paraguay en los casos Canese y Leguizamón ante la Corte IDH reflejan
el contexto adverso que enfrenta la libertad de expresión en el país.

1.5.1 Caso Ricardo Canese vs. Paraguay (2004)

El caso Ricardo Canese vs. Paraguay, resuelto por la Corte IDH en 2004, tuvo su origen en agosto
de 1992, durante la campaña presidencial paraguaya. El ingeniero y candidato Ricardo Canese cues‐
tionó públicamente la integridad de su rival, Juan Carlos Wasmosy, al señalarlo en la prensa como
supuesto testaferro o “prestanbombre” de la familia del exdictador Alfredo Stroessner, el consorcio que
construyó la represa de Itaipú. Aunque las afirmaciones se inscribían en el debate político‐electoral,
un grupo de socios de esa empresa presentó una querella criminal por difamación e injuria27.

En 1994, la justicia paraguaya condenó a Canese a una pena de prisión y una multa, y le impuso
una prohibición de salir del país que se prolongó de manera desproporcionada por más de ocho años,
limitando severamente su movilidad profesional y política. Ante la evidente persecución, el caso fue
llevado  al  Sistema  Interamericano.  La  CSJ  de  Paraguay  absolvió  a  Canese  a  finales  de  2002;  sin
embargo,  la  Corte  IDH  continuó  con  el  proceso  y  terminó  condenando  al  Estado  por  violar  los
derechos a la libertad de pensamiento y de expresión, entre otros28.

El uso del derecho penal no era necesario para las finalidades de protección del honor
y la reputación perseguidas; por lo tanto, resultó desproporcionado.

El fallo sentó un precedente histórico en la región americana en favor de la libertad de expresión y
del debate democrático. La Corte IDH determinó que el uso del derecho penal para silenciar críticas
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en el  ámbito  público  es  inaceptable,  y  estableció  que los  funcionarios  y  los  candidatos  a  cargos
públicos deben tolerar un mayor umbral de escrutinio ciudadano. A respecto, señaló

“103. Es así que tratándose de funcionarios públicos, de personas que ejercen funciones de una naturaleza
pública y de políticos, se debe aplicar un umbral diferente de protección, el cual no se asienta en la calidad
del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una persona
determinada. Aquellas personas que influyen en cuestiones de interés público se han expuesto voluntaria‐
mente a un escrutinio público más exigente y, consecuentemente, en ese ámbito se ven sometidos a un
mayor riesgo de sufrir críticas, ya que sus actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse
en la esfera del debate público134. En este sentido, en el marco del debate público, el margen de aceptación y
tolerancia a las críticas por parte del propio Estado, de los funcionarios públicos, de los políticos e inclusive
de los particulares que desarrollan actividades sometidas al escrutinio público debe ser mucho mayor que el
de los particulares”29.

1.5.2 Caso Santiago Leguizamón Zaván y otros vs. Paraguay (2022)

El caso Santiago Leguizamón Zaván y otros vs. Paraguay, resuelto por la Corte IDH el 15 de
noviembre de 2022, aborda la responsabilidad internacional del Estado por el asesinato del periodista
Santiago Leguizamón, y la posterior impunidad en el caso. El comunicador, que ejercía su labor en la
zona fronteriza de Pedro Juan Caballero —una zona considerada como “silenciada”30 — investigaba y
denunciaba esquemas de contrabando, narcotráfico y corrupción vinculados a redes criminales y al
poder político. A causa de su trabajo, recibió reiteradas amenazas de muerte de conocimiento públi‐
co,  que  se  consumaron el  26  de  abril  de  1991  —Día  del  Periodista  en el  Paraguay—,  cuando fue
acribillado por sicarios cerca de la frontera con el Brasil31.

Tras el crimen, el Estado inició una investigación de oficio plagada de omisiones, falta de diligencia
y retrasos injustificados, que mantuvo el homicidio en absoluta impunidad. Ante la falta de respues‐
tas en el ámbito interno, la familia, con el apoyo de organizaciones de derechos humanos, llevó el
caso al Sistema Interamericano32.

En su sentencia, la Corte IDH dictaminó que el asesinato de Leguizamón no solo violó su derecho a
la vida, sino que afectó gravemente la libertad de expresión en sus dos dimensiones: la individual, al
silenciar su voz, y la colectiva, al generar un efecto amedrentador sobre el resto del periodismo local
y privar a la sociedad de su derecho a estar informada. En particular, la Corte IDH dijo,

La falta de acceso a la justicia —la impunidad— es también, en sí misma, una
vulneración a la libertad de expresión.
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“el homicidio del señor Leguizamón Zaván y las violaciones a su libertad de pensamiento y expresión en
sentido individual, tuvieron un impacto no solo en él, sino también en la sociedad paraguaya y en sus
compañeras y compañeros periodistas, en quienes tuvo un efecto amedrentador o disuasorio (“chilling
effect”37). Ello implicó la violación del derecho a la libertad de expresión en su dimensión colectiva, en
tanto impactó la posibilidad de la sociedad de conocer las opiniones, relatos y noticias vertidas por el señor
Leguizamón Zaván, debido a su homicidio, y por otros periodistas que investigaban hechos similares,
debido a la autocensura impuesta como estrategia para salvaguardar su vida e integridad” (párr. 56).33

Como medidas de reparación, además de las indemnizaciones a los familiares, el tribunal ordenó
al Estado diseñar e implementar programas públicos de prevención, protección y asistencia para
periodistas en situación de riesgo, e impulsar un proyecto de ley marco para la protección de los
trabajadores de prensa y los defensores de derechos humanos; así como fortalecer la Mesa para la
Seguridad de Periodistas (MPS)34.

→ Ante situaciones de riesgo o amenaza, la Parte II — Manual de Protección a Periodistas detalla
el flujograma de actuación, el análisis de riesgo y las medidas de protección aplicables.

1.6 Contexto político de la libertad de expresión en el Paraguay

Esos precedentes pertenecen a la historia reciente del Paraguay; el panorama actual confirma que la
vulneración a la libertad de expresión sigue plenamente vigente, especialmente en las zonas fronteri‐
zas, como Pedro Juan Caballero, donde el ejercicio del periodismo es del altísimo riesgo.

Un episodio reciente, ocurrido mientras se redactaba este material, ilustra con claridad el compo‐
nente estatal del hostigamiento que agrava la situación de la libertad de expresión. En abril de 2026,
una investigación periodística difundida por ABC Color —conocida como la “Red Desinformante”— re‐
veló la existencia de campañas de desprestigio prooficialistas dirigidas contra periodistas, medios y
figuras  de  la  oposición  al  gobierno  de  Santiago  Peña.  Distintas  páginas  que  operaban  en  redes
sociales desprestigiaban a críticos y opositores y, al mismo tiempo, difundían de manera pautada los
programas sociales oficiales del  gobierno. Aunque el  gobierno negó todo tipo de vinculación, los
documentos obtenidos indicarían lo contrario35.

Este contexto derivó en acciones legales concretas: la vinculación de una querella por calumnia,
promovida para identificar a los responsables que realizaron campañas de desprestigio36, y una de‐
nuncia penal ante la Unidad Especializada en Delitos Económicos y Anticorrupción por presunto
desvío de fondos públicos37.

1.7 Normas restrictivas que merecen análisis crítico

En el Paraguay, dos conjuntos de normas merecen un análisis crítico particular porque, según el
patrón de casos históricos, constituyen el puente directo para buscar la censura de los periodistas,
comunicadores y medios: los hechos punibles contra el honor previstos en el Código Penal y, por el
modo en que se la ha utilizado, la Ley N.º 5777/2016 de protección integral a las mujeres contra toda
forma de violencia38.

La vulneración contra la libertad de expresión: elemento esencial para pensar en el litigio estratégico

27



1.7.1 Los hechos punibles contra el honor en el Código Penal

En el ámbito penal, el Código Penal (Ley N.º 1160/1997) tipifica tres hechos punibles contra el honor:
la calumnia (artículo 150), la difamación (artículo 151) y la injuria (artículo 152). La diferencia entre
ellos es fina, pero lo que tienen en común es el uso de la expresión “capaz de lesionar”.

Para el  Código Penal,  la calumnia consiste en afirmar o divulgar a un tercero,  en contra de la
verdad y a sabiendas, un hecho “capaz de lesionar” el honor de otra persona; sus rasgos definitorios
son: que 1) se trata de un hecho; 2) la falsedad del hecho es consciente. La difamación consiste en
afirmar o divulgar a un tercero un hecho “capaz de lesionar” el honor de otro, sin que la ley exija que
ese hecho sea falso: ese es, justamente, el elemento que la distingue de la calumnia. No hay hecho
punible cuando se trate de una “crítica aceptable” o cuando es un medio de defensa de un “interés pú‐
blico”  o cuando.  La injuria,  por su parte,  es  la  ofensa dirigida directamente contra el  honor o la
dignidad de una persona, por lo general mediante expresiones o “juicio de valor negativo”, aunque
también la atribución de un “hecho capaz de lesionar” el honor.

La redacción de estos tipos penales presenta graves deficiencias, pues estos están redactados en
términos  muy  genéricos,  ambiguos  o  imprecisos,  lo  cual  hace  que,  eventualmente,  cualquier
expresión pueda caer en alguno de estos supuestos si tiene la “capacidad” (elemento indefinido) de le‐
sionar el honor o la reputación. Esto vulnera, por sí, el principio de estricta legalidad penal, donde la
certidumbre y precisión del hecho punible debe ser indubitable.

No obstante, para los estándares internacionales, el uso del derecho penal como un mecanismo de
responsabilidad ulterior debe ser totalmente descartado del ordenamiento jurídico, porque resulta
incompatible con la CADH. Al respecto, la Corte IDH señaló en el caso Alvarez Ramos Vs. Vene‐
zuela,

“121. Se entiende que en el caso de un discurso protegido por su interés público, como son los referidos a
conductas de funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, la respuesta punitiva del Estado
mediante el derecho penal no es convencionalmente procedente para proteger el honor del funcionario”39.

Tres rasgos prácticos que explican por qué estas figuras exigen un examen crítico desde la
libertad de expresión.

En la práctica, cualquier persona con poder —un funcionario, un político o un empresario aludido
por la prensa— puede activar el aparato penal del Estado para responder a una publicación que le
incomoda.  Al  ser  los  tipos  penales  muy  vagos  y  abiertos,  abren  la  puerta  a  cualquier  querella
criminal, aun cuando la expresión sea en un contexto de interés público; circunstancia que no es
valorada de antemano por los jueces.

En segundo lugar, y precisamente por ello, estas figuras han sido empleadas como mecanismo de
presión contra periodistas que informan sobre asuntos de interés público. La sola amenaza de una
condena penal —aun cuando no derive en prisión— genera un efecto inhibidor o amedrentador sobre
la prensa: ante el riesgo de un proceso largo y costoso, el periodista puede optar por no publicar. Es el
conocido efecto de autocensura.

En tercer lugar, su aplicación al discurso de interés público choca con los estándares interamerica‐
nos.  La jurisprudencia de la Corte IDH ha sido consistente en que el  derecho penal no es la  vía
adecuada para proteger el honor de los funcionarios frente a la crítica sobre asuntos públicos; en esos
supuestos, la reputación debe protegerse, si acaso, mediante responsabilidades ulteriores civiles y
proporcionadas. Sin embargo, un ejemplo paradigmático del uso del derecho penal para silenciar o
castigar a medios es el caso Zuccolillo, que se describe más adelante, en los casos de estudio.
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1.7.2 El uso distorsionado de la Ley N.º 5777/2016

La Ley N.º 5777/2016, de protección integral a las mujeres contra toda forma de violencia, reglamenta‐
da por el Decreto N.º 6973/2017, es un instrumento legítimo y necesario. El análisis crítico, por lo
tanto, no recae sobre su finalidad protectora —que es valiosa—, sino sobre un riesgo específico: que
sus medidas cautelares se invoquen de un modo incompatible con el artículo 13 de la Convención,
para  frenar  publicaciones  periodísticas  o  denuncias  de  interés  público.  Cuando  ello  ocurre,  una
herramienta  pensada  para  proteger  a  las  mujeres  se  convierte,  de  manera  paradójica,  en  un
mecanismo de censura judicial que contraría el propio espíritu de la ley.

Dicha ley consagra una serie de limitaciones a la libertad de expresión. En particular, el artículo 6
dispone:

“k) Violencia mediática. Es la acción ejercida por los medios de comunicación social, a través de
publicaciones u otras formas de difusión o reproducción de mensajes, contenidos e imágenes estereotipadas
que promuevan la cosificación, sumisión o explotación de mujeres o que presenten a la violencia contra la
mujer como una conducta aceptable. Se entenderá por ´cosificación´ a la acción de reducir a la mujer a la
condición de cosa”.

“l) Violencia telemática. Es la acción por medio de la cual se difunden o publican mensajes, fotografías,
audios, videos u otros que afecten la dignidad o intimidad de las mujeres a través de las actuales tecnologías
de información y comunicación, incluido el uso de estos medios para promover la cosificación, sumisión o
explotación de la mujer. Se entenderá por ‘cosificación´ a la acción de reducir a la mujer a la condición de
cosa”.

“m) Violencia simbólica. Consiste en el empleo o difusión de mensajes, símbolos, íconos, signos que
transmitan, reproduzcan y consoliden relaciones de dominación, exclusión, desigualdad y discriminación,
naturalizando la subordinación de las mujeres”.

“ñ) Violencia contra la Dignidad. Expresión verbal o escrita de ofensa o insulto que desacredita, descalifica,
desvaloriza, degrada o afecta la dignidad de las mujeres, así como los mensajes públicos de autoridades,
funcionarios o particulares que justifiquen o promuevan la violencia hacia las mujeres o su discriminación
en cualquier ámbito”.

Dicha ley remite al procedimiento previsto en la Ley Nº 1600/00 “Contra la Violencia Doméstica” que,
a  su  vez,  faculta  a  los  jueces  de  paz,  una  vez  acreditada  la  verosimilitud  de  la  denuncia,  dictar
medidas cautelares de protección inaudita parte. En la práctica, esto ha derivado en medidas cautela‐
res que prohíben cualquier tipo de difusión de mensajes críticos en cualquier medio de comunica‐
ción o red social. Un ejemplo paradigmático es el caso de la periodista Mabel Portillo, de quien la
organización TEDIC reseñó,
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“… ejerciendo su labor periodística crítica, puso bajo escrutinio la gestión de los fondos municipales por
parte de la intendenta de Yataity, Gloria Duarte, específicamente en relación con la reconstrucción de un
muro de contención dañado por las lluvias. Esta publicación desató una serie de acciones legales por parte
de la intendenta, quien presentó una denuncia por violencia contra la mujer, argumentando que la
publicación constituía violencia psicológica conforme a la Ley 5777/16. El fallo del 2023 del Juzgado a
favor de la intendenta no solo representó un revés para Portillo, sino que también desencadenó un acto de
censura en su contra, llegando incluso a prohibir comunicarse con la intendenta, una herramienta esencial
para cualquier periodista”43.
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C A P Í T U L O  2

El litigio estratégico en marcha

2.1 ¿Qué es el litigio estratégico?

Para comprender la noción de “litigio estratégico” conviene precisar, primero, qué se entiende por “li‐
tigio”. Según el Diccionario de la lengua española, un litigio es un “pleito, altercado en juicio” o una
“disputa, contienda”; “litigar”, por su parte, es “pleitear, disputar en juicio sobre algo”. El Diccionario pan‐
hispánico del español jurídico recoge, en gran medida, estas mismas definiciones44.

No todo caso es estratégico: lo decisivo es su potencial para fijar un precedente que
beneficie a un colectivo amplio.

La idea de litigio estratégico no se aparta de estas acepciones: parte de ellas y les añade ciertos
elementos diferenciadores que justifican el calificativo de “estratégico”. Como vimos en el capítulo an‐
terior, para que exista un litigio debe haber —de manera precedente o inminente— una vulneración,
o  bien  un  contexto  que  fertilice  todo  un  campo  de  vulneraciones.  Desde  esa  premisa,  el  litigio
estratégico puede definirse como una herramienta jurídica orientada a revertir esas vulneraciones y a
aportar claridad allí donde reinan la oscuridad o el hermetismo: vacíos legales, normas restrictivas,
interpretaciones confusas o contextos autoritarios que dificultan el ejercicio de los derechos.

Otras definiciones ayudan a delimitar el concepto. La Escuela de Derecho de la Universidad de
Columbia, al referirse al litigio de interés público —noción afín a la de litigio estratégico—, lo describe
así:

“El litigio de interés público persuade al sistema de justicia a interpretar la ley; clama a las cortes para que
concreten o redefinan derechos previstos en constituciones, estatutos y tratados, a fin de tratar mejor los
ilícitos del gobierno y de la sociedad y ayudar a quienes los padecen. Además, influye en las cortes para que
apliquen leyes y reglas favorables ya existentes que, de otro modo, serían subutilizadas o ignoradas”45.

Por su parte, la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) de la OEA lo define en estos términos:

“El litigio estratégico es una herramienta que permite visibilizar problemáticas sociales normalizadas o
toleradas, a través del tratamiento integral de casos concretos en sede jurisdiccional, constitucional, cortes
internacionales o sede administrativa nacional (aunque esta última no siempre tiene la capacidad de
sancionar todos los tipos de violencia, ni de provocar fallos integrales)”46.

A partir de la experiencia de IDEA, tres ideas resultan centrales para comprender el litigio estraté‐
gico:
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TRES RASGOS DEL LITIGIO ESTRATÉGICO

Repercusión colectiva
el caso individual es un puente
hacia un cambio que beneficia
a toda la sociedad

Estrategia sostenida
un esfuerzo de largo plazo, no
una acción aislada

No es solo «ganar»
busca  transformar:  visibilizar,
reformar o sentar precedentes

Su repercusión es colectiva: el caso puede ser individual, pero también colectivo cuando están en
juego intereses difusos. Aunque suele enfocarse en un caso concreto, lo que se persigue va más allá
de la reparación de la víctima: son transformaciones que impacten a toda la colectividad. El caso
individual funciona, así, como un puente para alcanzar ese cambio mayor.

Es una estrategia sostenida, no una intervención de corto plazo. No se trata de una acción aislada,
sino de un esfuerzo articulado con distintas líneas de trabajo en paralelo y a lo largo del tiempo.
Aunque en ciertos  contextos  puedan lograrse resoluciones favorables  con rapidez,  la  experiencia
enseña que los casos de alto impacto tardan años en resolverse, lo que exige planificar bien los recur‐
sos.

No consiste necesariamente en “ganar”. Su objetivo es transformar situaciones negativas: sacar a la
luz un debate históricamente postergado, promover reformas legales o sentar precedentes interpreta‐
tivos sobre cuestiones inciertas, entre otros fines. Un caso puede perderse en sede judicial y, aun así,
ser un éxito estratégico.

2.2 Identificar casos de litigio estratégico: la teoría del cambio

La identificación de un litigio estratégico es un proceso que puede originarse de dos maneras. De
forma reactiva, cuando un caso llega a una organización o se descubre a través de los medios de
comunicación. O de forma proactiva, mediante el diseño deliberado de una estrategia que busca un
caso concreto y un sujeto dispuesto a impulsarlo, siempre que ello no comprometa su integridad.

LA TEORÍA DEL CAMBIO DEL LITIGIO ESTRATÉGICO

Caso individual o colec‐
tivo

incluso intereses difusos

→
Precedente / estándar
nacional e interamericano →

Cambio estructural
en prácticas, normas e institu‐

ciones

Para que esa planificación sea efectiva, es indispensable fundarla en una teoría del cambio sólida:
una que defina con precisión el problema estructural que se quiere transformar y establezca una
secuencia lógica y causal capaz de generar impacto.

El caso de Daniel Vargas Telles47 ilustra bien esta metodología. Ante la ausencia histórica de una ley
de acceso a la información y el fracaso de los intentos legislativos previos, la teoría del cambio no
apuntó, en un primer momento, a obtener la norma, sino a usar el litigio para generar precedentes
judiciales que llenen vacíos judiciales que impedía su ejercicio, y aportar al debate público sobre la
necesidad de una ley. La estrategia se tradujo en un razonamiento deliberado: si obtenemos prece‐
dentes judiciales en casos de acceso a la información, entonces estableceremos criterios específicos
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sobre modalidades, plazos y sanciones, como manda el artículo 28 de la Constitución. Así se sentaron
las bases jurisprudenciales necesarias frente a la inacción del legislador.

2.3 ¿Cómo definir un litigio estratégico en libertad de expresión?

Conforme a lo anterior, un caso de litigio estratégico no se mide por su efecto individual, sino por su
potencial de impacto mayor. Un buen ejemplo es “Mauricio Mathías González Pou c/ Institu‐
to de Previsión Social s/ amparo”48, un caso de litigio estratégico identificado en la sesión de la
Clínica Jurídica para promocionar el derecho de acceso a la información pública de la Facultad de
Derecho de la Universidad Nacional de Asunción. Un alumno, interesado ante las denuncias de traba‐
jadores respecto de empresas privadas que incumplían sus obligaciones previsionales, solicitó —por
la vía de acceso a la información— la nómina de morosos en materia de obligaciones obrero patronal
al Instituto de Previsión Social. El caso fue perdido en primera instancia; pero posteriormente un
Tribunal de Apelación dio vuelta la decisión. La justicia amparó el  pedido, y la difusión del caso
generó tal revuelo mediático que numerosas empresas regularizaron su situación para no quedar en
una posición reputacional negativa49. Era un pedido de información simple, denegado bajo un argu‐
mento de privacidad, pero de altísimo potencial.

Negar de forma arbitraria el acceso a la información pública es, en sí mismo, una forma
de censura indirecta, prohibida por el artículo 13 de la CADH.

De ahí una lección importante: los casos no tienen por qué ser complejos ni extensos. A veces, un
simple pedido de información denegado puede convertirse en un caso de gran trascendencia, como
ocurre con el pedido del acta del Banco Central del Paraguay. En materia de libertad de expresión en
general, un hecho aparentemente menor —por ejemplo, la falta de acreditación arbitraria de un pe‐
riodista  ante  una  institución  pública—  puede  ser  la  base  de  un  litigio  de  enorme  alcance  para
impulsar criterios objetivos y no discriminatorios a la hora de acreditar a periodistas, respetando la
pluralidad, la igualdad de oportunidades, entre otros.

Incluso un hecho aparentemente menor —como la falta de acreditación arbitraria de un
periodista ante una institución pública— puede sustentar un litigio de gran alcance que
imponga criterios objetivos, plurales y no discriminatorios.

En síntesis, la noción de litigio estratégico debe pensarse, ante todo, para desarrollar estándares o
criterios jurídicos frente a lagunas o vacíos legales, impulsar reformas, instalar debates públicos y
modificar patrones restrictivos del ejercicio de los derechos fundamentales. Un caso de esta clase
debe ponderar tres dimensiones —política, jurídica y mediática—, pero con un límite esencial: no
debe agravar la situación de riesgo ni exponer a mayores amenazas a las personas o los colectivos
involucrados.  Por  eso,  a  título  ilustrativo,  si  una  solicitud  de  acceso  a  la  información  puede
comprometer  a  un  periodista,  lo  aconsejable  es  que  la  presenten  varias  organizaciones  u  otros
actores en su lugar.
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2.4 Cómo identificar la potencialidad estratégica de un caso

La  selección  de  un  caso  debe  ponderar  varios  factores:  el  carácter  sistémico  o  estructural  del
problema, la incompatibilidad entre la práctica interna y los estándares internacionales, la fortaleza
probatoria, la representatividad de la víctima y el potencial de la futura decisión para beneficiar a un
universo amplio de personas50.

El contexto político pesa de manera determinante. En escenarios de retroceso democrático u hosti‐
lidad hacia la prensa, un caso bien elegido puede operar como contrapeso, tal como ocurrió con la
apertura de las declaraciones juradas51 y la publicidad de las sesiones de los órganos de selección de
magistrados judiciales52.

2.5 Distinción de casos

La estrategia varía según el tipo de situación, la vulneración y el contexto. Conviene distinguir, al
menos, cuatro supuestos:

1 Aumentar los niveles de acceso a la información —como en los casos Vargas Telles o el de Juan
Carlos Lezcano—, cuyo eje son el artículo 28 de la Constitución y la Ley N.º 5282/2014.

2 Medidas para proteger a periodistas frente a la violencia o la amenaza, activando el Protocolo de la
Resolución N.º 538/2017 de la Policía Nacional o bien utilizando la figura del amparo constitucional
para conseguir medidas judiciales frente a omisiones manifiestas.

3 Defensa frente a un amparo o una medida promovida por un particular interesado o un tercero que
busca impedir la divulgación de información, supuesto en el que el riesgo es la censura previa
prohibida por el artículo 13 de la CADH.

4 Intervención frente a medidas cautelares dictadas al amparo de la Ley N.º 5777/2016.

Identificar correctamente el  supuesto es lo que define la vía procesal,  la prueba necesaria y la
teoría jurídica del caso.

2.6 Preparación del caso

La preparación comienza con tres tareas: la reconstrucción rigurosa de los hechos y su cronología, la
identificación de la norma, práctica o vulneración concreta que se impugna, y la articulación del
derecho interno con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos.
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CUATRO DIMENSIONES EN LA PREPARACIÓN DEL CASO

Fáctica
reconstrucción  rigu‐
rosa de los hechos

De fondo
qué citar del derecho
interno  e  internacio‐
nal

Forma  y  mediáti‐
ca
estrategia  procesal  y
comunicacional

Probatoria
documentación  de  la
prueba

Es clave documentar el agotamiento de las vías administrativas previas, porque ese recorrido es el
que puede habilitar, según el caso, por ejemplo, el amparo constitucional, la acción de inconstitucio‐
nalidad y, eventualmente, el acceso al Sistema Interamericano. Conviene, además, mapear desde el
inicio a los posibles terceros coadyuvantes.

2.7 Dimensión de fondo: qué citar del derecho internacional

Según el caso concreto, la demanda o la defensa deben anclarse en los artículos constitucionales que
correspondan —en materia de libertad de expresión y acceso a la información, los artículos 26 a 29 de
la Constitución—. En el derecho internacional resultan especialmente relevantes el artículo 13 de la
CADH y el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), este último
interpretado por la Observación General N.º 34 del Comité de Derechos Humanos. Además, la doctri‐
na autorizada —como la construida por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión (RELE), el
Comité de Derechos Humanos o las distintas relatorías— resulta esencial para fundar el caso.

El derecho penal no es compatible con la libertad de expresión cuando se utiliza para
sancionar la crítica o la información sobre asuntos de interés público.

En  materia  de  discurso  de  interés  público  y  crítica  a  los  funcionarios,  el  caso  paraguayo  de
referencia es Canese Vs. Paraguay —la primera condena al Estado—, en el que la Corte consideró
que la condena penal por difamación y calumnia y la prohibición de salida del país impuestas a un
candidato por sus denuncias durante la campaña vulneraron el artículo 13, reafirmando la protección
reforzada del debate político.

Sobre el uso desproporcionado del derecho penal hay tres precedentes clave. Herrera Ulloa Vs.
Costa Rica estableció que sancionar a un periodista por reproducir información de interés público
es una restricción excesiva, y subrayó las dimensiones individual y social de la libertad de expresión.
Kimel  Vs.  Argentina fijó  un  test  estricto  de  necesidad  y  proporcionalidad  para  las  sanciones
penales sobre asuntos de interés público. Pero el más importante es Tulio Álvarez Vs. Venezuela,
en el que la Corte IDH determinó que el uso del derecho penal como medida de responsabilidad
ulterior es contrario a la CADH en casos de interés público53.

En materia de acceso a la información, el precedente rector es Claude Reyes y otros Vs. Chile,
que  reconoció  el  acceso  a  la  información  en  poder  del  Estado  como  un  derecho  autónomo  del
artículo 13.

En materia de violencia contra periodistas, Leguizamón Zaván y otros Vs. Paraguay es de cita
obligada: el Estado fue declarado responsable por el homicidio del periodista Santiago Leguizamón,
asesinado el 26 de abril de 1991 en Pedro Juan Caballero. La sentencia reconoció la dimensión indivi‐
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dual y la colectiva del derecho, es decir, el efecto amedrentador que el crimen proyecta sobre el resto
de la prensa54.

Estos estándares se complementan con tres instrumentos de la CIDH: la Declaración de Principios
sobre Libertad de Expresión55, el Marco Jurídico Interamericano sobre la Libertad de Expresión, en
su actualización de 202556, y el informe “Zonas silenciadas: regiones de alta peligrosidad para ejercer la
libertad de expresión”57.

2.8 Dimensión de forma, mediática y probatoria

En el orden interno, los casos de litigio estratégico suelen encauzarse por vías extraordinarias, como
el amparo constitucional o, en su caso, el amparo de acceso a la información. No obstante, también
los procedimientos ordinarios civiles pueden tener naturaleza estratégica: por ejemplo, las demandas
por indemnización de daños y perjuicios en las que el periodista actúa como demandado o como de‐
mandante. La acción —o la excepción— de inconstitucionalidad procede cuando se está frente a actos
normativos inconstitucionales en sí mismos que, además, vulneran gravemente la libertad de expre‐
sión; en estos casos, conviene identificar con precisión la disposición específica que genera el agra‐
vio.

La prensa cumple un papel funcional: visibiliza el caso y amplifica el impacto de las decisiones. Las
redes  sociales  operan como alternativa  cuando el  acceso  a  los  medios  tradicionales  es  limitado,
siempre cuidando que ello  no comprometa  la  estrategia  jurídica.  En la  medida de  lo  posible,  es
deseable planificar con cuidado la línea comunicacional del caso, designar un vocero y prever el
impacto mediático esperado.

En la dimensión mediática, lo más eficaz es planificar una estrategia de prensa orgáni‐
ca —cobertura ganada por el valor público del caso— y no recurrir al pautaje o
publicidad pagada.

En lo probatorio, conviene documentar todas las situaciones de hecho que se presenten. Frente a
denegatorias  de  información,  por  ejemplo,  hay  que  conservar  el  pedido  y  la  respuesta;  frente  a
situaciones de amenaza, registrar todos los datos posibles.

2.9 Manifestaciones procesales del litigio estratégico: como demandante
o como demandado

No todo caso constituye un litigio estratégico, lo que no significa que el caso individual deje de ser
importante.  Como se ha venido repitiendo,  la  finalidad del  litigio estratégico no es la  reparación
individual, sino el cambio estructural o el impacto social: un precedente que modifique estructuras,
que pueda citarse en otros casos y que tenga un alto valor argumentativo.

PARTE I · GUÍA DE LITIGIO ESTRATÉGICO

36



DOS POSTURAS PROCESALES DEL LITIGIO ESTRATÉGICO

Como demandante
al iniciar la acción: se elige la vía, el encuadre y el
momento.

Como demandado
defensa en procesos iniciados en contra: se neu‐
traliza el uso abusivo del derecho.

El caso Santagada y otros c/ Consejo de la Magistratura (2019) lo ilustra con claridad58.
Una sesión que debía ser pública fue declarada reservada, afectándose un derecho colectivo y difuso
a  recibir  información  de  alta  relevancia;  aunque  el  amparo  se  perdió,  parte  de  la  información
terminó siendo provista y el litigio tuvo un alto impacto mediático59. Tanto, que años más tarde la ley
fue modificada para que, aun cuando una sesión se declare reservada, deba seguir registrándose en
formato audiovisual60.

La elección de la vía procesal es, por eso, una decisión cuidadosa. El instrumento jurídico no solo
determina la viabilidad y los plazos del caso, sino también su potencial de impacto sistémico. No se
trata únicamente de ganar el caso concreto, sino de elegir la estrategia procesal que mejor permita
generar precedentes, modificar prácticas institucionales o cuestionar normas restrictivas.

2.10 Cuando se actúa como demandante (al iniciar la acción)

Al decidir iniciar un litigio, es fundamental analizar a fondo cuál es la vía procesal más adecuada. Los
criterios principales son:
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Naturaleza de la vulneración. Determinar si la vulneración proviene de un acto particular (una resolu‐
ción judicial o administrativa, o una amenaza concreta) o de un acto normativo de carácter general (una
ley o un decreto) y cuál es su efecto concreto y negativo contra la libertad de expresión. La vulneración
también puede provenir de un particular, supuesto en el que corresponde a la justicia impedir que ese
particular ejerza censura.

Urgencia de la situación. Cuando hay un riesgo inminente para la vida, la integridad o el ejercicio de la
libertad de expresión, el amparo constitucional (artículo 134 de la Constitución) suele ser la vía idónea por
su celeridad; aun así, no siempre es la más estratégica.

Potencial de impacto. A veces, una acción de inconstitucionalidad —aunque más lenta— resulta más
efectiva a largo plazo, porque permite cuestionar directamente la compatibilidad de una norma con la
Constitución y los tratados internacionales, y genera un precedente de alcance general.

Agotamiento de vías previas. En muchos casos es necesario agotar las vías ordinarias (recursos admi‐
nistrativos o procesos ordinarios) antes de acudir a vías extraordinarias como el amparo o la inconstitucio‐
nalidad.

Medidas de protección. En casos de violencia o amenaza mediante coacción, deben activarse los
protocolos de protección.

Objetivo perseguido. ¿Se busca una medida cautelar urgente de protección, una reparación integral o,
sobre todo, un cambio normativo o jurisprudencial?

Recomendación práctica. Antes de presentar la demanda, realizar un “análisis de vías procesales” que
compare ventajas, desventajas, plazos y posibles impactos de cada alternativa.

2.11 Cuando se actúa como demandado (defensa en procesos iniciados en
contra)

Cuando  periodistas,  medios  o  defensores  son  demandados  —por  lo  general,  por  calumnia,
difamación, injuria o supuesta “violencia”—, la estrategia debe centrarse en:

identificar si la demanda se funda en normas de dudosa constitucionalidad o incompatibles con
los estándares internacionales;
oponer excepciones de inconstitucionalidad y solicitar que el juez aplique el control de conven‐
cionalidad;
argumentar la aplicación directa de los estándares interamericanos de libertad de expresión, en
especial la mayor tolerancia a las críticas en asuntos de interés público;
solicitar la desestimación inmediata de la demanda cuando sea manifiestamente improcedente.
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2.12 Recomendaciones prácticas

1 Selección y evaluación estratégica del caso 2 Elección de la vía procesal y análisis técnico

3 Encuadre jurídico y fundamentación de fondo 4 Estrategia operativa de defensa

5
Dimensión probatoria y documentación rigu‐

rosa
6 Alianzas, comunicación y seguimiento

7 Planificación de recursos

La experiencia de IDEA en esta clase de casos demuestra que el litigio estratégico en libertad de
expresión y acceso a la información puede producir transformaciones profundas cuando se concibe
como una estrategia sostenida y orientada al impacto. Al mismo tiempo, en contextos de creciente
hostilidad hacia la prensa, conviene actuar con cautela.

A continuación se ofrecen algunas recomendaciones prácticas.

1 Selección y evaluación estratégica del caso

Antes de asumir un litigio, verifique si el problema tiene carácter sistémico o estructural y
si el caso —con una decisión judicial favorable o no— tiene el potencial real de beneficiar a
un universo amplio de personas. Recuerde que la finalidad primordial del litigio estratégi‐
co no es obtener una reparación puramente individual, sino usar el caso como puente para
una transformación más amplia, a corto, mediano o largo plazo. Esto importa porque las
organizaciones  suelen  tener  presupuestos  limitados  que  les  impiden  concentrarse  en
casos puramente particulares.
Pondere con rigor el interés público del caso y los argumentos a favor y en contra. Verifi‐
que la solidez de las evidencias fácticas disponibles antes de iniciar la acción.
Analice el momento político y el contexto mediático al seleccionar la causa. En escenarios
de  hostilidad  institucional  hacia  la  prensa  o  de  retroceso  democrático,  un  caso  bien
dirigido puede funcionar como contrapeso.
Evite agravar una situación de riesgo, para usted o para terceros. Si una acción de litigio
estratégico, por su componente mediático, puede exponer la seguridad o la estabilidad de
un periodista o de sus familiares, conviene reunir a un conjunto de actores en situación
similar  y  el  apoyo  de  diversas  organizaciones,  de  modo  de  diluir  el  riesgo  individual.
Guarde estricta confidencialidad sobre todo dato o fuente que pueda poner en riesgo al
periodista o al medio.
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2 Elección de la vía procesal y análisis técnico

3 Encuadre jurídico y fundamentación de fondo

Lleve a cabo un “análisis de vías procesales” sistemático antes de interponer cualquier de‐
manda. Este ejercicio le permitirá comparar de forma estructurada las ventajas, las des‐
ventajas, los plazos de tramitación y el verdadero potencial de impacto de cada alternativa.
Recuerde que la finalidad de un litigio estratégico no es ganar “a toda costa”, sino empujar
reformas sustanciales y fortalecer la institucionalidad.
Si constata un peligro inminente para la vida, la integridad física o el libre ejercicio de la
labor de prensa, la vía del amparo constitucional resulta idónea por su celeridad. Pero esa
urgencia debe acreditarse de manera fehaciente y, como mínimo, debe haberse iniciado
alguna vía administrativa. Recuerde que existe un protocolo que la Policía Nacional está
obligada a implementar: lo recomendable es presentar el pedido correspondiente y, si no
se obtiene una respuesta inmediata, iniciar la vía del amparo para obtener protección o
custodia.
Si el objetivo de fondo es forzar la reforma de una ley injusta o fijar un nuevo criterio
jurisprudencial expansivo, considere las ventajas de una acción de inconstitucionalidad.
Aunque suele ser más lenta, permite contrastar directamente la validez de un acto norma‐
tivo  general  con  el  texto  constitucional  y  los  tratados  internacionales  ratificados,
previendo el escalamiento del caso hasta la CSJ.
Reconstruya con rigor los hechos y conserve constancia de cada paso dado en las instan‐
cias administrativas de origen. Agotar adecuadamente estas vías previas es indispensable:
es el soporte legal que habilitará después las acciones extraordinarias a nivel nacional o,
en casos graves, la obtención de medidas cautelares ante el SIDH.

Las piezas jurídicas, tanto de demanda como de defensa, deben anclarse firmemente en
los artículos relevantes de la Constitución y en la sólida doctrina construida en torno al
artículo 13 de la CADH. Incorpore las líneas argumentativas y la doctrina sobre libertad de
expresión ampliamente utilizada en la región americana, en especial la elaborada por la
RELE de la CIDH. Utilice los precedentes jurisprudenciales de manera estratégica, según
la naturaleza de la controversia.
Este conocimiento le  permitirá desenvolverse con solidez en audiencias públicas o,  en
casos extremos, en juicios orales y públicos. La clave argumentativa es doble: la libertad
de expresión protege incluso el discurso que choca, irrita o molesta61; y es, además, “piedra
angular” de la democracia. Como referencia concreta, recuerde que el Paraguay ya ha sido
condenado por afectaciones a la libertad de expresión —los casos de Ricardo Canese y
Santiago Leguizamón—, y que es deber de los jueces ejercer el “control de convencionalidad”.
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4 Estrategia operativa de defensa (cuando se actúa como demandado)

5 Dimensión probatoria y documentación rigurosa

Cuando comunicadores o medios son objeto de demandas civiles o penales desproporcio‐
nadas,  con  el  fin  evidente  de  hostigar  y  silenciar,  solicite  al  juez  su  desestimación
inmediata alegando la atipicidad de la conducta (en las querellas penales).
Ante querellas por delitos contra el honor basadas en tipos penales vagos o ambiguos (difa‐
mación, calumnia o injuria), plantee excepciones de inconstitucionalidad en el momento
procesal  oportuno  y  solicite  expresamente  al  magistrado  que  aplique  el  control  de
convencionalidad de forma directa.
Si se utiliza de manera distorsionada o abusiva el marco legal de protección integral a las
mujeres contra la violencia, con la única intención de prohibir publicaciones periodísticas
críticas, demuestre la incompatibilidad jurídica entre una interpretación extensiva de esa
ley y las garantías internacionales de la libertad de expresión. Reafirme ante el tribunal la
prohibición categórica de la censura previa (artículo 13.2 de la CADH y artículo 26 de la
Constitución),  precisando  que  todo  control  sobre  el  discurso  público  solo  admite
responsabilidades ulteriores proporcionadas.
Exija una aplicación restrictiva de la norma penal o civil, conforme a una interpretación
estrictamente ajustada a la Constitución y a la Convención Americana.
Visibilice formalmente el grave efecto disuasivo o amedrentador que esta clase de medidas
provoca sobre el libre ejercicio del periodismo de investigación.

Reúna de forma ordenada toda la documentación que acredite las situaciones fácticas del
caso. En litigios de acceso a la información, conserve copia digital y física de la solicitud,
las  constancias  de  las  fechas  de  recepción  y  los  términos  exactos  de  la  respuesta  de
denegación o del silencio de la autoridad.
Frente a agresiones físicas o coacciones, acredite de manera fehaciente el riesgo inminen‐
te y la vulneración del derecho a la libertad de expresión. Registre y documente minucio‐
samente todo el historial de amenazas previas, y demuestre con solidez el nexo causal
directo entre el ataque sufrido y la actividad periodística de la víctima.
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6 Alianzas, comunicación y seguimiento del caso

→ Ante situaciones de riesgo o amenaza, la Parte II — Manual de Protección a Periodistas
detalla el flujograma de actuación, el análisis de riesgo y las medidas de protección aplica‐
bles.

Mapee e identifique gremios de prensa, colectivos de derechos humanos y otras organiza‐
ciones  de  la  sociedad  civil  interesadas  en  el  tema.  Promueva  alianzas  para  presentar
escritos de manera conjunta —como terceros coadyuvantes o en calidad de amicus curiae
—, aportando así una perspectiva argumentativa y técnica más robusta ante los tribunales.
Ante escenarios graves en los que la vida o la integridad del comunicador corran peligro
inminente,  coordine  de  inmediato  la  activación  del  Protocolo  policial  (Resolución  N.º
538/2017) junto con la intervención de las unidades respectivas del Ministerio Público.
Planifique con cuidado una línea comunicacional que utilice de forma estratégica tanto las
redes  sociales  como  los  medios  tradicionales  para  visibilizar  el  caso  y  amplificar  el
impacto social de las decisiones. Designe un vocero oficial y prepare piezas de difusión
accesibles para la opinión pública, cuidando siempre de no comprometer la viabilidad del
proceso ni poner en mayor riesgo a los afectados.
Una vez concluido el proceso —con un fallo favorable o no—, no desatienda la causa. Si el
resultado fue favorable, implemente un monitoreo activo para verificar el cumplimiento
efectivo y permanente de la resolución; si fue desfavorable, documente la aparición de
nuevas víctimas en el mismo contexto. En todos los casos, registre de forma sistemática
los impactos normativos o de prácticas institucionales que se deriven del caso.
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7 Planificación de recursos

Es uno de los aspectos más decisivos y, a la vez, más desatendidos del litigio estratégico.
Como se señaló al inicio del capítulo, los casos de alto impacto rara vez se resuelven con
rapidez: pueden extenderse durante años y, en los supuestos más graves, escalar hasta la
Corte Suprema y el  propio Sistema Interamericano.  Asumir un litigio de esta clase es,
entonces, un compromiso de largo plazo, y conviene calcular desde el comienzo si la orga‐
nización podrá sostenerlo hasta el final. Iniciar una causa que luego deba abandonarse por
falta de recursos no solo frustra el objetivo estratégico, sino que puede dejar a la víctima
en una situación más vulnerable que la inicial.
La planificación debe contemplar,  al  menos,  dos  clases  de recursos.  Los  humanos:  un
equipo jurídico con conocimiento de derechos humanos, constitucional y procesal, pero
también con capacidad de documentación, seguimiento y comunicación; conviene, ade‐
más, prever la continuidad del caso más allá de las personas que lo inician, porque la
rotación de equipos es habitual y un litigio prolongado no debería depender de una sola
persona. Y los económicos: tasas y costas, honorarios de peritos, traducciones, viajes —
especialmente onerosos cuando el caso llega a audiencias ante el Sistema Interamericano
— y los costos de documentación y archivo, a los que se suman, en los casos de violencia,
los gastos de seguridad y de acompañamiento a las víctimas.
Como las organizaciones suelen operar con presupuestos limitados, cada caso asumido
implica un costo de oportunidad: los recursos que consume dejan de estar disponibles
para otras causas. Por eso la planificación de recursos no puede separarse de la selección
de casos. Es recomendable razonar en términos de un equilibrio de casos, que combine
causas de resolución relativamente rápida con litigios estructurales de largo plazo, y evitar
concentrar todo el esfuerzo institucional en un único caso de desenlace incierto. Conviene
también atender un desajuste frecuente: el que existe entre los ciclos de financiamiento y
los tiempos del litigio, que se miden en años. Para mitigarlo, ayuda diversificar las fuentes
de financiamiento, procurar fondos plurianuales o no atados a un resultado concreto y, en
lo posible, constituir una reserva de contingencia para etapas imprevistas, como recursos
de apelación, incidentes procesales o necesidades de protección sobrevinientes.
Por último, las  alianzas no son solo una herramienta de incidencia,  sino también una
forma de administrar recursos. Articular el caso con otras organizaciones, clínicas jurídi‐
cas universitarias, profesionales que actúen pro bono y redes regionales permite repartir
la  carga  económica  y  de  trabajo,  sostener  litigios  que  una  sola  institución  no  podría
afrontar y, a la vez, diluir el riesgo individual. En esa misma línea, documentar de manera
ordenada cada caso —y construir así memoria institucional— es una inversión que reduce
costos futuros y fortalece la capacidad de la organización para litigar de manera estratégi‐
ca.
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C A P Í T U L O  3

Casos de estudio de litigio estratégico

En algunos casos conviene presentar los antecedentes del caso ante nuevos donantes
o proyectos, para conseguir financiamiento que asegure su continuidad.

3.1 Nota metodológica: cómo leer estos casos

RESUELTO PENDIENTE EN DESARROLLO

Estos casos se presentan como casos de estudio con un propósito formativo: enseñar la lógica y el
impacto del litigio estratégico.

Cada caso se analiza desde cuatro dimensiones:
Antecedentes del caso: los hechos, las partes y el recorrido procesal.
Contexto restrictivo: la barrera concreta a la libertad de expresión o al acceso a la información que

el caso desafía (una práctica, una interpretación dominante, un vacío o un resquicio normativo).
Teoría del cambio: la hipótesis estratégica reconstruida que conecta el caso individual con la trans‐

formación buscada. Responde a la pregunta: ¿por qué este caso, llevado de esta manera, debería
producir un cambio que excede a las partes?

Impactos:  los  efectos  sociales,  políticos  y  normativos  verificados  (en  los  casos  resueltos)  o
buscados (en los casos pendientes o en desarrollo).

3.2 Casos resueltos

RESUELTO 2007–2013

Daniel Vargas Telles c/ Municipalidad de San Lorenzo

Antecedentes del caso. En 2007, Daniel Vargas Telles, comunicador de San Lorenzo, solicitó a la
municipalidad la nómina de funcionarios, sus remuneraciones y sus funciones. Ante la negati‐
va administrativa —sustentada en factores políticos—, el caso se judicializó con el concurso de
abogados de IDEA y de la  Defensoría del  Pueblo,  órgano de naturaleza constitucional.  Tras
decisiones desfavorables en primera instancia y en el Tribunal de Apelación, el pleno de la
Corte Suprema de Justicia resolvió, mediante el Acuerdo y Sentencia N.° 1306, del 15 de octubre
de 2013, introducir por primera vez en la jurisprudencia interna la doctrina del caso Claude
Reyes y otros Vs. Chile y declarar expresamente que el derecho de acceso a la información
pública es un derecho constitucional y humano autónomo62.
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Este es el caso más importante del Paraguay sobre acceso a la información pública en
la era democrática.

Para profundizar. La historia completa y en detalle de este caso puede consultarse en la obra de
Ezequiel Santagada, Acceso a la información pública. Historia de un juego de poder.

Contexto  restrictivo.  La  solicitud  chocaba  con  una  concepción  histórica  y  culturalmente
arraigada que trataba como “privada” o “íntima” información que, en rigor, es pública: las re‐
muneraciones de quienes ejercen funciones estatales. A esa barrera cultural se sumaban dos
obstáculos jurídicos: la ausencia de una línea jurisprudencial interna que reconociera el acceso
a la información como derecho autónomo y una práctica administrativa de denegación por
motivos políticos, inicialmente convalidada por los tribunales inferiores.

Teoría del cambio. La hipótesis estratégica fue que un caso de alta relevancia, podía fijar un
precedente capaz de reconfigurar  el  régimen de transparencia  del  Estado.  Al  incorporar  el
estándar de Claude Reyes de la Corte IDH, el litigio buscaba alinear el derecho interno con los
estándares interamericanos y dotar a periodistas, comunicadores y ciudadanía de una herra‐
mienta jurídica de alcance general. El efecto esperado sentar la regla de que la información
sobre el funcionamiento del Estado es, por principio, pública.

IMPACTOS SOCIALES, POLÍTICOS Y NORMATIVOS. En términos procesales, el fallo debía
reenviar el caso a un Tribunal de Apelación de turno; sin embargo, su impacto desbordó
lo técnico. En un contexto en el que diversos medios reclamaban el mismo tipo de infor‐
mación al Congreso, el preopinante y entonces presidente de la Corte, Antonio Fretes,
ordenó a la administración del Poder Judicial publicar esa información de manera proac‐
tiva; el presidente de la República, Horacio Cartes, dispuso lo propio, y el Congreso siguió
el mismo camino63. Ese conjunto de circunstancias favoreció la promulgación de leyes de
transparencia —la Ley N.° 5189/2014 y la Ley N.° 5282/2014, “de libre acceso ciudadano a la
información pública y transparencia gubernamental”— en un período que se conoció como la
“primavera informativa”64. El caso condensa tres rasgos del litigio estratégico: una estrate‐
gia sostenida en el tiempo, un resultado cuyo valor se mide por su efecto expansivo sobre
el aparato estatal y un impacto que se proyecta sobre la legislación.

RESUELTO 2016–2020

Juan Carlos Lezcano Flecha c/ Contraloría General de la República

Antecedentes del caso. Desde 2016, el periodista Juan Carlos Lezcano Flecha solicitó acceder a
las declaraciones juradas de bienes y rentas de las más altas autoridades, documentación que
hasta entonces se consideraba secreta y custodiada por la CGR. Según la interpretación de ese
órgano, el acceso requería una orden judicial expresa. El caso fue asumido por estudiantes de
una clínica jurídica de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Asunción, con la

46

PARTE I · GUÍA DE LITIGIO ESTRATÉGICO



asistencia de abogados de IDEA. Se obtuvo sentencia favorable en instancias ordinarias por la
vía del amparo; no obstante, la propia CGR promovió una acción de inconstitucionalidad contra
el fallo que la obligaba a entregar la información. El pleno de la Corte Suprema de Justicia
rechazó esa acción mediante el Acuerdo y Sentencia N.° 111, del 11 de junio de 2020, y declaró
pública  dicha  información  por  su  relevancia  para  la  lucha  contra  la  corrupción  y  el
enriquecimiento ilícito65.

Contexto restrictivo.  El  obstáculo era doble.  Por un lado, una práctica de secreto sobre las
declaraciones juradas patrimoniales de los altos cargos; por otro, una interpretación restrictiva
del propio órgano de control —la CGR—, que condicionaba el acceso a una orden judicial. Lo
singular del contexto es que la resistencia a la transparencia provenía de la institución llamada
a garantizarla.

Teoría del cambio. La apuesta estratégica consistía en forzar una interpretación sistemática del
Art. 28 de la Constitución en relación con el Art. 106, además de las leyes orgánicas de la CGR y
la ley 5282. El uso de una Clínica Jurídica de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional
de Asunción añadió,  además, una dimensión de formación: el  litigio sirvió para entrenar a
futuros abogados en el manejo de estándares de acceso a la información.

IMPACTOS SOCIALES, POLÍTICOS Y NORMATIVOS. La deliberación de la Corte fue trans‐
mitida en vivo —por la vigencia de la Ley N.° 6299/2019— y se produjo en plena pandemia,
lo que generó un fuerte revuelo político. Surgieron iniciativas legislativas orientadas a
bloquear el acceso a las declaraciones juradas y a despenalizar las declaraciones falsas;
este  último  proyecto  fue  finalmente  vetado  por  el  Poder  Ejecutivo.  Fallos  posteriores
consolidaron el criterio fijado por la Corte66, y el marco vigente de la CGR declara hoy pú‐
blica esa información, de divulgación proactiva67. El resultado de largo plazo es estructu‐
ral:  en  la  actualidad,  toda  investigación  periodística  sobre  posibles  enriquecimientos
ilícitos  de  funcionarios  se  nutre  necesariamente  de  los  datos  contenidos  en  las
declaraciones juradas de bienes y rentas68.

RESUELTO 2017

Santagada y otros c/ Consejo de la Magistratura

Antecedentes del caso. En 2017, integrantes del Grupo Impulsor de Acceso a la Información
(GIAI) promovieron un amparo contra el Consejo de la Magistratura por la negativa a hacer
pública la información del proceso de selección de una terna, incluida la calificación de los
postulantes. La acción fue acogida por la Sentencia Definitiva N.° 376, del 29 de septiembre de
2017, y confirmada por el Acuerdo y Sentencia N.° 70, del 6 de noviembre de 2017, del Tribunal
de Apelación en lo Civil y Comercial, Primera Sala. La causa no llegó a la Corte Suprema69.

Contexto restrictivo. Los procesos de selección de ternas para cargos judiciales se desarrolla‐
ban con escasa transparencia, y las calificaciones de los postulantes se mantenían reservadas.
No existía,  además,  una obligación legal  clara de publicidad de las sesiones de los órganos
encargados de esas decisiones.

47

Casos de estudio de litigio estratégico



Teoría del cambio. A diferencia de un litigio aislado, aquí la acción se concibió como una pieza
dentro de una estrategia más amplia de incidencia, impulsada por una coalición de la sociedad
civil (el GIAI). La hipótesis era que, frente a una intervención de este tipo, se podía lograr un
régimen de transparencia en un ámbito muy sensible para la justicia, como lo es la selección de
magistrados.

IMPACTOS SOCIALES, POLÍTICOS Y NORMATIVOS.  El  caso  obtuvo  sentencias  favorables
en dos instancias,  pero su mayor impacto fue normativo:  el  activismo de los gremios
impulsó la Ley N.°  6299/2019,  que estableció la publicidad de las sesiones de la Corte
Suprema de Justicia,  del  Consejo de la  Magistratura,  del  Jurado de Enjuiciamiento de
Magistrados y del Consejo de Ministros, además de cambios en el reglamento del Conse‐
jo.

RESUELTO 2019

Santagada y otros c/ Consejo de la Magistratura

Antecedentes del caso. Los abogados IDEA promovieron una acción de amparo constitucional
contra el Consejo de la Magistratura (CM). El objeto inicial era suspender la sesión extraordina‐
ria del 14 de junio de 2019 —en la que se conformaría la terna para Ministro de la CSJ— hasta
que el CM hiciera públicas las actas y los registros fílmicos de la sesión del 10 de junio de 2019,
declarada unánimemente “reservada” cuando se estaba transmitiendo en vivo. En esa sesión, los
consejeros habían evaluado y puntuado el requisito constitucional de “notoria honorabilidad” de
los postulantes70.

El Juzgado del Noveno Turno de la Capital denegó la suspensión —la terna se conformó el 14
de junio—, pero, como medida de urgencia, ordenó al CM publicar las actas completas de la
sesión  del  10  de  junio.  Una  vez  publicada  el  Acta  N.°  1794,  el  Juzgado  dictó  la  Sentencia
Definitiva N.° 320 (y su aclaratoria, la S.D. N.° 382), rechazando el amparo por considerar que el
objeto principal —la suspensión— ya era abstracto y que la información había sido proveída. La
Tercera Sala del Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción confirmó el rechazo
por Acuerdo y Sentencia N.°  31,  de agosto de 2019:  aunque el  acta no contenía los debates
detallados  ni  los  argumentos  individuales  de  los  consejeros,  el  amparo  no  era  la  vía  para
cuestionar el mérito de las decisiones deliberativas de un órgano del Estado, máxime cuando la
Ley N.° 6299/2019, entonces vigente, permitía suspender la transmisión en vivo si se justificaba
una sesión reservada71.

Contexto restrictivo. La barrera era, en este caso, un resquicio normativo. En su texto original,
la Ley N.° 6299/2019 permitía que, si un consejero o ministro justificaba verbalmente que un
asunto requería tratamiento reservado, el presidente del órgano decretara la suspensión de la
transmisión en vivo. Bajo ese resquicio, el debate real sobre las calificaciones de los candidatos
a la máxima magistratura podía quedar a oscuras. El CM amparó la reserva en el artículo 7.° de
esa ley y en el artículo 33 de la Constitución (derecho a la intimidad), argumentando que se
discutían cuestiones sensibles que podían dañar la imagen de los candidatos.
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3.3 II. Casos pendientes de resolución

En estos casos, la dimensión de impacto es prospectiva: describe la apuesta estratégica que se somete
a prueba, no un resultado verificado. Ambos deben ser resueltos por el pleno de la CSJ.

Teoría del cambio. Los accionantes invocaron el artículo 38 de la Constitución para litigar “en
interés del pueblo”, planteando que el control ciudadano sobre la elección de un Ministro de la
Corte Suprema es un derecho colectivo indispensable para la salud de la democracia. La teoría
del cambio no dependía de ganar la suspensión: aun frente a un eventual rechazo, el litigio
buscaba desbancar la narrativa según la cual las deliberaciones sobre la idoneidad de las altas
autoridades debían permanecer en secreto, y exponer públicamente el resquicio legal que lo
permitía.

IMPACTOS SOCIALES, POLÍTICOS Y NORMATIVOS.  Aunque  el  amparo  fue  formalmente
rechazado —bajo el argumento técnico de que el CM había dado la información que “exis‐
tía”—, el litigio cumplió su objetivo estratégico: instaló en el debate público la cuestión de
la  opacidad  de  esas  deliberaciones.  La  reforma  legal  de  ley  6299  posterior  cerró  el
resquicio  al  aclarar  que  “la  suspensión  de  la  transmisión  en  vivo  dispuesta  en  el  párrafo
precedente impone, igualmente, la obligación de registrar audiovisualmente el tratamiento de
un asunto calificado como reservado”. Este es, quizá, el caso más ilustrativo del conjunto: un
litigio perdido en lo procesal que, sin embargo, produjo un cambio normativo concreto
favorable.

PENDIENTE

Hugo Portillo c/ Banco Central del Paraguay (BCP)

Antecedentes del caso. El comunicador Hugo Portillo promueve una acción contra el Banco
Central del Paraguay (BCP) relacionada con la solicitud de acceso a un acta calificada como “se‐
creta” y vinculada al caso Financiera Ára. Dicha acta habría aprobado de manera irregular la
recuperación  de  fondos  de  una  financiera  en  quiebra  por  fuera  de  los  límites  legales,
vinculados con un actor político de gran peso72.

Contexto restrictivo. El obstáculo es el secreto bancario invocado como límite al acceso a infor‐
mación de interés público, en un terreno —el de la supervisión financiera— históricamente
reacio a la transparencia.

Teoría  del  cambio.  El  litigio  busca  reforzar  los  límites  del  secreto  bancario  y  afirmar  la
prevalencia del interés público en asuntos de transparencia institucional, fijando un criterio
que module la oponibilidad del secreto frente a solicitudes legítimas de información.

IMPACTO ESTRATÉGICO BUSCADO. De prosperar, el caso acotaría el alcance del secreto
bancario como excusa para denegar información de interés público y reforzaría la línea
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3.4 III. Litigios estratégicos en desarrollo

Los  casos  que  siguen  se  encuentran  en  distintas  etapas  de  tramitación  o  de  impacto  reciente  y
muestran  cómo  se  aplican  en  la  práctica  las  orientaciones  anteriores,  incluyendo  el  uso  de
herramientas del Sistema Interamericano y modalidades defensivas del litigio.

jurisprudencial iniciada con los casos de acceso a la información ya resueltos por la Cor‐
te.

PENDIENTE

Daniel Vargas Telles c/ Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE)

Antecedentes del caso. Daniel Vargas Telles mantiene una acción contra el Tribunal Superior
de  Justicia  Electoral  (TSJE)  por  la  condena  en  costas  impuesta  en  un  caso  de  acceso  a  la
información pública73.

Contexto restrictivo. La imposición de costas a quien reclama acceso a la información puede
operar como un desincentivo —un “costo de litigar”— que disuade el ejercicio del derecho, sobre
todo de periodistas y ciudadanos sin respaldo institucional.

Teoría del cambio. El caso procura afirmar el principio de gratuidad del derecho de acceso a la
información: si solicitar información de interés público puede acarrear una condena en costas,
el derecho se vuelve ilusorio para quien no puede asumir ese riesgo económico.

IMPACTO ESTRATÉGICO BUSCADO.  Un  pronunciamiento  favorable  establecería  que  el
ejercicio del derecho de acceso a la información no debe penalizarse económicamente,
removiendo  una  barrera  de  acceso  a  la  justicia  que  afecta  de  manera  especial  a  los
actores más vulnerables del ecosistema informativo.

EN DESARROLLO

Sociedad de Comunicadores del Paraguay (SCP) c/ Itaipú Binacional

Antecedentes del caso. Desde abril de 2021, la Sociedad de Comunicadores del Paraguay (SCP)
solicitó acceder a información sobre la actuación de los consejeros paraguayos del Consejo de
Administración de Itaipú Binacional: la cantidad y las fechas de las reuniones, el orden del día,
los resultados,  la  posición de cada consejero,  el  sentido de su voto y sus argumentaciones,
además de una rendición sobre el uso de los fondos sociales de la entidad. La solicitud se fundó
en el  artículo 28 de la Constitución y en la Ley N.°  5282/14,  de libre acceso ciudadano a la
información pública74.

Ante la negativa de la binacional, la SCP —con el apoyo, en sede interna, de la Clínica Jurídica
para la Promoción del Acceso a la Información Pública de la Facultad de Derecho de la Univer‐
sidad Nacional de Asunción, bajo el patrocinio IDEA— promovió un amparo de acceso a la in‐
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formación, acogido en primera instancia. La Itaipú apeló y, además, planteó la inconstituciona‐
lidad de la Ley N.° 5282/14; el Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, Primera Sala de la
Capital, revocó la sentencia favorable, y la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia
rechazó in limine litis la acción de inconstitucionalidad de la SCP, el 11 de noviembre de 202175.

Agotada la vía interna, el 3 de mayo de 2022 —Día Mundial de la Libertad de Prensa— la SCP
presentó una petición ante CIDH, patrocinada por abogados de IDEA, por la violación de los
derechos a la libertad de expresión (artículo 13) y a la protección judicial (artículo 25) de la
Convención Americana. El 2 de agosto de 2023, la CIDH transmitió la petición al Estado para‐
guayo y le fijó un plazo improrrogable para responder; en diciembre de 2023, la Procuraduría
General de la República contestó solicitando la inadmisibilidad, con el argumento de que el
Estado “no tiene legitimación pasiva para responder por acciones de la Itaipú Binacional” y de que
los hechos no caracterizan violaciones de derechos humanos. La petición se encuentra en fase
de admisibilidad.

Contexto restrictivo. El obstáculo es aquí de naturaleza estructural, no meramente administra‐
tiva. La Itaipú denegó la información sosteniendo que sus documentos pertenecen a la entidad
y  no  se  hallan  a  libre  disposición  de  terceros  ni  de  organismos  estatales,  más  allá  de  las
previsiones del tratado de origen; invocó el artículo 137 de la Constitución (primacía de los
tratados sobre las leyes nacionales) y la inviolabilidad de los archivos de los organismos inter‐
nacionales, y llegó a plantear la inconstitucionalidad de la propia ley de acceso a la informa‐
ción76. En el fondo subyace la tesis de que un ente binacional, creado por tratado, constituye
una suerte de “isla” sustraída tanto a la legislación interna de transparencia como al control
ciudadano. La defensa del Estado ante la CIDH —negar su legitimación pasiva por las “acciones
de la Itaipú”— prolonga esa lógica: ni la entidad ni el Estado se reconocen obligados a transpa‐
rentar.

Teoría del cambio. La estrategia busca perforar ese blindaje estructural. La hipótesis es que el
Estado paraguayo no puede escudarse en la forma binacional para sustraerse de su obligación
convencional de garantizar el acceso a la información: como Estado parte de la Convención y
cocontrolante de la entidad, conserva responsabilidad internacional por la opacidad de Itaipú
respecto de las obligaciones de transparencia en Paraguay. Un pronunciamiento favorable del
Sistema Interamericano fijaría  un estándar inédito  —que las  entidades binacionales  no son
zonas  exentas  de  transparencia—  con  efectos  que  excederían  el  caso  e  incluso  al  país,
alcanzando a otras entidades de la misma naturaleza, como Yacyretá.

IMPACTO ESTRATÉGICO BUSCADO. Por tratarse de una petición en fase de admisibilidad,
su resolución demandará varios años. De prosperar, el caso establecería que el Estado
responde por garantizar el acceso a la información en poder de las entidades binaciona‐
les que cocontrola —o referida a ellas—, removiendo uno de los obstáculos más resisten‐
tes a la transparencia en el país. En el plano interno, reforzaría el control ciudadano sobre
los cuantiosos recursos que administra Itaipú y sobre las decisiones de sus consejeros, y
consolidaría —llevándola a su frontera más difícil— la línea de acceso a la información
iniciada en los casos Vargas Telles y Lezcano Flecha.
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EN DESARROLLO

Amicus curiae en el caso Zuccolillo Moscarda Vs. Paraguay

Antecedentes del caso. El 3 de septiembre de 2025, un grupo de personas y organizaciones pre‐
sentó un escrito de amicus curiae ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte
IDH), al amparo del artículo 44 de la Convención, en el caso N.° 12.686, Zuccolillo Moscar‐
da Vs. Paraguay. Lo suscribieron Alejandra Peralta de Merlo y Ricardo Merlo Faella; el Insti‐
tuto de Derecho y Economía Ambiental, representado por Ezequiel Santagada y Federico Legal;
la Coordinadora de Abogados del Paraguay; y el Centro Interdisciplinario de Derecho Social y
Economía Política de la Universidad Católica77.

Contexto restrictivo. Las figuras penales de calumnia, difamación e injuria operan como un
mecanismo de inhibición del discurso sobre asuntos de interés público. El escrito apunta a su
vaguedad: la expresión “capaz de lesionar el honor”, contenida en los tipos penales, es un enun‐
ciado excesivamente amplio que habilita perseguir penalmente —por mero capricho subjetivo
— cualquier afirmación o divulgación sobre asuntos públicos, lo que la torna desproporcionada
y la convierte, de hecho, en una forma de censura previa amparada por la ley y vedada por la
Constitución.

Teoría del cambio. El amicus curiae es, aquí, la herramienta estratégica. Su aporte central es
argumentar por qué esas figuras penales son incompatibles con el principio de estricta legali‐
dad penal: la Constitución no solo protege el honor (artículo 4) y limita la prueba de la verdad
en  las  acciones  penales  privadas  (artículo  23),  sino  que  ampara  y  faculta  expresamente  la
conducta de generar,  procesar y difundir información (artículo 26),  en concordancia con el
artículo  13  de  la  Convención;  si  una  conducta  está  expresamente  permitida  por  normas
fundamentales, no puede a la vez ser punible.

IMPACTO ESTRATÉGICO BUSCADO. El escrito sistematiza los estándares interamericanos
sobre discursos protegidos, especialmente protegidos y no protegidos, la doble dimensión
—individual y colectiva— de la libertad de expresión y una interpretación razonada de la
libertad de expresión según su reconocimiento constitucional y la armonía de esta con
los estándares internacioanles. Su admisión por el tribunal permite que estos argumentos
sean ponderados al  dictar  sentencia,  con un eventual  efecto que trascendería  el  caso
concreto y alcanzaría a todo el sistema regional.

EN DESARROLLO

Caso Léo Veras Vs. Paraguay (petición ante la CIDH)

Antecedentes del caso. El 12 de febrero de 2026, IDEA, junto con la organización Media Defen‐
ce,  presentó  ante  CIDH  una  petición  individual  contra  el  Paraguay  por  el  asesinato  del
periodista Lourenço “Léo” Veras —ocurrido el 12 de febrero de 2020 en Pedro Juan Caballero— y
por la posterior falta de debida diligencia en la investigación. La petición alega la violación de
los derechos a la vida (artículo 4.1) y a la libertad de pensamiento y de expresión (artículo 13)
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en perjuicio del periodista, y de los derechos a la integridad personal, las garantías judiciales y
la protección judicial (artículos 5.1, 8.1 y 25.1) en perjuicio de su viuda e hijo78.

Contexto restrictivo. El caso aborda una de las formas más graves de restricción de la libertad
de expresión: la violencia letal contra periodistas y la impunidad que la perpetúa. Según la
petición,  la  investigación  estuvo  plagada  de  negligencias:  la  única  persona  procesada  fue
absuelta, esa absolución fue anulada y se ordenó un nuevo juicio que no se ha celebrado porque
el acusado se encuentra prófugo —fuga facilitada por la propia justicia—, a lo que se sumó una
trama  de  corrupción  que  involucró  a  magistradas,  revelada  a  partir  de  comunicaciones
expuestas de un diputado fallecido79.

Teoría del cambio. Aunque formalmente existían recursos, por el principio “per saltum”, dada la
naturaleza  del  caso,  la  estrategia  jurídica  traslada  el  caso  al  Sistema  Interamericano  para
establecer la responsabilidad internacional del Estado por la impunidad. La lógica es que un
pronunciamiento  internacional  sobre  la  impunidad  combata  su  efecto  inhibitorio  sobre  el
periodismo, especialmente en zonas de frontera.

IMPACTO ESTRATÉGICO BUSCADO.  Por  tratarse  de  una  petición  que  recién  inicia  su
trámite ante el Sistema Interamericano, es previsible que su resolución demande varios
años. El caso se inscribe en la línea de Leguizamón Zaván, también originado en Pedro
Juan Caballero,  lo  que revela  una estrategia  de  litigio  de  patrón:  acumular  casos  que
evidencien una práctica sistémica de impunidad frente a crímenes contra periodistas,
con la expectativa de forzar reformas estructurales en la investigación y persecución de
esos delitos.

EN DESARROLLO

Caso Costa: uso indebido del marco de protección de la Ley N.° 5777/2016

Antecedentes del caso. En un proceso de protección por violencia contra la mujer tramitado
ante el Juzgado de Paz de Lambaré, el comunicador y periodista Julio Fabián Costa Caballero,
en su carácter de demandado, denunció que una medida cautelar dictada el 23 de septiembre
de 2025 operaba como una censura previa desproporcionada sobre su labor periodística. Me‐
diante recurso de apelación y nulidad contra el Auto Interlocutorio N.° 340, del 17 de abril de
2026 —que rechazó in limine su incidente de nulidad—, sostuvo que nunca tuvo acceso a la
copia  de  la  denuncia  ni  a  los  antecedentes  de  la  causa,  notificados  por  una  aplicación  de
mensajería sin documentos adjuntos, en violación del derecho a la defensa y del deber de fun‐
damentación (artículos 16, 17 y 256 de la Constitución), y pidió la revocación de la cautelar. El
recurso se encuentra en trámite80.

Contexto restrictivo. Aquí la restricción proviene del uso inadecuado de un marco protectorio
legítimo —el de la Ley N.° 5777/2016, de protección integral a las mujeres contra toda forma de
violencia— de un modo que, en el supuesto concreto, restringe la difusión de información pe‐
riodística convirtiéndose en un elemento de censura. Se suma un componente de debido proce‐
so: la notificación por mensajería, sin acceso a la denuncia ni a los antecedentes.
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Teoría del cambio. Este es un caso de litigio estratégico defensivo: el periodista no impulsa la
acción,  sino que se  defiende de ella.  La estrategia  consiste  en encuadrar la  defensa en los
estándares constitucionales y convencionales para demostrar que una medida de protección no
puede operar como censura previa desproporcionada ni vulnerar el derecho de defensa. En
cuanto al tema de fondo, la denunciante era una alta funcionaria de una entidad municipal. El
objetivo es evitar que un instrumento diseñado para proteger derechos se convierta en una
herramienta de silenciamiento.

IMPACTO ESTRATÉGICO BUSCADO. El caso ilustra el riesgo —desarrollado en el apartado
sobre el uso indebido de la Ley N.° 5777/2016— de que un marco de protección frente a la
violencia hacia las mujeres, necesario y valioso en su finalidad, sea invocado de un modo
que restrinja la libertad de expresión. Un pronunciamiento que delimite con cuidado esa
frontera serviría de guía para futuros conflictos entre la protección frente a la violencia y
la difusión de información de interés público, sin debilitar ninguno de los dos bienes en
juego.
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4. Estándares nacionales e internacionales sobre
libertad de expresión
La defensa efectiva de la libertad de expresión requiere un conocimiento claro de los marcos norma‐
tivos aplicables. El siguiente cuadro compara los principales estándares nacionales e internacionales
vigentes en el Paraguay; constituyen la base jurídica de toda acción de litigio estratégico y deben
citarse de manera sistemática.

Cuadro 1. Estándares comparados en materia de libertad de expresión

4.1 Marco normativo

Cuadro 2. Marco normativo aplicable

Estándar Marco constitucional y legal (Para‐
guay)

Estándar interamericano (CADH y juris‐
prudencia)

Libertad de expresión y
de prensa

Constitución, arts. 26 y 29 CADH, art. 13; Opinión Consultiva
OC‐5/85; Canese vs. Paraguay

Prohibición de censura
previa

Constitución, art. 26 CADH, art. 13.2; el control se ejerce me‐
diante responsabilidades ulteriores pro‐
porcionadas; Herrera Ulloa Vs. Costa Rica

Prohibición de clausura
o suspensión de me‐
dios

Constitución, art. 27 CADH, art. 13.3 (prohibición de restriccio‐
nes por vías indirectas)

Derecho penal frente al
discurso de interés pú‐
blico

Código Penal, arts. 150 a 152 (calum‐
nia, difamación e injuria), de aplica‐
ción restringida conforme a la
Constitución

Tulio Alvarez vs. Venezuela (prohibición
el uso del derecho penal como mecanis‐
mo de responsabilidad ulterior frente a
asuntos de interés público)

Acceso a la información
pública

Constitución, art. 28; Ley N.°
5282/2014

CADH, art. 13 (derecho autónomo); Clau‐
de Reyes y otros Vs. Chile

Publicidad de los actos
de gobierno

Constitución Art. 28, art. 38 (interés
difuso);

Principio de máxima divulgación (Relato‐
ría Especial para la Libertad de Expresión)

Reserva de las fuentes
y cláusula de concien‐
cia

Constitución, art. 29 Declaración de Principios sobre Libertad
de Expresión (CIDH)

Protección de periodis‐
tas frente a la violencia

Resolución N.° 538/2017 (Policía Na‐
cional); Instructivo F.A. DD. HH. N.°
01/2022 (Ministerio Público)

Leguizamón Zaván y otros Vs. Paraguay;
informe “Zonas silenciadas” (RELE)
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Instrumento / norma Disposiciones relevantes (referencia)

Constitución de la República del
Paraguay (1992)

Art. 26 — Libertad de expresión y de prensa; prohibición de censura;
no hay delitos de prensa, sino delitos comunes cometidos por ese me‐
dio.
Art. 27 — Los medios de comunicación son de interés público; no
podrán ser clausurados ni suspendidos.
Art. 28 — Derecho a informarse; las fuentes públicas de información
son libres para todos.
Art. 29 — Libertad de ejercicio del periodismo; cláusula de conciencia y
reserva de las fuentes.

Convención Americana sobre De‐
rechos Humanos (1969); ratificada
por Ley N.° 1/1989

Art. 13 — Libertad de pensamiento y de expresión; prohibición de cen‐
sura previa; responsabilidades ulteriores expresas, necesarias y pro‐
porcionales; prohibición de restricciones por vías indirectas.
Concordante con los arts. 8 y 9.

Ley 5189 y Ley N.° 5282/2014 —
Acceso a la información pública y
transparencia

Leyes de transparencia activa y pasiva. Reglamenta el art. 28 de la
Constitución; regula las solicitudes, los plazos y las vías de reclamo del
derecho de acceso a la información pública.

Ley N.° 6937/2022 (que derogó la
Ley N.° 6299/2019), modificada
por la Ley N.° 7082 — Publicidad
de sesiones de órganos del Estado

Publicidad y transmisión en vivo de las sesiones de la Corte Suprema
de Justicia, el Consejo de la Magistratura, el Jurado de Enjuiciamiento
de Magistrados, el Consejo de Ministros, el TSJE y el Consejo de la
Dirección del Registro Electoral.

Resolución N.° 538/2017 de la Co‐
mandancia de la Policía Nacional

Aprueba el Protocolo de Seguridad para Periodistas en Situación de
Alto Riesgo (22 de junio de 2017).

Instructivo F.A. DD. HH. N.°
01/2022 del Ministerio Público

Directrices para la investigación de causas penales por hechos punibles
contra periodistas y trabajadores de medios; dirigido a la Unidad Espe‐
cializada de Hechos Punibles contra los Derechos Humanos.
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P A R T E  I

Notas

Sociedad Interamericana de Prensa (SIP). Paraguay. Reunión
de Medio Año de la SIP, 23 ‐ 24 de abril de 2026. Disponible en:
https://www.sipiapa.org/2026‐reunion‐medio‐ano/paraguay‐
n1301324; Última Hora. 10 de agosto de 2025. “Hemos retroce‐
dido en acceso a la información en los últimos años”. Disponi‐
ble en:  https://www.ultimahora.com/hemos‐retrocedido‐en‐
acceso‐a‐la‐informacion‐en‐los‐ultimos‐anos. Sobre el dete‐
rioro  reciente  del  espacio  cívico  y  de  las  garantías  de  la
libertad de expresión y de acceso a la información pública
en  el  Paraguay,  véanse:  Amnistía  Internacional.  Informe
2025/26. La situación de los derechos humanos en el mundo (ca‐
pítulo  Paraguay),  2026.  Disponible  en:  https://amnes‐
ty.org.py/wp‐content/uploads/2026/04/Informe‐2026‐
capitulo‐Paraguay.pdf; CIVICUS Monitor, ficha de país “Pa‐
raguay”,  disponible  en  https://monitor.civicus.org/country/
paraguay/; Última Hora. 27 de abril de 2025.  Libertad de ex‐
presión en Paraguay, con amenazas y leyes pendientes. Disponi‐
ble  en:  https://www.ultimahora.com/libertad‐de‐expresion‐
en‐paraguay‐con‐amenazas‐y‐leyes‐pendientes.

Se trata de la Ley N.º 7363/2024, “Que establece el control, la
transparencia y la rendición de cuentas de las organizaciones sin
fines de lucro”, promulgada el 15 de noviembre de 2024 y re‐
glamentada  por  el  Decreto  N.º  4806/2025,  conocida
mediáticamente como “ley garrote” o “ley anti‐ONG”. Sobre
su sanción y los cuestionamientos a su impacto en la socie‐
dad civil,  véanse:  Última Hora.  15 de noviembre de 2024.
Peña  promulga  ley  garrote  contra  las  ONG.  Disponible  en:
https://www.ultimahora.com/pena‐promulga‐ley‐garrote‐
contra‐las‐ong; CIVICUS Monitor.  30 de mayo de 2025.  Un
polémico decreto presidencial restringe la labor de la sociedad ci‐
vil…”. Disponible en: https://monitor.civicus.org/explore/un‐
polemico‐decreto‐presidencial‐restringe‐la‐labor‐de‐la‐so‐
ciedad‐civil‐personas‐manifestantes‐por‐el‐derecho‐a‐la‐
tierra‐son‐victimas‐de‐amenazas/.

Véase Sociedad Interamericana de Prensa (SIP).  Paraguay.
Reunión de Medio Año de la SIP, 23 ‐ 24 de abril de 2026. Dispo‐
nible  en:  https://www.sipiapa.org/2026‐reunion‐medio‐ano/
paraguay‐n1301324

El asesinato de periodistas constituye la forma más extrema
de  censura,  con  efectos  sobre  la  víctima,  su  familia,  sus
colegas y toda la sociedad. Véase RELE. 2025. Marco jurídico
interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión. Dis‐
ponible  en:  https://www.oas.org/es/cidh/expresion/infor‐
mes/marcojuridico2025es.pdf; RELE. 2017. Zonas silenciadas:
regiones de alta peligrosidad para ejercer la libertad de expre‐
sión,  CIDH/RELE/INF.16/17.  Disponible  en:  http://
www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/publicaciones/zo‐
nas_silenciadas_esp.pdf

Véanse las distintas definiciones de “daño” desde el punto de
vista jurídico en Diccionario panhispánico del español jurí‐
dico (DPEJ). Disponible en: https://dpej.rae.es/

La “indemnización” es la reparación económica como conse‐
cuencia del daño sufrido. Véase en Diccionario panhispáni‐
co  del  español  jurídico  (DPEJ).  Disponible  en:  https://
dpej.rae.es/

En  el  derecho  positivo  paraguayo,  el  deber  de  reparar  el
daño injustamente causado se funda en el régimen de la res‐
ponsabilidad  civil  del  Código  Civil  paraguayo  (Ley  N.º
1183/1985), en especial su artículo 1833. Texto disponible en
el portal de la Biblioteca y Archivo del Congreso Nacional
(BACN):  https://www.bacn.gov.py/leyes‐paraguayas/2608/
ley‐n‐1183‐codigo‐civil.

En materia de derechos fundamentales, el Estado es el ga‐
rante obligado a respetarlos y a garantizar su libre y pleno
ejercicio (Convención Americana sobre Derechos Humanos,
art.  1.1).  Véanse como precedente sustancia  en el  ámbito
internacional: Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez Vs. Hon‐
duras, Fondo, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4,
párrs.  164‐167.  Disponible  en:  https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_04_esp.pdf

Véase RELE. 2025. Marco jurídico interamericano sobre el dere‐
cho  a  la  libertad  de  expresión.  Disponible  en:  https://
www.oas.org/es/cidh/expresion/informes/marcojuridico‐
2025es.pdf.

La libertad de expresión tiene una doble dimensión —indivi‐
dual y social/colectiva—, formulada por la Corte IDH en la
Opinión Consultiva OC‐5/85, “La colegiación obligatoria de pe‐
riodistas”, de 13 de noviembre de 1985, Serie A No. 5, párrs.
30‐32,  https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/se‐
riea_05_esp.pdf, y sistematizada en RELE. 2025.  Marco jurí‐
dico interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión.
Disponible en:  https://www.oas.org/es/cidh/expresion/infor‐
mes/marcojuridico2025es.pdf.

Diccionario panhispánico del español jurídico (DPEJ), RAE‐
CGPJ,  voz  “libertad  de  expresión”.  Disponible  en  https://
dpej.rae.es/lema/libertad‐de‐expresión.

Sobre la noción de restricción o injerencia en la libertad de
expresión y el test tripartito (legalidad, fin legítimo, necesi‐
dad y proporcionalidad) que permite distinguir las limita‐
ciones  legítimas  de  las  vulneraciones,  véase  RELE.  2025.
Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad de
expresión. Disponible en: https://www.oas.org/es/cidh/expre‐
sion/informes/marcojuridico2025es.pdf.
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En línea con lo anterior, sobre las modalidades directas e
indirectas de afectación de la libertad de expresión, véanse
RELE. 2025. Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la
libertad de expresión. Disponible en:  https://www.oas.org/es/
cidh/expresion/informes/marcojuridico2025es.pdf;  y  CIDH,
Declaración  de  Principios  sobre  Libertad  de  Expresión
(2000).  Disponible  en:  https://www.oas.org/es/cidh/expre‐
sion/showarticle.asp?artID=26&lID=2.

Corte IDH. Opinión Consultiva Oc‐5/85 del 13 de noviembre de
1985. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 Y 29
Convención Americana Sobre Derechos Humanos) solicitada por
el  Gobierno  de  Costa  Rica.  Párr.  31.  Disponible  en:  https://
www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_05_esp.pdf

Corte IDH. Opinión Consultiva Oc‐5/85 del 13 de noviembre de
1985. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 Y 29
Convención Americana Sobre Derechos Humanos) solicitada por
el  Gobierno  de  Costa  Rica.  Párr.  32.  Disponible  en:  https://
www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_05_esp.pdf

Red Voces del Sur (VDS), “Qué monitoreamos”. La Red —inte‐
grada por  organizaciones  de  la  sociedad civil  de  América
Latina  y  en  funcionamiento  desde  2017—  monitorea  las
agresiones a la libertad de expresión mediante un conjunto
de indicadores regionales comunes. Disponible en  https://
vocesdelsurunidas.org/quienes‐somos/que‐monitoreamos/.

Véase  Naciones  Unidas.  Marco  de  indicadores  mundiales
para los ODS. Disponible en: https://agenda2030lac.org/esta‐
disticas/marco‐indicadores‐mundiales‐ods.html

El llamado a tipificar y sancionar de modo reforzado la vio‐
lencia contra periodistas integra los estándares de la RELE.
Véanse  RELE.  2013.  Violencia  contra  periodistas  y
trabajadores de medios:  Estándares interamericanos y prácti‐
cas nacionales sobre prevención, protección y procuración de la
justicia.  OEA/Ser.L/V/II.  CIDH/RELE/INF.  12/13.  Disponible
en:  https://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/
2014_04_22_violencia_esp_web.pdf

Corte IDH. 2021. Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte In‐
teramericana  de  Derechos  Humanos  No.  16:  Libertad  de
pensamiento y de expression. Pág. 66. Disponible en:  https://
www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/cuadernillo‐
16_2021.pdf

RELE. 2013. Violencia contra periodistas y trabajadores de
medios:  Estándares  interamericanos  y  prácticas  nacionales
sobre prevención, protección y procuración de la justicia. OEA/
Ser.L/V/II.  CIDH/RELE/INF.  12/13.  Disponible  en:  https://
www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/
2014_04_22_violencia_esp_web.pdf; RELE. 2017.  Zonas silen‐
ciadas: regiones de alta peligrosidad para ejercer la libertad de
expresión,  CIDH/RELE/INF.16/17.  Disponible  en:  http://
www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/publicaciones/zo‐
nas_silenciadas_esp.pdf

Código  Penal  paraguayo (Ley  N.º  1160/1997,  y  modificato‐
rias).  Texto  disponible  en  el  portal  de  la  BACN:  https://
www.bacn.gov.py/leyes‐paraguayas/3497/codigo‐penal.

Código Penal (Ley N.º 1160/1997), hechos punibles contra la
libertad:  coacción  (art.  120),  coacción  grave  (art.  121),
amenaza (art. 122), privación de libertad (art. 124), extraña‐
miento de personas (art. 125), secuestro (art. 126; obs. Ley
N°  2849,  Especial  Antisecuestro)  y  toma  de  rehenes  (art.
127). Disponible en  https://www.bacn.gov.py/leyes‐paragua‐
yas/3497/codigo‐penal.

Código Penal (Ley N.º 1160/1997), hechos punibles contra la
vida y contra la integridad física: homicidio doloso (art. 105,
con sus  agravantes),  maltrato  físico (art.  110),  lesión (art.
111)  y  lesión  grave  (art.  112).  Disponible  en  https://
www.bacn.gov.py/leyes‐paraguayas/3497/codigo‐penal.

Código Penal (Ley N.º 1160/1997), hechos punibles contra la
autonomía  sexual:  coacción  sexual  y  violación  (art.  128),
acoso sexual (art. 133) y abuso sexual en personas menores
de  edad  y  en  personas  bajo  tutela  (arts.  135  y  136).
Disponible  en  https://www.bacn.gov.py/leyes‐paraguayas/
3497/codigo‐penal.

Ley N.º 2849/2004, “Especial Antisecuestro”, art. 2, numeral 11,
que prevé un agravamiento de la pena cuando la víctima del
secuestro es periodista. Texto disponible en el portal de la
BACN: https://www.bacn.gov.py.

Según el  Código  Procesal  Civil  (Ley  N°  1286),  artículo  17,
numeral 4.

Corte  IDH.  Caso  Ricardo  Canese  Vs.  Paraguay,  Fondo,
Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  31  de  agosto  de  2004,
Serie  C No.  111.  Disponible  en  https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_111_esp.pdf.

Corte  IDH.  Caso  Ricardo  Canese  Vs.  Paraguay,  Fondo,
Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  31  de  agosto  de  2004,
Serie C No. 111. Disponible en:  https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_111_esp.pdf.

Corte  IDH.  Caso  Ricardo  Canese  Vs.  Paraguay,  Fondo,
Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  31  de  agosto  de  2004,
Serie C No. 111. Disponible en:  https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_111_esp.pdf.

RELE.  2017.  Zonas  silenciadas:  regiones  de  alta  peligrosidad
para  ejercer  la  libertad  de  expresión,  CIDH/RELE/INF.16/17.
Disponible  en:  http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/
publicaciones/zonas_silenciadas_esp.pdf

Corte  IDH.  Caso  Leguizamón  Zaván  y  otros  vs.  Paraguay,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de noviembre
de 2022,  Serie  C  No.  473.  Disponible  en:  https://www.cor‐
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_473_esp.pdf.

Corte  IDH.  Caso  Leguizamón  Zaván  y  otros  vs.  Paraguay,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de noviembre
de 2022,  Serie  C  No.  473.  Disponible  en:  https://www.cor‐
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_473_esp.pdf.

Corte  IDH.  Caso  Leguizamón  Zaván  y  otros  vs.  Paraguay,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de noviembre
de 2022,  Serie  C  No.  473.  Disponible  en:  https://www.cor‐
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_473_esp.pdf.
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Corte  IDH.  Caso  Leguizamón  Zaván  y  otros  vs.  Paraguay,
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de noviembre
de 2022,  Serie  C  No.  473.  Disponible  en:  https://www.cor‐
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_473_esp.pdf.

ABC Color. 26 de abril de 2026.  Pauta digital para campaña
sucia  apunta  sospechas  hacia  el  Gobierno.  Disponible  en:
https://www.abc.com.py/politica/2026/04/26/pauta‐digital‐
para‐campana‐sucia‐apunta‐sospechas‐hacia‐el‐gobierno/;
ABC Color. 27 de abril de 2026. Gobierno se desmarca de cam‐
paña sucia en redes… pero se borraron las pautas tras salir a luz
el  caso.  Disponible  en:  https://www.abc.com.py/politica/
2026/04/27/gobierno‐se‐desmarca‐de‐campana‐sucia‐en‐re‐
des‐pero‐se‐borraron‐las‐pautas‐tras‐salir‐a‐luz‐el‐caso/;
ABC Color. 7 de mayo de 2026.  Despierta Paraguay: revelan
quién está detrás de la campaña sucia contra periodistas. Dispo‐
nible  en:  https://www.abc.com.py/politica/2026/05/07/reve‐
lan‐quien‐esta‐detras‐la‐red‐desinformante‐de‐despierta‐
paraguay/;  ABC Color.  10  de  mayo de 2026.  Afines  a  Santi
Peña usaron US$ 472.000 para campañas sucias y propaganda.
Disponible  en:  https://www.abc.com.py/politica/2026/05/10/
afines‐a‐santi‐pena‐usaron‐us‐472000‐para‐campanas‐
sucias‐y‐propaganda/.

Querella criminal por calumnia presentada el 4 de mayo de
2026 por la abogada Alejandra Peralta de Merlo —quien pa‐
trocina al periodista Christian Chena y a RDN frente a ata‐
ques análogos— para individualizar a los responsables de las
cuentas anónimas de la “Red Desinformante”. Véanse ABC Co‐
lor. 4 de mayo de 2026. Red Desinformante: presentan querella
penal  contra  perfiles  que  atacan a  la  prensa.  Disponible  en:
https://www.abc.com.py/nacionales/2026/05/04/red‐desin‐
formante‐presentan‐querella‐penal‐contra‐perfiles‐que‐
atacan‐a‐la‐prensa/

ABC Color. 6 de mayo de 2026. Campaña sucia: denuncian al
Mitic por presunto desvío de fondos públicos para ataques. Dis‐
ponible  en:  https://www.abc.com.py/politica/2026/05/06/
campana‐sucia‐denuncian‐al‐mitic‐por‐presunto‐desvio‐de‐
fondos‐publicos‐para‐ataques‐digitales/

Sobre el uso de querellas penales y de medidas cautelares
fundadas en la Ley N.º 5777/2016 como mecanismos de pre‐
sión sobre la prensa, véanse los registros de la MSP (Obser‐
vatorio sobre Violencia contra Periodistas).  Disponible en:
https://seguridadperiodistas.org.py/observatorio2/?
ano=2025. Asimismo, un informe contenido en la página de
dicha institución, “La Seguridad de los Periodistas en el ejerci‐
cio de su profesión y el asedio en el Mundo Digital”, ilustra un
caso paradigmático sobre el uso de la ley 5777: “Uno de los
ejemplos mencionados es el caso de la periodista Anabel, residen‐
te en la zona de Guairá, quien enfrentó una medida cautelar que
le prohibía acercarse a la intendenta. Aunque Anabel argumentó
que esta medida era una forma de violencia de género y amena‐
za, se le  impuso una restricción que afectó su capacidad para
realizar su trabajo periodístico.  La medida fue tan severa que
incluso le prohibieron estar a menos de 500 metros de la inten‐
denta, lo que la obligó a abandonar su hogar y trasladarse a otro
lugar  junto  a  sus  padres  mayores.  Este  caso  ilustra  cómo  la
interpretación y aplicación de la ley pueden tener consecuencias
graves para los periodistas, limitando su libertad de expresión y
su capacidad para realizar su labor informativa. Por lo tanto,
consideran crucial que se revisen y reinterpretan estas leyes para
garantizar que no se utilicen de manera arbitraria para silenciar
a los periodistas y restringir su acceso a la información. Además,
se indica como necesario un mayor conocimiento y conciencia
sobre los estándares internacionales de libertad de expresión y los
precedentes  judiciales  relevantes  para  evitar  abusos  en  la
aplicación de la ley”. Informe disponible en: https://segurida‐
dperiodistas.org.py/wp‐content/uploads/2024/07/INFORME‐
FINAL‐documento‐completo‐Estudios‐Periodismo‐Libre‐y‐
Seguro‐2024‐PDF.pdf

Corte IDH. Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Sentencia de 30
de agosto de 2019. Excepción Preliminar, Fondo, Reparacio‐
nes  y  Costas.  Disponible  en:  https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_380_esp.pdf

CIDH. Caso Nº 12.686. Disponible en: https://www.oas.org/
es/cidh/decisiones/Corte/2024/PY_12.686_NdeREs.PDF

Amicus Curiae presentado el 3 de septiembre de 2025 por
Alejandra Peralta de Merlo, Dr. Ricardo Merlo Faella; Abg.
Ezequiel Francisco Santagada; Abg. Federico Andrés Legal
Aguilar; Abg. María Esther Roa Correa, en el caso Caso No
12.686 ‐ Aldo Zuccolillo Moscarda vs. Paraguay.

Amicus Curiae presentado el 3 de septiembre de 2025 por
Alejandra Peralta de Merlo, Dr. Ricardo Merlo Faella; Abg.
Ezequiel Francisco Santagada; Abg. Federico Andrés Legal
Aguilar; Abg. María Esther Roa Correa, en el caso Caso No
12.686 ‐ Aldo Zuccolillo Moscarda vs. Paraguay.

Véase TEDIC. 27 de febrero de 2024.  Preocupaciones sobre la
tergiversación de la ley 5777/16 en Paraguay: una herramienta
de  doble  filo  para  la  libertad  de  expresión.  Disponible  en:
https://www.tedic.org/ley5777_posicionamiento/
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Diccionario  de  la  lengua  española  (DLE),  RAE,  voces
“litigio”  (https://dle.rae.es/litigio)  y  “litigar”  (https://
dle.rae.es/litigar). En igual sentido, Diccionario panhispáni‐
co  del  español  jurídico  (DPEJ),  voz  “litigio”,  https://
dpej.rae.es/lema/litigio.

La  descripción  del  litigio  de  interés  público  proviene  de
Rekosh,  Edwin;  Buchko,  Kyra  A.;  Terzieva,  Vessela  (eds.),
Pursuing the Public Interest: A Handbook for Legal Profes‐
sionals and Activists, Nueva York: Public Interest Law Initia‐
tive (PILI) – Columbia Law School, 2001. El pasaje es citado
y traducido al español en el compendio Experiencias de liti‐
gio  estratégico  en  el  Sistema  Interamericano,  de  Sandra
Carvalho y Eduardo Baker,  disponible en  https://www.cor‐
teidh.or.cr/tablas/r33886.pdf.

ONU Mujeres, Comisión Interamericana de Mujeres (CIM‐
OEA)  y  Mecanismo  de  Seguimiento  de  la  Convención  de
Belém do Pará (MESECVI). 2023. Guía para el litigio estratégi‐
co de casos de violencia contra las mujeres en la vida pública y
política. Disponible en https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/
Guia‐Litigio‐Estrategico‐Violencia‐Politica.pdf.

Santagada, Ezequiel Francisco. Acceso a la información públi‐
ca. Historia de un juego de poder. Asunción: Instituto de Dere‐
cho  y  Economía  Ambiental  (IDEA),  2015  (ISBN
978‐99953‐56‐08‐8).  Disponible  en  http://www.giai.org.py/
uploads/acceso‐a‐la‐informacion‐historia‐de‐un‐juego‐de‐
poder‐1507658265.pdf.

Caso “Mauricio Mathías González Pou c/ Instituto de Previsión
Social s/ amparo”: la acción fue rechazada en primera instan‐
cia por el juez Fabián Weisensee y, en alzada, acogida por
Acuerdo y  Sentencia  N.º  6,  de 15 de enero de 2020,  de la
Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial ( jueces Delio
Navarro, Bibiana Benítez y Cristóbal Sánchez), que ordenó
al IPS publicar la nómina de empresas morosas. Sentencias
disponibles  en:  https://www.pj.gov.py/transparencia‐docu‐
mentos; sobre otros casos de acceso a la información de alto
interés público véase Legal Aguilar, Federico. 2022.  En am‐
paro del acceso a la información pública, La Ley Paraguaya,

Sobre  la  repercusión del  caso  González  Pou c/  IPS,  véase
Véase ABC Color. 15 de enero de 2020.  Cámara ordena a IPS
publicar lista de empresarios morosos. Disponible en:  https://
www.abc.com.py/nacionales/2020/01/15/camara‐ordena‐a‐
ips‐publicar‐lista‐de‐empresarios‐morosos/.  Sobre  estas  y
otras experiencias de litigio estratégico en la materia; ABC
Color. 28 de diciembre de 2019. Estudiantes presentan am‐
paro contra IPS. Disponible en: https://www.abc.com.py/edi‐
cion‐impresa/judiciales‐y‐policiales/2019/12/28/estudiantes‐
presentan‐amparo‐contra‐ips/; ABC Color. 27 de diciembre
de 2019. Estudiantes presentan amparo contra IPS ante ne‐
gativa en el acceso a la información. Disponible en: https://
www.abc.com.py/nacionales/2019/12/27/estudiantes‐presen‐
tan‐amparo‐contra‐ips‐ante‐negativa‐en‐el‐acceso‐a‐la‐in‐
formacion/; El Independiente. 17 de enero de 2020. IPS en
contra de publicar  lista  de empresas morosas.  Disponible
en: https://independiente.com.py/ips‐en‐contra‐de‐publicar‐
lista‐de‐empresas‐morosas/; El Independiente. 16 de enero
de 2020. Titular de IPS dice que lista no está actualizada y
cifra en 10.000 las empresas morosas. Disponible en: https://
www.abc.com.py/nacionales/2020/01/16/titular‐de‐ips‐dice‐
que‐lista‐no‐esta‐actualizada‐y‐cifra‐en‐10000‐las‐empresas‐
morosas/

Como referencias sobre metodología de litigio estratégico,
véanse: ONU Mujeres‐CIM‐MESECVI. 2023. Guía para el liti‐
gio estratégico de casos de violencia contra las mujeres en la vida
pública y política. Disponible en: https://www.oas.org/es/me‐
secvi/docs/Guia‐Litigio‐Estrategico‐Violencia‐Politica.pdf;  y
MESECVI.  2022.  Guía  de  experiencias  y  buenas  prácticas  de
litigio  estratégico.  Disponible  en:  https://belemdopara.org/
wp‐content/uploads/2022/12/Guia‐litigio‐estrategico‐ddhh‐
mujeres.pdf.

Caso Juan Carlos Lezcano Flecha c/ Contraloría General de
la República. Corte Suprema de Justicia, Pleno, Acuerdo y
Sentencia N.º 111, de 11 de junio de 2020.

Ley N.º 6299/2019, “Que establece la publicidad de las sesiones
de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de la Magistratura,
del  Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados y del  Consejo de
Ministros”, de 2 de mayo de 2019 (posteriormente derogada y
reemplazada por la Ley N.º 6937/2022, modificada por la Ley
N.º 7082). Disponible en https://www.bacn.gov.py/leyes‐para‐
guayas/8874/ley‐n‐6299‐establece‐la‐publicidad‐de‐las‐sesio‐
nes‐de‐la‐corte‐suprema‐de‐justicia‐del‐consejo‐de‐la‐ma‐
gistratura‐del‐jurado‐de‐enjuiciamiento‐de‐magistrados‐y‐
del‐consejo‐de‐ministros.

Corte IDH. Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Pre‐
liminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 30 de
agosto de 2019, Serie C No. 380,  https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_380_esp.pdf

Corte  IDH,  Caso  Leguizamón Zaván y  otros  Vs.  Paraguay,
Sentencia de 15 de noviembre de 2022, Serie C No. 473 (cfr.
supra,  notas  27  a  30).  Disponible  en  https://www.cor‐
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_473_esp.pdf.
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CIDH, Declaración de Principios sobre Libertad de Expre‐
sión,  aprobada  en  el  108.º  período  ordinario  de  sesiones
(octubre  de  2000).  Disponible  en  https://www.oas.org/es/
cidh/expresion/showarticle.asp?artID=26&lID=2.

RELE. 2025. Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la
libertad de expresión.  Disponible en  https://www.oas.org/es/
cidh/expresion/informes/marcojuridico2025es.pdf.

RELE.  2017.  Zonas  silenciadas:  regiones  de  alta  peligrosidad
para  ejercer  la  libertad  de  expresión,  CIDH/RELE/INF.16/17.
Disponible  en:  http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/
publicaciones/zonas_silenciadas_esp.pdf.  Véanse  también
otros  informes  temáticos  de  la  RELE  en  https://
www.oas.org/es/cidh/expresion/publicaciones/.

Caso Santagada y otros c/ Consejo de la Magistratura (2019):
Sentencia  Definitiva  N.º  320  y  su  aclaratoria  S.D.  N.º  382
(Juzgado en lo Civil y Comercial del Noveno Turno de la Ca‐
pital), confirmadas por Acuerdo y Sentencia N.º 31, de agos‐
to de 2019, de la Tercera Sala del Tribunal de Apelación en lo
Civil y Comercial de Asunción. Sentencias disponibles en:
https://www.pj.gov.py/transparencia‐documentos

Sobre  la  repercusión  del  caso,  por  ejemplo,  véase  ABC
Color. 8 de julio de 2019.  Consejeros se burlan de la ley y la
ciudadanía al  hacer sesión reservada.  Disponible en:  https://
www.abc.com.py/edicion‐impresa/judiciales‐y‐policiales/
consejeros‐se‐burlan‐de‐la‐ley‐y‐la‐ciudadania‐al‐hacer‐
sesion‐reservada‐1822528.html.

La reforma posterior cerró el resquicio: el régimen vigente
—Ley N.º 6937/2022, que derogó la Ley N.º 6299/2019, modifi‐
cada por la Ley N.º 7082— dispone en su artículo 10 que el
desarrollo de las sesiones (incluidas las tratadas en forma
reservada) será registrado por medios audiovisuales.

Sobre la protección del discurso que “choca, irrita o molesta”,
estándar de origen en el TEDH (Caso Handyside Vs. Reino
Unido,  1976)  y  recibido  por  el  Sistema  Interamericano,
véanse  RELE.  2025.  Marco  jurídico  interamericano  sobre  el
derecho  a  la  libertad  de  expresión.  Disponible  en:  https://
www.oas.org/es/cidh/expresion/informes/marcojuridico‐
2025es.pdf

Sobre el caso Daniel Vargas Telles c/ Municipalidad de San
Lorenzo y el Acuerdo y Sentencia N.º 1306, de 15 de octubre
de 2013, de la CSJ (que incorporó la doctrina del caso Claude
Reyes y otros Vs. Chile al reconocer el acceso a la informa‐
ción pública como derecho autónomo), véanse Santagada,
Ezequiel  F.,  Acceso  a  la  información pública.  Historia  de  un
juego de poder, Asunción: IDEA, 2015, http://www.giai.org.py/
uploads/acceso‐a‐la‐informacion‐historia‐de‐un‐juego‐de‐
poder‐1507658265.pdf; y la obra colectiva El acceso a la infor‐
mación pública en el Paraguay. Aportes desde la Justicia a un
derecho  fundamental  para  la  democracia (coord.  José  María
Costa), Asunción: Corte Suprema de Justicia – Instituto de
Investigaciones  Jurídicas,  2014  (ISBN  978‐99953‐41‐28‐2).
Disponible  en:  https://www.pj.gov.py/ebook/libros_files/EL‐
Acceso‐a‐la‐InformacitiC3%B3n‐PtiC3%BAblica‐en‐el‐Para‐
guay.pdf.

El caso generó un sinfín de notas de prensa y todo tipo de
repercusiones.  Como ejemplo,  véanse Última Hora.  23  de
octubre de 2013. El hombre que abrió las puertas a la transpa‐
rencia. Disponible en:  https://www.ultimahora.com/el‐hom‐
bre‐que‐abrio‐las‐puertas‐la‐transparencia‐n860359;  Última
Hora.  23  de  octubre  de  2013.  Transparencia  pública  de  la
mano  de  un  ciudadano.  Disponible:  https://www.ultimaho‐
ra.com/transparencia‐publica‐la‐mano‐un‐ciudadano‐
n734077.

Sobre la “primavera informativa” —o “tsunami informativo” y
una “ola de transparencia”— y la posterior sanción de las le‐
yes de transparencia (Ley N.º 5189/2014 y Ley N.º 5282/2014),
véanse Última Hora.  23 de octubre de 2013.  Transparencia
pública  de  la  mano  de  un  ciudadano.  Disponible:  https://
www.ultimahora.com/transparencia‐publica‐la‐mano‐un‐
ciudadano‐n734077; Última Hora. 26 de octubre de 2013. En‐
tre  la  transparencia  y  la  cacería  de  brujas.  Disponible  en:
https://www.ultimahora.com/entre‐la‐transparencia‐y‐la‐
caceria‐brujas‐n734873

El caso, como el de Vargas, generó innumerables publica‐
ciones de prensa. Como ejemplo, véase, ABC Color. 12 de
junio de 2020. En histórico fallo, Corte ordena que se publi‐
quen  declaraciones  juradas.  Disponible  en:  https://
www.abc.com.py/edicion‐impresa/politica/2020/06/12/en‐
historico‐fallo‐corte‐ordena‐que‐se‐publiquen‐
declaraciones‐juradas/;  Última Hora.  11  de  junio  de  2020.
Corte dispone que las declaraciones juradas de funcionarios del
Estado  sean públicas.  Disponible  en:  https://www.ultimaho‐
ra.com/corte‐dispone‐que‐las‐declaraciones‐juradas‐funcio‐
narios‐del‐estado‐sean‐publicas‐n2889701.html;  y  ABC  Co‐
lor. 24 de junio de 2020. Contraloría se ve obligada hoy a divul‐
gar  las  declaraciones  juradas.  Disponible  en:  https://
www.abc.com.py/nacionales/2020/06/24/contraloria‐se‐ve‐
obligada‐hoy‐a‐divulgar‐las‐declaraciones‐juradas/.

Sobre las acciones de publicidad de declaraciones juradas
en el contexto de la pandemia (entre ellas, la promovida a
fines de marzo de 2020 por David Riveros García, de reAc‐
ción, para transparentar el patrimonio de los administrado‐
res  de  los  fondos  de  emergencia,  con base  en  la  Ley  N.º
6355/2019  que  modificó  la  Ley  N.º  5033/2013),  véase
reAcción/Quántico,  “Declaraciones  Juradas para el  monitoreo
de  los  recursos  de  emergencia  COVID‐19  (Parte  I)”,  https://
quantico.reaccion.org.py/declaraciones‐juradas‐para‐el‐mo‐
nitoreo‐de‐los‐recursos‐de‐emergencia‐covid‐19‐parte‐i/.

El marco vigente actual declara a los datos contenidos en las
declaraciones juradas de bienes y rentas como información
pública  sujeta  a  divulgación  proactiva.  Véase  Leu  N°
6.919/2022,  “que  modifica  varios  artículos  de  la  Ley  n°
5033/2013 “que reglamenta el  articulo 104 de la Constitución
Nacional, de la declaracion jurada de bienes y rentas, activos y
pasivos  de  los  funcionarios  publicos”  y  deroga  la  ley  n°
6355/2019 y normas respaldatorias”.
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Innumerables publicaciones de medios de prensa tomaron
como punto de partida los datos contenidos en las declara‐
ciones juradas. Véase, como ejemplo, ABC Color. 24 de junio
de  2020.  Destapemos  Juntos:  declaraciones  juradas  serán
públicas desde hoy.  Disponible en:  https://www.abc.com.py/
edicion‐impresa/politica/2020/06/24/destapemos‐juntos‐de‐
claraciones‐juradas‐seran‐publicas‐desde‐hoy/.

Caso Santagada y otros c/ Consejo de la Magistratura (2017):
Sentencia Definitiva N.º 376, de 29 de septiembre de 2017,
confirmada por Acuerdo y Sentencia N.º 70, de 6 de noviem‐
bre de 2017, del Tribunal de Apelación en lo Civil y Comer‐
cial,  Primera  Sala.  Véase  las  sentencias  en  https://
www.pj.gov.py/transparencia‐documentos

Caso Santagada y otros c/ Consejo de la Magistratura (2019):
acción de amparo relativa a la reserva de la sesión de 10 de
junio de 2019; Sentencia Definitiva N.º 320 y su aclaratoria
S.D.  N.º  382  (Juzgado  en  lo  Civil  y  Comercial  del  Noveno
Turno de la Capital), confirmadas por Acuerdo y Sentencia
N.º 31, de agosto de 2019, de la Tercera Sala del Tribunal de
Apelación en lo  Civil  y  Comercial  de  Asunción.  Véase las
sentencias  en  https://www.pj.gov.py/transparencia‐docu‐
mentos

Sobre un análisis  jurídico particular del  caso,  véase Legal
Aguilar, Federico Andrés, "Alcances de la Ley 5282 en rela‐
ción con la Ley 6299: en búsqueda de la deliberación oculta";
La Ley Online, cita online: PY/DOC/10/2021.

Caso Hugo Portillo Sosa c/ Banco Central del Paraguay (acta
“secreta”  vinculada  al  caso  de  la  quebrada  Financiera  Ára
S.A.):  el  Tribunal  de  Apelación  (camaristas  Cristóbal  Sán‐
chez, Agustín Lovera y Gustavo Santander) confirmó el am‐
paro y ordenó al BCP hacer pública el acta N.º 62 de la sesión
del Directorio de 3 de septiembre de 2015; la acción fue pa‐
trocinada por la Clínica Jurídica de Acceso a la Información
de la Facultad de Derecho de la UNA, en coordinación con
IDEA. Véase las sentencias en: https://www.pj.gov.py/trans‐
parencia‐documentos; Véase ABC Color. 8 de julio de 2019.
Ordenan al BCP publicar acta "secreta" en caso financiera Ára
S.A. Disponible:  https://www.abc.com.py/nacionales/
2019/07/08/ordenan‐al‐bcp‐publicar‐acta‐secreta‐en‐caso‐
financiera‐ara‐sa/. No obstante, el caso fue elevado a incons‐
titucionalidad por el BCP. El Pleno de la CSJ debe resolver el
caso.

Caso Daniel  Vargas Telles  c/  Tribunal  Superior  de Justicia
Electoral (TSJE): tras solicitar en mayo de 2018 las actas de
las mesas de votación de San Lorenzo, los fallos de primera
y segunda instancia no solo le negaron la información, sino
que le impusieron el pago de las costas del proceso (; con
patrocinio de Ezequiel Santagada promovió una acción de
inconstitucionalidad, a la que la Corte dio trámite en 2019.
Véanse ABC Color. 10 de julio de 2019.  Accionan contra fallo
negativo sobre acceso a la información. Disponible en: https://
www.abc.com.py/nacionales/accionan‐contra‐fallo‐sobre‐el‐
acceso‐a‐la‐informacion‐publica‐1784527.html; y ABC Color.
8 de agosto de 2022. Libertad de prensa y acceso a la informa‐
ción están en Riesgo. Disponible: https://www.abc.com.py/na‐
cionales/2022/08/08/libertad‐de‐prensa‐y‐acceso‐a‐la‐
informacion‐estan‐en‐riesgo/. Las sentencias se encuentran
disponibles  en:  https://www.pj.gov.py/transparencia‐docu‐
mentos

Caso Sociedad de Comunicadores del Paraguay (SCP) c/ Itai‐
pú Binacional:  solicitud de acceso a  la  información (9  de
abril de 2021) fundada en el art. 28 de la Constitución y en el
art.  2,  num.  1,  de  la  Ley  N.º  5282/2014,  presentada  por
Rubén Penayo y Beatriz Pompa, directivos de la SCP. Véase
ABC Color. 30 de junio de 2021. Comunicadores accionan judi‐
cialmente  contra Itaipú por  negar información del  Consejo  de
Administración.  Disponible  en:  https://www.abc.com.py/na‐
cionales/2021/06/30/comunicadores‐accionan‐judicialmen‐
te‐contra‐itaipu‐por‐negar‐informacion‐del‐consejo‐de‐ad‐
ministracion/. Las sentencias se encuentran disponibles en:
https://www.pj.gov.py/transparencia‐documentos

Trámite: el amparo fue concedido en primera instancia por
el juez José Guillermo Trovato (12 de julio de 2021) y revoca‐
do en alzada; la Sala Constitucional de la Corte Suprema re‐
chazó  in limine la acción de inconstitucionalidad de la SCP
(11 de noviembre de 2021).  Agotada la vía interna, la SCP
presentó una petición ante la CIDH el 3 de mayo de 2022.
Véanse ABC Color. 2 de mayo de 2022. Comunicadores deman‐
darán ante Corte Interamericana a autoridades de Itaipú. Dis‐
ponible en:  https://www.abc.com.py/nacionales/2022/05/02/
comunicadores‐demandaran‐ante‐corte‐interamericana‐a‐
autoridades‐de‐itaipu/;  Última  Hora.  11  de  noviembre  de
2021. Corte rechaza acción de inconstitucionalidad plantea‐
da  para  acceder  a  datos  de  Itaipú.  Disponible:  https://
www.ultimahora.com/corte‐rechaza‐accion‐inconstitucio‐
nalidad‐planteada‐acceder‐datos‐itaipu‐n2971214.html;  y
ABC Color. 2 de agosto de 2023.  CIDH emplaza a Itaipú para
responder a comunicadores sobre pedidos de transparencia. Dis‐
ponible en:  https://www.abc.com.py/nacionales/2023/08/02/
cidh‐emplaza‐a‐itaipu‐para‐responder‐a‐comunicadores‐
sobre‐pedidos‐de‐transparencia/.
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Al contestar el  amparo, el  director paraguayo de la Itaipú
Binacional  planteó  la  inconstitucionalidad  de  la  Ley  N.º
5282/2014 —mediante consulta de constitucionalidad sobre
uno de sus artículos, conforme al art. 18 del Código Procesal
Civil—, pese a no haberla cuestionado durante los más de
siete años previos de vigencia. Véanse Itaipú Binacional. 9
de julio de 2021.  ITAIPU contesta amparo y plantea consulta
constitucional sobre uno de los artículos de la Ley de Acceso a la
Información.  Disponible  en:  https://www.itaipu.gov.py/es/
sala‐de‐prensa/noticia/itaipu‐contesta‐amparo‐y‐plantea‐
consulta‐constitucional‐sobre‐uno‐de‐los‐art;  y  Última
Hora. 9 de julio de 2021. Itaipú acciona en contra de la ley de
información  pública.  Disponible  en:https://www.ultimaho‐
ra.com/itaipu‐acciona‐contra‐la‐ley‐informacion‐publica‐
n2950135.

El escrito de amicus curiae en el caso Zuccolillo Moscarda
Vs. Paraguay fue suscrito por los abogados Alejandra Peralta
de Merlo y Ricardo Merlo, el Instituto de Derecho y Econo‐
mía Ambiental (IDEA), la Coordinadora de Abogados Antico‐
rrupción y el Centro Interdisciplinario de Derecho Social y
Economía Política (CIDSEP). Véase RDN. 11 de septiembre
de 2025.  Amicus Curiae en caso Zuccolillo respalda libertad de
expresión  ante  la  Corte  IDH.  Disponible  en:  https://
www.rdn.com.py/2025/09/11/amicus‐curiae‐en‐caso‐zuccoli‐
llo‐respalda‐libertad‐de‐expresion‐ante‐la‐corte‐idh/.

El 12 de febrero de 2026 —sexto aniversario del crimen—,
IDEA, junto con Media Defence, presentó ante la CIDH una
petición individual contra el Paraguay por el asesinato del
periodista Lourenço “Léo” Veras (Pedro Juan Caballero, 12
de febrero de 2020) y la posterior falta de debida diligencia
en la investigación. Véanse Media Defence, sección de noti‐
cias,  https://www.mediadefence.org/news/;  Reporteros  Sin
Fronteras.  Paraguay:  asesinado  el  periodista  brasileño  Léo
Veras,  especializado  en  crimen  organizado.  Disponible  en:
https://rsf‐es.org/paraguay‐asesinado‐el‐periodista‐brasi‐
leno‐leo‐veras‐especializado‐en‐crimen‐organizado/;  y  For‐
bidden Stories. 9 de julio de 2025.  Organized crime has infil‐
trated the Prosecutor's office": The killing of a journalist and the
rot in Paraguay's justice system. Disponible en:  https://forbi‐
ddenstories.org/organized‐crime‐killing‐journalist‐para‐
guay/.

Sobre  las  negligencias  y  dilaciones  de  la  investigación,  la
absolución del  único procesado y  la  trama de corrupción
que comprometió a operadores de justicia —revelada por el
consorcio periodístico “Alianza Paraguay” a partir de docu‐
mentos  y  comunicaciones  internas—,  véase  Forbidden
Stories. 9 de julio de 2025. Organized crime has infiltrated the
Prosecutor's  office":  The  killing  of  a  journalist  and  the  rot  in
Paraguay's justice system. Disponible en: https://forbiddensto‐
ries.org/organized‐crime‐killing‐journalist‐paraguay/.

Caso  Julio  Fabián  Costa  Caballero  (uso  de  la  Ley  N.º
5777/2016 como censura previa): recurso de apelación y nu‐
lidad contra el Auto Interlocutorio N.º 340, de 17 de abril de
2026, del Juzgado de Paz de Lambaré, que dispuso una medi‐
da  cautelar  de  prohibición  de  difusión;  el  recurso  se  en‐
cuentra en trámite en un Juzgado de Primera Instancia en lo
Civil y Comercial.
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P A R T E  I I

Manual de Usuario para
Periodistas y Responsables de
Seguimiento de Denuncias en
Casos de Violencia contra
Periodistas y Comunicadores
en Paraguay
Protocolo de actuación, análisis de riesgo y derechos de la víctima en el
proceso penal





C A P Í T U L O  1

Objetivo y alcance

O B J E T I VO

Proporcionar  instrucciones  claras  y  prácticas
sobre los pasos a seguir al detectar una situa‐
ción de riesgo o amenaza contra periodistas y
comunicadores,  alineado  con  el  Semáforo  de
Riesgo  para  la  Protección  de  Periodistas.  El
manual orienta desde la detección inicial hasta
el seguimiento judicial, promoviendo una res‐
puesta efectiva y  reduciendo rechazos indebi‐
dos de denuncias por errores en tipificación.

A LCA N C E

Este manual ofrece orientación integral desde
el primer momento de detección de riesgo, in‐
cluyendo:

Recursos y orientaciones para el análisis de
riesgo según el Semáforo de Riesgo.

Cuándo y cómo acudir a la comisaría o Mi‐
nisterio Público para presentar la denuncia.

Cómo  realizar  la  denuncia  correctamente,
qué datos aportar y cuáles no pueden ser so‐
licitados por las fuerzas de seguridad.

Qué  información  solicitar  para  el
seguimiento del caso.

Dónde consultar el estado de la denuncia.

Cómo interpretar las respuestas de las auto‐
ridades  y  evaluar  su  suficiencia,  conside‐
rando el  marco legal  (Código Procesal  Pe‐
nal, competencias del Ministerio Público y
Poder Judicial).

El  manual se basa en normativas paraguayas,
como  el  Código  Procesal  Penal  (arts.  67‐73,
284‐295 para denuncias y participación de vícti‐
mas), la Ley 4083/2010 para protección de testi‐
gos, y el Protocolo de Seguridad para Periodis‐
tas  en Situación de Alto  Riesgo por  Amenaza
(aprobado por la Policía Nacional en coordina‐
ción  con  el  Sindicato  de  Periodistas  del
Paraguay ‐ SPP).

• 

• 

• 

• 

• 

• 
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C A P Í T U L O  2

Componentes del Manual

2.1 Flujograma de Actuación 

A continuación, se describe un esquema secuencial y temporal de acciones para articular denuncias
ante  las  instituciones.  Este  flujograma  es  un  esquema  sencillo;  en  la  práctica,  se  recomienda
imprimirlo o dibujarlo para visualización rápida.

Ante una situación de riesgo, actuar a tiempo y documentar cada paso es decisivo,
tanto para la protección como para una eventual investigación.

01 Detección de riesgo o amenaza

02 Documentación inicial

03 Denuncia inmediata

04 Evaluación y medidas de protección

05 Radicación ante el Ministerio Público

06 Seguimiento y monitoreo

07 Cierre y evaluación

→
→

→
→

→
→
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2.1.1 Paso 1: Detección de Riesgo o Amenaza 

Evalúe el riesgo usando el Semáforo de Riesgo (ver sección de Análisis de Riesgo). Si es medio o
alto, active protocolos de autoprotección inmediata (ej., cambiar rutinas, notificar a colegas/fami‐
liares).

Paso 2: Documentación Inicial

Registre  la  amenaza:  grabe  llamadas,  guarde  mensajes,  identifique  autores/móvil/origen.  No
elimine evidencia.  Notifique a  su  medio  de  comunicación,  SPP o  Mesa  para  la  Seguridad de
Periodistas (contacto: seguridadperiodistas.org.py).

Paso 3: Denuncia Inmediata

Acuda a la comisaría más cercana o Unidad Fiscal de Turno (Ministerio Público). Presente denun‐
cia verbal o escrita con detalles del hecho, autores sospechosos y evidencia. Si es alto riesgo,
solicite activación inmediata de protección.

2.1.2 Paso 4: Evaluación y Medidas de Protección 

• La Policía/Ministerio Público evalúa el riesgo y dispone custodia o medidas (e.g., patrullaje,
reubicación temporal). Si aplica, active el Sistema de Protección a Testigos (ver componente 2).

2.1.3 Paso 5: Radicación ante Ministerio Público y Poder Judicial 

• Remita la denuncia al Ministerio Público para investigación. Si rechazada, impugne (art. 68 CPP).
Participe como querellante adhesivo si es acción pública.

2.1.4 Paso 6: Seguimiento y Monitoreo 

• Consulte estado en el Ministerio Público (portal web o oficinas). Evalúe respuestas: si insuficientes,
presente recursos o solicite ampliación.

2.1.5 Paso 7: Cierre y Evaluación 

• Si resuelto, verifique cumplimiento de medidas. Reporte a la Mesa para la Seguridad de Periodistas
para registro estadístico.

En casos de rechazo por tipificación errónea (e.g., como delito privado en vez de público), insista
en contextos como coacción o lesión en ejercicio periodístico (arts. 129‐130 Código Penal).

Un periodista en Paraguay debe acudir a realizar una denuncia de manera inmediata cuando identifi‐
que actos que comprometan su seguridad personal, como amenazas directas a su vida o integridad física,
o cuando sea víctima de acciones de coacción destinadas a impedir que continúe con una investigación o
publicación periodística.

Esto  es  especialmente  relevante  si  la  amenaza  es  creíble  y  proviene  de  fuentes  con  capacidad  de
ejecución, como grupos criminales, funcionarios públicos o actores involucrados en los temas investiga‐
dos, ya que la demora puede aumentar el riesgo. Según protocolos de seguridad recomendados, no se debe
esperar a que la amenaza se materialice en un daño físico; la percepción de riesgo inminente es suficiente
para actuar, priorizando siempre la preservación de la vida y la integridad.

• 

• 

• 
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Pasos recomendados antes y durante la denuncia 

1‐ Evalúe la credibilidad y el nivel de riesgo: Analice rápidamente si la amenaza es seria (basado en el
contexto, el emisor y experiencias previas en el país). Si el riesgo es alto (por ejemplo, amenazas de
muerte o vigilancia constante), priorice medidas de autoprotección inmediata, como trasladarse a un
lugar seguro, evitar rutinas predecibles y solicitar apoyo de colegas o familiares.

Documente todo: Registre detalles como fecha, hora, medio de la amenaza (llamada, mensaje, en
persona), identidad del agresor si se conoce, y evidencias (grabaciones, capturas de pantalla).
Esta información es crucial para respaldar la denuncia y cualquier solicitud de protección.
Informe a su entorno de confianza: Notifique a editores, colegas y organizaciones como el Sindi‐
cato de Periodistas del Paraguay (SPP) o la Mesa para la Seguridad de Periodistas del Paraguay
(MSPP). Ellos pueden ofrecer asesoramiento, acompañamiento y solidaridad pública, lo que a
veces disuade a los agresores. En casos de alto riesgo, considere buscar ayuda psicológica para
manejar el impacto emocional.
Decida sobre la visibilidad: Algunos protocolos sugieren hacer pública la amenaza para generar
solidaridad periodística y presión internacional, mientras que otros advierten que podría elevar
el perfil y atraer más riesgos. Evalúe esto con su equipo o asesores.

Procedimiento para denunciar 

En Paraguay, las amenazas y coacciones se tipifican en el Código Penal (artículos 122 para amenaza y
126 para coacción). La amenaza simple es de acción penal privada (requiere querella de la víctima
ante un Juzgado Penal), pero si involucra coacción para impedir el trabajo periodístico o elementos
graves (como amenazas de muerte), puede tratarse como acción pública, permitiendo una denuncia
ante el Ministerio Público (Fiscalía). En la práctica, para periodistas, se recomienda iniciar con la
Fiscalía, ya que organizaciones como la MSPP han presentado denuncias allí por agresiones simila‐
res.

Ante el Ministerio Público: Presente la denuncia de forma verbal o escrita en cualquier oficina de
denuncias de la Fiscalía, con su cédula de identidad. Describa los hechos con claridad y adjunte
evidencias. No es necesario un abogado inicialmente, pero es recomendable para casos comple‐
jos. El proceso incluye recepción, ingreso al sistema y asignación a una unidad fiscal.
Vía organizaciones especializadas: Utilice el formulario en línea de la MSPP para reportar ame‐
nazas,  agresiones  o  coacciones.  Esto  facilita  el  monitoreo,  el  acompañamiento  y  la  posible
escalada a instancias internacionales como Reporteros Sin Fronteras (RSF) o la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Organizaciones como el SPP
también ofrecen líneas de apoyo y pueden mediar en la denuncia.

Consideraciones adicionales 

Riesgos de denunciar: En contextos de impunidad, como se reporta en Paraguay, denunciar po‐
dría aumentar la exposición, por lo que algunos periodistas optan por protección internacional
antes. Evalúe con expertos si continuar la investigación o suspenderla temporalmente por seguri‐
dad.
Ley de protección pendiente: Existe un proyecto de ley para crear un mecanismo de protección
específico para periodistas, que haría públicas ciertas acciones penales relacionadas con su labor
y  establecería  protocolos  de  prevención.  Sin  embargo,  a  enero  de  2026,  el  tratamiento  en el
Senado ha sido postergado repetidamente (última vez hasta marzo de 2026), por lo que no está
vigente aún.

2. 
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Si el riesgo es extremo, considere salir temporalmente del país o solicitar medidas cautelares a
través de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Recuerde que la denuncia no solo busca justicia, sino también disuadir futuras agresiones y forta‐
lecer la libertad de prensa. Si necesita asistencia inmediata, contacte al SPP o MSPP directamente.

¿Cuando debo acudir a la comisaria para presentar la denuncia?
Un periodista en Paraguay debe acudir a la comisaría para presentar una denuncia tan pronto

como identifique actos que comprometan su seguridad personal o sea víctima de coacciones para
detener una investigación o publicación periodística. No hay un plazo legal estricto para denunciar
amenazas o coacciones (tipificadas en el Código Penal, artículos 122 y 126), pero es crucial actuar de
inmediato si el riesgo es inminente, ya que la demora podría aumentar el peligro. La percepción de
una amenaza creíble (como mensajes intimidatorios, vigilancia o agresiones verbales) es suficiente
para proceder, sin esperar a que se materialice en daño físico. Priorice su seguridad: si el riesgo es
alto, busque un lugar seguro antes de ir a la comisaría.

Pasos recomendados antes de acudir a la comisaría 

Evalúe el riesgo: Determine si la amenaza es seria basándose en el contexto (emisor, medio y an‐
tecedentes).  Si  es  grave,  notifique  a  colegas,  editores  o  organizaciones  como  el  Sindicato  de
Periodistas del Paraguay (SPP) para apoyo inmediato.
Documente los hechos: Recopile evidencias como fechas, horas, mensajes, grabaciones o testi‐
gos. Esto fortalecerá la denuncia y ayudará en la investigación.
Considere alternativas: Aunque la pregunta se centra en la comisaría, recuerde que las denuncias
también pueden presentarse directamente en el Ministerio Público (Fiscalía), que es la entidad
principal  para  investigar  delitos  penales.  En  muchos  casos,  la  Policía  Nacional  remite  las
denuncias a la Fiscalía.

Procedimiento para presentar la denuncia en la comisaría 

Cualquier persona puede acercarse a la comisaría más cercana para denunciar hechos punibles, sin
necesidad de un abogado ni de que el hecho ocurra en esa jurisdicción específica (puede denunciar
en cualquier comisaría del país). La denuncia puede ser verbal o escrita, y se realiza de la siguiente
manera:

Acuda en persona: Vaya a la comisaría con su cédula de identidad o pasaporte. No es obligatorio
tener documentos adicionales, pero identifique el hecho con detalles claros: relato de los eventos,
nombres de involucrados (si se conocen), víctimas, testigos y evidencias.
Elaboración del acta: Un funcionario policial tomará nota de la denuncia, registrará su identidad
y domicilio, y elaborará un acta. Si es verbal, se transcribirá en el momento. Para coacciones o
amenazas graves, la Policía puede actuar de inmediato si hay flagrancia o riesgo inminente, como
aprehender al agresor o proporcionar protección inicial.
Remisión a la Fiscalía: Una vez presentada la denuncia, inicia la investigación. Si el caso involu‐
cra  elementos  como violencia  o  amenazas  de  muerte,  podría  clasificarse  como acción penal
pública, acelerando el proceso.

Consideraciones adicionales

Horarios: Las comisarías operan 24/7 para emergencias, pero para denuncias rutinarias, es ideal
ir en horario diurno (generalmente de 7:00 a 19:00 hs., dependiendo de la comisaría). Si es una
emergencia, llame al 911 para asistencia inmediata.
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Casos especiales: Si la amenaza está relacionada con violencia intrafamiliar o contra mujeres,
hay protocolos específicos en comisarías con departamentos de atención a víctimas, donde no se
requiere  cédula  para  denunciar.  Para  periodistas,  involucre  a  la  Mesa  para  la  Seguridad  de
Periodistas del Paraguay (MSPP) para acompañamiento.
Riesgos: En contextos de impunidad, denunciar podría exponerlo más, por lo que evalúe con ase‐
sores si optar por protección adicional o escalar a instancias internacionales.

Si el riesgo es extremo, priorice su seguridad y contacte al SPP o MSPP antes de proceder. La
denuncia no solo busca justicia, sino también proteger la libertad de expresión.

Cómo realizar la denuncia correctamente
Para realizar una denuncia correctamente, es fundamental seguir un procedimiento claro y docu‐

mentado, ya sea ante una comisaría de la Policía Nacional o directamente en el Ministerio Público
(Fiscalía). Esto aplica para hechos punibles como amenazas o coacciones, y no requiere un abogado
en la etapa inicial. La denuncia puede ser verbal o escrita, es gratuita y debe presentarse lo antes
posible si hay riesgo inminente, para evitar que el hecho se agrave.

Preparación antes de presentar la denuncia 

Reúne información clave: Describe los hechos con precisión, incluyendo fecha, hora, lugar, des‐
cripción detallada del incidente, nombres o identidades de los autores (si se conocen), víctimas,
testigos y cualquier evidencia disponible (mensajes, grabaciones, fotos, etc.). Esto ayuda a que la
denuncia sea sólida y facilite la investigación.
Lleva documentos personales: Debes llevar tu cédula de identidad civil o pasaporte. No es obliga‐
torio tener otros documentos, pero si la denuncia es escrita, prepárala en formato simple (puede
ser a mano o impresa).
Evalúa el  lugar: Puedes elegir  entre una comisaría (ideal  para emergencias o flagrancia)  o la
Fiscalía  (recomendado  para  casos  que  requieren  investigación  inmediata).  Si  el  hecho  es  de
acción penal pública (como amenazas graves), la Policía remitirá el caso a la Fiscalía en un plazo
de hasta 6 horas.
Considera apoyo externo: Si eres periodista y la denuncia está relacionada con tu labor (como
coacciones para detener una investigación), informa a organizaciones como el Sindicato de Perio‐
distas del Paraguay (SPP) o la Mesa para la Seguridad de Periodistas (MSPP) antes de proceder.
Ellos pueden acompañarte y monitorear el caso.

Procedimiento en la comisaría (Policía Nacional)

Acude a la comisaría más cercana: Puedes ir a cualquier comisaría del país, independientemente
de dónde ocurrió el hecho. Opera 24/7 para emergencias; para denuncias no urgentes, prefiere
horarios diurnos (generalmente 7:00 a 19:00 hs.).
Presenta la denuncia:

Verbal: Explica los hechos al funcionario de guardia. Él redactará un acta con los detalles, tu
identidad y domicilio. Firma el acta (se hacen copias para ti y para remitir).
Escrita: Entrega un documento con la descripción de los hechos. El funcionario lo registrará
y te dará un comprobante.

Acciones inmediatas: Si hay flagrancia (el delito está ocurriendo) o riesgo alto, la Policía puede
actuar  de  inmediato,  como  aprehender  al  agresor  o  proporcionar  protección  inicial.  Luego,
remitirán la denuncia a la Fiscalía y al juez para la investigación.
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Recibe comprobante: Siempre pide una copia del acta o registro de denuncia para seguimiento.

Procedimiento en el Ministerio Público (Fiscalía)

Acude a una oficina de denuncias: Ve a la sede más cercana de la Fiscalía (hay oficinas en todo el
país, incluyendo unidades especializadas). Puedes verificar ubicaciones en el sitio web oficial del
Ministerio Público. La sede central se encuentra en Asunción sobre la calle Nuestra Sra de la
Asunción casi Haedo.
Presenta la denuncia:

Verbal: Acude  en  persona  y  relata  los  hechos  al  funcionario.  Se  elaborará  un  acta  que
firmarás, dejando una copia de tu documento de identidad.
Escrita: Presenta un documento con los detalles. Puede ser por ti o un mandatario con poder
especial.

Contenido mínimo: Incluye el relato del hecho, autores, víctimas, testigos y pruebas. La Fiscalía
organizará la investigación, coordinando con la Policía si es necesario.
Opciones adicionales: En casos de violencia (por ejemplo, contra mujeres o niños), hay protoco‐
los especiales con atención prioritaria y sin necesidad de cédula en algunos escenarios. Algunas
fiscalías permiten denuncias por email en contextos específicos, pero para amenazas generales,
se prefiere la presencialidad.

Consideraciones finales para una denuncia efec<va

Anonimato: Si temes represalias, puedes solicitar anonimato en casos excepcionales, pero gene‐
ralmente se requiere identificación para acciones penales públicas.
Seguimiento: Una vez presentada, la Fiscalía asignará un fiscal para investigar.
Errores comunes a evitar: No omitas detalles clave, no esperes demasiado (prescribe en plazos
variables según el delito), y no presentes denuncias falsas, ya que puede acarrear sanciones.
Para periodistas: Si la coacción afecta la libertad de expresión, menciona esto en la denuncia
para que se considere como agravante. Escala a instancias como la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos si no hay avances.

Si el riesgo es alto, llama al 911 para emergencia inmediata. Recuerda que una denuncia bien
hecha no solo busca justicia, sino que activa mecanismos de

protección. Si necesitas más detalles específicos, consulta directamente con la Fiscalía o SPP.
¿Que datos aportar y cuales no pueden ser solicitados por las fuerzas de seguridad?
Al presentar una denuncia ante las fuerzas de seguridad (como la Policía Nacional o el Ministerio

Público), es esencial proporcionar datos precisos y relevantes para que el proceso sea efectivo y se
active la investigación correspondiente. Esto se aplica especialmente en casos de amenazas o coaccio‐
nes contra periodistas por su labor investigativa o publicaciones. La denuncia debe ser clara, pero no
se requiere revelar información protegida por ley, como las fuentes periodísticas. A continuación,
detallo qué datos aportar y cuáles no deben ser solicitados, basado en las normativas vigentes (Código
Procesal Penal, artículos 284‐285, y Constitución Nacional).
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Datos que debes aportar 

Proporciona información que fortalezca la denuncia y facilite la verificación de los hechos. No es
necesario un abogado para la presentación inicial, y la denuncia puede ser verbal o escrita. Los datos
mínimos requeridos incluyen:

Identificación  personal:  Tu  cédula  de  identidad  civil  o  pasaporte  (original  o  copia).  Esto  es
obligatorio para verificar tu identidad y domicilio, salvo en casos excepcionales como denuncias
por  violencia  intrafamiliar,  donde  no  se  requiere  documento.  Incluye  tu  nombre  completo,
dirección actual y datos de contacto (teléfono, email) para notificaciones.
Relato detallado del hecho: Describe el incidente con precisión, incluyendo:

Fecha, hora y lugar donde ocurrió la amenaza o coacción.
Descripción  circunstanciada  de  los  eventos  (qué  se  dijo  o  hizo,  cómo  se  transmitió:  en
persona, por teléfono, mensaje, etc.).
Identidad  de  los  autores  o  agresores  (si  se  conoce:  nombres,  descripciones  físicas,
afiliaciones, como funcionarios públicos o grupos criminales).
Nombres de cómplices, víctimas adicionales (si aplica) y testigos.

Elementos probatorios:  Adjunta o menciona cualquier evidencia disponible para respaldar la
denuncia, como:

Grabaciones de audio/video, capturas de pantalla de mensajes o correos.
Fotografías, documentos o registros que demuestren la amenaza (por ejemplo, notas intimi‐
datorias).
Antecedentes relevantes, como contextos previos de hostigamiento relacionados con tu traba‐
jo periodístico. Si no tienes todo, menciona lo que puedas; la autoridad puede investigar para
recopilar más.

Contexto periodístico (opcional pero recomendable): Si la amenaza está ligada a una investiga‐
ción o publicación, menciona brevemente el tema general (sin revelar fuentes) para que se consi‐
dere como agravante a la libertad de expresión. Esto puede ayudar a involucrar a organizaciones
como la Mesa para la Seguridad de Periodistas (MSPP) para monitoreo.

Estos datos se registran en un acta si la denuncia es verbal, y se remiten a la Fiscalía para investiga‐
ción. Proporcionarlos acelera el proceso y activa posibles medidas de protección inmediata si hay
riesgo inminente.

Datos que no deben ser solicitados por las fuerzas de seguridad 

Las autoridades no pueden exigir información que viole derechos constitucionales o protecciones
específicas para periodistas. Si te piden algo indebido, objétalo y solicita que quede registrado en el
acta. Puedes contar con apoyo de sindicatos como el Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP) para
asesoramiento.

Fuentes de información periodística: El secreto profesional está protegido por el artículo 29 de la
Constitución Nacional. No estás obligado a revelar tus fuentes confidenciales, ni actuar contra tu
conciencia ética. Esto es clave en denuncias por coacciones relacionadas con investigaciones, ya
que las fuentes son una piedra angular del periodismo. Si te lo piden, recuérdales esta protección;
no es relevante para investigar la amenaza en sí.
Contenido  detallado  de  investigaciones  en  curso:  No deben solicitar  detalles  sensibles  de  tu
trabajo periodístico que no estén directamente relacionados con la amenaza denunciada, como
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borradores de artículos o datos no públicos que podrían exponer más riesgos o violar la libertad
de prensa.
Información personal irrelevante o sensible: No pueden pedir datos como historial médico, fi‐
nanciero  o  familiar  que  no  guarden  relación  con  el  hecho.  En  contextos  de  criminalización
judicial (como demandas SLAPP), evitan solicitar identidades de colegas anónimos en publicacio‐
nes, ya que podría interpretarse como amedrentamiento. Para menores o víctimas de violencia,
no se requiere identificación completa ni acompañantes.

Si sientes que se vulneran tus derechos durante el proceso, documenta todo y contacta inmediata‐
mente a la MSPP o SPP para escalar el caso, incluso a instancias internacionales como la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos. Recuerda que el objetivo de la denuncia es protegerte, no
exponerte más. Si el riesgo es alto, prioriza tu seguridad antes de acudir en persona.

¿Que información solicitar para el seguimiento del caso?
Para realizar el seguimiento efectivo de un caso, especialmente en el contexto de una denuncia por

amenazas o coacciones contra un periodista, es importante solicitar y registrar cierta información
clave al momento de presentar la denuncia. Esto facilita la consulta posterior sobre el estado del
proceso, ya que el sistema judicial paraguayo no cuenta con un portal en línea generalizado para
todas las denuncias (aunque hay herramientas específicas para ciertos delitos, como trata de perso‐
nas). El seguimiento se realiza principalmente de manera presencial, telefónica o a través de organi‐
zaciones especializadas, coordinado por el Ministerio Público (Fiscalía). A continuación, detallo qué
información solicitar y cómo usarla, basado en las normativas del Código Procesal Penal (artículos
284 y siguientes) y prácticas estándar.

Información clave a solicitar al presentar la denuncia 

Al  finalizar  la  presentación  (ya  sea  en  la  comisaría  o  directamente  en  la  Fiscalía),  pide  que  te
proporcionen o confirmen los siguientes datos por escrito. Si la denuncia es verbal, asegúrate de que
queden registrados en el acta y obtén una copia (es tu derecho). Estos elementos son esenciales para
rastrear el caso:

Número de denuncia o expediente (N° de entrada o ticket): Este es el identificador único del caso,
asignado al ingresar la denuncia al sistema. Sin él, es difícil consultar el estado. Por ejemplo, en
sistemas específicos como el de denuncias por trata, se usa un “ticket” para consultas en línea. So‐
licítalo inmediatamente; si no te lo dan, anótalo del acta.
Fecha y hora de presentación: Registra el día exacto en que se ingresó la denuncia, ya que sirve
para referencias cronológicas y plazos legales (por ejemplo, para apelaciones o prescripciones).
Unidad fiscal o fiscal asignado: Pregunta por el nombre del fiscal (procurador) responsable y la
unidad especializada (por ejemplo, Unidad de Delitos Económicos si aplica, o Unidad Penal Ordi‐
naria). Incluye datos de contacto si están disponibles, como email o teléfono directo. En algunos
casos, esto se asigna en las horas siguientes, pero puedes solicitar una notificación posterior.
Tipo de acción penal: Confirma si es de acción penal pública (la Fiscalía investiga de oficio) o
privada (requiere  que inicies  una querella  ante  un juez).  Para  amenazas  graves  o  coacciones
relacionadas  con  libertad  de  prensa,  suele  ser  pública,  lo  que  facilita  el  seguimiento  sin
necesidad de abogado inicial.
Copia del acta de denuncia: Incluye el relato de los hechos, evidencias adjuntadas y firmas. Es tu
comprobante oficial y debe entregártela gratis.  Si  se remite de la Policía a la Fiscalía,  pide el
número de remisión.
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Datos de contacto de la oficina receptora: Anota la dirección, teléfono y email de la comisaría o
Fiscalía donde presentaste (por ejemplo, la sede central de la Fiscalía General del Estado en Asun‐
ción.

Haedo 1053 e/ Chile y Piribebuy, teléfono 021‐415‐6000, email comunicaciones@ministeriopublico.gov.py).

Si eres periodista y la denuncia está ligada a tu labor, menciona esto para que se active protocolos
de protección (como los de la Mesa para la Seguridad de Periodistas ‐ MSPP), y solicita que notifiquen
a organizaciones como el SPP para acompañamiento en el seguimiento.

Cómo usar esta información para el seguimiento
Una vez con estos datos, puedes rastrear el caso de las siguientes formas:

Consulta presencial:

Acude a la Fiscalía asignada con tu cédula y el número de denuncia. Solicita una audiencia con el
fiscal para actualizarte sobre avances (investigaciones, imputaciones, audiencias). Es el método más
directo y no requiere cita previa, aunque es recomendable llamar antes.

Consulta telefónica:

Llama al teléfono de la Fiscalía (central: 021‐415‐6000) o al directo del fiscal si lo tienes. Proporciona
el número de expediente y tu identidad para que te informen el estado (por ejemplo, si está en
investigación preliminar, archivada o remitida a juicio).

Para casos específicos como trata, usa el portal

http://denuncias.ministeriopublico.gov.py/denuncias/lista_denuncias ingresando el ticket, y contacta
al (+595 21) 454 611 si necesitas ayuda.

Vía email o formulario:

Envía una solicitud a comunicaciones@ministeriopublico.gov.py con los detalles del caso. Incluye tu
relación con el mismo (víctima) para evitar rechazos por confidencialidad.

A través de un abogado o querella:

Si optas por constituirte como querellante (recomendable para control mayor), tu abogado puede
acceder al expediente y recibir notificaciones automáticas.

Apoyo especializado para periodistas:

Contacta a la MSPP (mesadeseguridadperiodistas@gmail.com) o SPP (sindicatodeperiodistas‐
py@gmail.com) con la información del caso. Ellos pueden mediar, solicitar actualizaciones y escalar
a instancias como la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH si hay impunidad.
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Consideraciones adicionales

Plazos y frecuencia: No hay un plazo fijo para el seguimiento, pero revísalo cada 15‐30 días si no
hay avances, ya que los procesos pueden demorar por carga de trabajo.
Si no hay respuesta: Si la Fiscalía no responde, presenta una queja ante la Dirección de Denun‐
cias Penales o la Superintendencia del Ministerio Público.
Confidencialidad: Solo tú o tu representante legal puedes acceder a detalles sensibles; no reveles
más de lo necesario.
Riesgos: En casos de amenazas, evita visitas solos; ve acompañado o informa a tu red de apoyo.

Solicitar esta información desde el inicio te empodera para monitorear el caso y presionar por justicia.
Si el riesgo persiste, prioriza tu seguridad y considera medidas cautelares. Para detalles actualizados,
verifica en el sitio web del Ministerio Público o consulta con un experto legal.

2.2 Análisis de Riesgo (Semáforo de Riesgo) 

El Semáforo de Riesgo para Protección de Periodistas (Mesa para la Seguridad de Periodistas) puntúa
factores  como  tipo  de  amenaza,  frecuencia,  vulnerabilidad  personal  y  contexto  (e.g.,  crimen
organizado). Escala: 0‐35+ puntos.

El Semáforo de Riesgo traduce factores como el tipo de amenaza, su frecuencia y el
contexto en un nivel que orienta las medidas de protección.

Cómo interpretar las respuestas de la autoridad y evaluar su suficiencia, considerando el marco
legal y las competencias del organismo de seguridad correspondiente.

Para interpretar las respuestas de la autoridad (como la Policía Nacional o el Ministerio Público ‐
Fiscalía) en el contexto de una denuncia por amenazas o coacciones en Paraguay, y evaluar su sufi‐
ciencia,  es  necesario  basarse  en  el  marco  legal  principal,  que  incluye  la  Constitución  Nacional
(artículos  266‐268  sobre  el  Ministerio  Público),  el  Código  Procesal  Penal  (CPP,  Ley  1286/1998)  y
normativas complementarias como la Ley Orgánica de la Policía Nacional (Ley 222/1993). Estas esta‐
blecen  principios  de  objetividad,  celeridad  y  transparencia  en  las  actuaciones.  A  continuación,
detallo un enfoque paso a paso, considerando las competencias de cada organismo. Recuerda que, si
eres periodista, puedes involucrar a organizaciones como la Mesa para la Seguridad de Periodistas
(MSPP) para asesoramiento adicional en la evaluación.

• 
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• 

• 

SEMÁFORO DE RIESGO · ESCALA 0–35+ PUNTOS

Bajo 0–14 Monitoreo básico; autoprotección (cambiar rutinas).

Medio 15–24 Notificar autoridades; custodia temporal.

Alto 25–34 Medidas urgentes (reubicación, protección policial).

Muy Alto 35+ Aplicación total de medidas (incluyendo protección a testigos).
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2.2.1 Marco legal general para la interpretación y evaluación 

Principios rectores del CPP: Las respuestas deben interpretarse de manera restrictiva cuando
limiten derechos (art. 10 del CPP), favoreciendo siempre la libertad y los derechos del imputado o
la víctima (principio de duda en favor del imputado, art. 9). Las actuaciones deben ser objetivas
(art. 18), basadas en indicios suficientes para promover la acción penal, y no arbitrarias. Si la
respuesta es ambigua,  interprétala a  favor de la  protección de derechos,  como la libertad de
expresión (art. 26 de la Constitución).
Obligaciones de respuesta: Las autoridades deben notificar resoluciones de forma clara y motiva‐
da (arts. 156‐157 del CPP), incluyendo advertencias sobre recursos y plazos para impugnar. No
pueden presentar al imputado como culpable prematuramente ni brindar información sesgada a
los medios (art. 5 del CPP).
Evaluación  de  suficiencia:  Una  respuesta  es  suficiente  si  cumple  con  los  plazos  legales  (ej.
remisión de denuncia en 6 horas por la Policía), inicia acciones concretas (como asignación de
fiscal) y respeta los derechos de la víctima (ej. protección si hay riesgo). Si es insuficiente (falta de
motivación, demora injustificada o inacción), puede configurarse como incumplimiento de debe‐
res, permitiendo quejas o recursos (arts. 284‐290 del CPP). Evalúa basándote en si la respuesta
avanza la investigación objetivamente, considerando elementos de cargo y descargo (art. 54 del
CPP).

2.2.2 Competencias de los organismos de seguridad 

Policía Nacional: Su rol es preventivo y auxiliar (Ley 222/1993, art. 4). Recibe denuncias, inicia
investigación  preventiva  inmediata  si  hay  flagrancia  o  riesgo  (art.  289  del  CPP),  y  remite  al
Ministerio Público y juez en un plazo máximo de 6 horas. No investiga de fondo, sino que colabo‐
ra con la Fiscalía. Una respuesta policial es suficiente si  confirma recepción, detalla acciones
iniciales (ej. protección temporal) y remite el caso; insuficiente si ignora el riesgo o demora la re‐
misión.
Ministerio  Público  (Fiscalía): Es  el  órgano principal  para investigar  hechos punibles  de acción
penal pública (Constitución, art. 268; CPP, art. 290). Organiza la investigación con colaboración
policial, informa al juez del inicio y puede convocar al denunciante para detalles. Su competencia
es nacional y autónoma, velando por la impunidad cero y la protección de bienes jurídicos (Ley
Orgánica del Ministerio Público, Ley 347/1994). Una respuesta fiscal es suficiente si  asigna un
agente  fiscal,  detalla  pasos  investigativos  (ej.  recolección  de  pruebas)  y  notifica  avances;
insuficiente si archiva sin motivación o ignora indicios (art. 302 del CPP).

2.2.3 Pasos para interpretar y evaluar una respuesta 

Identifica el tipo de respuesta: ¿Es una notificación inicial (confirmación de recepción), interme‐
dia (avances en investigación) o resolutiva (imputación, archivo o sobreseimiento)? Interpreta
según el CPP: debe ser clara, con copia de resolución y advertencia de recursos (art. 156). Por
ejemplo, si la Fiscalía responde con un “archivo provisional”, evalúa si hay indicios suficientes para
reabrir (art. 322 del CPP).
Verifica cumplimiento de competencias: Compara con el rol del organismo. Si la Policía respon‐
de sin remitir a Fiscalía, es insuficiente (art. 289 CPP). Si
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la Fiscalía no inicia investigación pese a indicios, viola su deber de objetividad (art. 18 CPP).

Evalúa suficiencia objetiva: Pregúntate:

¿Es oportuna? (Ej. respuesta en plazos razonables, sin demoras injustificadas).
¿Es motivada? (Debe explicar hechos, indicios y decisiones con base legal).
¿Protege derechos? (Ej. medidas de seguridad para la víctima si hay riesgo, art. 205 CPP).
¿Avanza  el  proceso?  (Debe  incluir  acciones  como  citaciones  o  pericias).  Si  no,  considera
impunidad (Constitución, art. 268).

Acciones si es insuficiente: Presenta una queja ante la Inspectoría General del Ministerio Público
o la Superintendencia (para Fiscalía), o ante Asuntos Internos de la Policía (Resolución 110/2018).
Puedes impugnar resoluciones vía recursos (apelación, art. 400 CPP) o solicitar acceso a informa‐
ción pública (Ley 5282/2014) para verificar actuaciones. En casos de periodistas, escala a la CIDH
si hay violación a la libertad de prensa.

Si la respuesta genera dudas, consulta un abogado o el SPP para una evaluación profesional. Este
proceso fortalece la transparencia y combate la impunidad en Paraguay.

2.3 Esquema Sencillo para la Denuncia de Amenazas o Coacciones a
Periodistas en Paraguay 

A continuación, un esquema temporal simple en formato de línea de tiempo (timeline), basado en
protocolos de seguridad recomendados (como los del ICFJ y MSPP) y el marco legal paraguayo (Códi‐
go Penal  y  Procesal  Penal).  El  enfoque prioriza la  seguridad personal,  actuando de inmediato en
riesgos inminentes, sin esperar materialización de daños. La secuencia es secuencial pero flexible
según el nivel de riesgo; incluye articulaciones entre instituciones para un flujo eficiente.

RUTA DE LA DENUNCIA · LÍNEA DE TIEMPO

5. 

◦ 

◦ 

◦ 

◦ 

6. 

1 INMEDIATO

Evaluar el riesgo (credibilidad y emisor) y autoprotegerse: trasladarse a un lugar seguro y evitar
rutinas. Si el riesgo es inminente, llamar al 911.
Seguridad personal · 911

2 1–2 HORAS

Documentar todo (fechas, evidencias, testigos) y avisar al entorno de confianza: editores y colegas.
SPP · MSPP

3 MISMO DÍA O SIGUIENTE

Presentar la denuncia formal: en una comisaría (que remite a Fiscalía en ≤6 h) o directamente ante
el Ministerio Público, adjuntando evidencias.
Policía Nacional · Ministerio Público

4 1–3 DÍAS

Registrar los datos de seguimiento: número de expediente, fiscal asignado y copia del acta.
Fiscalía
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Notas Generales

Flujo Articulado: Policía → Fiscalía (automático); MSPP/SPP actúan como puentes para apoyo y
escalada. Si riesgo extremo, salta a CIDH antes de denuncias locales.
Riesgos: En contextos de impunidad, evalúa con SPP si hacer pública la amenaza (puede disuadir
o exponer más).
Recomendación: Siempre prioriza seguridad; contacta SPP

(sindicatodeperiodistaspy@gmail.com) para guía personalizada.

2.4 Análisis del Protocolo de Seguridad para Periodistas en Situación de
Alto Riesgo de la Policía Nacional de Paraguay 

El Protocolo de Seguridad para Periodistas en Situación de Alto Riesgo por Amenaza, aprobado por la
Policía  Nacional  mediante  la  Resolución  N°  538  del  22  de  junio  de  2017,  fue  acordado  entre  el
Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP) y la Policía Nacional. Este instrumento busca establecer
procedimientos claros para proteger a periodistas que enfrentan amenazas relacionadas con su labor,
priorizando la prevención y la respuesta inmediata. El análisis se centra en las responsabilidades,
acciones  específicas  y  procedimientos,  destacando  su  articulación  con  otras  instancias  para  una
protección efectiva.

LAS CINCO ETAPAS DEL PROTOCOLO · RESOLUCIÓN N.º 538/2017

1 Recepción  de  la
denuncia 2 Evaluación  del

riesgo 3 Formalización  de
la custodia 4 Supervisión  y

base de datos

5 Oficial de contacto

1. Recepción y Procesamiento Inicial de la Denuncia (Artículo 8a)

Medidas a tomar: La Policía debe recibir y procesar de inmediato cualquier denuncia de amena‐
zas  o  ataques contra  periodistas.  Esto  incluye registrar  los  hechos,  informar sin demora a  la
Jefatura de Policía y remitir los antecedentes al Ministerio Público (Fiscalía) para que inicie la
investigación penal.
Análisis:  Esta  medida  es  el  punto  de  entrada  al  protocolo  y  asegura  una  respuesta  rápida,
evitando que las amenazas escalen. Es crucial porque activa el sistema judicial, y la Policía actúa
como auxiliar en la prevención inicial. Si no se cumple, podría configurarse como omisión de
deberes, violando principios de celeridad del Código Procesal Penal (art. 289).

5 CADA 15–30 DÍAS

Hacer seguimiento y evaluar la suficiencia de las respuestas; ante la impunidad, escalar a la CIDH a
través de la MSPP.
Fiscalía · CIDH (vía MSPP)

• 
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2. Evaluación de la Situación y Disposición de Medidas de Seguridad (Artículo 8b‐c)

Medidas a tomar: El Jefe de Policía debe evaluar la situación de riesgo del periodista amenazado,
disponer las medidas de seguridad necesarias (como custodia personal o vigilancia en domicilios/
lugares de trabajo) e informar a sus superiores. Todas las decisiones deben registrarse en el libro
de novedades para traceability.
Análisis: Esta fase enfatiza una evaluación personalizada del riesgo (baja, media o alta), basada
en factores como la credibilidad de la amenaza y el contexto (ej. investigaciones sobre corrupción
o crimen organizado). La Policía tiene competencia preventiva (Ley 222/1993, art. 4), por lo que
estas medidas deben ser proporcionales y temporales, evitando restricciones innecesarias a la
libertad de movimiento del periodista. En práctica, esto podría incluir patrullajes o escoltas, pero
el protocolo no detalla recursos específicos, lo que podría limitar su efectividad en zonas rurales.

3. Formalización de la Protección Personal (Artículo 8d)

Medidas a tomar: Formalizar la designación de personal policial para custodia mediante una re‐
solución interna, que se comunica a la Dirección General de Orden y Seguridad.
Análisis: Esta acción asegura accountability y asignación de recursos humanos. Es una medida
reactiva pero esencial para riesgos altos, alineada con obligaciones internacionales (ej. Declara‐
ción de Principios sobre Libertad de Expresión de la CIDH). Sin embargo, en contextos de impu‐
nidad en Paraguay (como reportado en informes de RSF), su implementación depende de la dis‐
ponibilidad de personal, lo que podría requerir coordinación con el Ministerio del Interior.

4. Supervisión y Coordinación Institucional (Artículo 9 y 8e)

Medidas a tomar: La Dirección General de Orden y Seguridad debe supervisar todas las medidas
implementadas, organizar una base de datos en coordinación con el SPP y el Fondo de Protección
a  Periodistas  (FOPEP),  y  convocar  una  mesa  de  análisis  con gremios  periodísticos  para  cada
denuncia recibida.
Análisis: Esta es una de las fortalezas del protocolo, ya que promueve la colaboración interinstitu‐
cional y el monitoreo continuo. La base de datos permite rastrear patrones de amenazas, facili‐
tando prevención a largo plazo. La mesa de análisis involucra a actores civiles, asegurando trans‐
parencia y ajustando medidas según necesidades (ej. protección digital si la amenaza es ciberné‐
tica). Cumple con recomendaciones de la UNESCO para mecanismos de protección, pero su sufi‐
ciencia depende de la periodicidad de las reuniones, que no se especifica.

5. Rol como Autoridad de Contacto y Comunicación Permanente (Artículos 6 y 7c‐d)

Medidas a tomar: Designar a un oficial de alto rango en la zona de la denuncia como punto de
contacto principal. El periodista debe proporcionar datos de comunicación, familiares y colegas
para emergencias. La Policía debe mantener comunicación permanente, especialmente durante
tareas de riesgo, y coordinar protección en eventos o investigaciones.
Análisis: Esta medida fomenta una relación de confianza y respuesta ágil, como alertas en tiempo
real vía teléfono o apps seguras. Es proactiva y alinea con el principio de protección integral, pero
requiere  capacitación  policial  en  libertad  de  prensa  para  evitar  interferencias  en  el  trabajo
periodístico (ej. no revelar fuentes). En evaluación, podría ser insuficiente sin integración con
protocolos digitales, dada la prevalencia de ciberamenazas.
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2.4.1 Consideraciones Generales y Limitaciones del Protocolo 

Articulación con Otras Instancias: El protocolo se integra con la Mesa para la Seguridad de Perio‐
distas (MSPP), creada en 2016, y puede escalar a protección internacional (CIDH) si las medidas
locales  fallan.  La  Policía  actúa  como  ejecutora,  pero  depende  del  Ministerio  Público  para
investigaciones y del Poder Judicial para medidas cautelares.
Evaluación de Suficiencia: Aunque el protocolo es un avance (posterior a casos como el asesinato
de Pablo Medina en 2014), carece de detalles sobre recursos presupuestarios o capacitación obli‐
gatoria, lo que lo hace dependiente de la voluntad institucional. En 2026, con el proyecto de ley de
protección a  periodistas  aún pendiente,  este  protocolo  sigue siendo el  principal  instrumento
policial. Su efectividad se ve limitada por la impunidad general en agresiones a periodistas (según
informes de la CIDH).
Recomendaciones: Para un periodista amenazado, se sugiere activar el protocolo vía denuncia
inmediata y contactar al SPP para acompañamiento. Si las medidas no se implementan en 24‐48
horas, escalar a la Inspectoría de la Policía o MSPP.

• 
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C A P Í T U L O  3

Activación del Sistema de Protección a
Testigos

El  Sistema  de  Protección  a  Testigos  en  Paraguay  está  regulado  principalmente  por  la  Ley  Nº
4083/2011 “Que crea el Programa de Acompañamiento y Protección a Testigos y Víctimas en Procesos Pena‐
les”.  Este programa, dependiente del  Ministerio Público (Fiscalía  General  del  Estado),  tiene como
objetivo brindar medidas de asistencia y seguridad a testigos, víctimas, colaboradores de justicia y
otras personas en riesgo por su participación en procesos penales, garantizando su integridad física,
psíquica y patrimonial. El programa busca facilitar la investigación eficaz de delitos, especialmente
en casos de delincuencia organizada, y opera en todo el territorio nacional a través de la Dirección de
Protección a Víctimas y Testigos.

La protección de testigos no es automática: debe solicitarse al agente fiscal lo antes
posible y se activa según una evaluación de riesgo.

CÓMO SE ACTIVA LA PROTECCIÓN DE TESTIGOS · LEY N.º 4083/2011

Solicitud
al agente fiscal de

la causa

→
Evaluación

de riesgo por la Di‐
rección

→
Resolución

medidas de asisten‐
cia y seguridad

→
Seguimiento

hasta que cesa el
riesgo

Destinatarios incluyen testigos,  víctimas,  imputados colaboradores,  sus familiares (hasta cuarto
grado de consanguinidad o segundo de afinidad),  convivientes y  abogados si  están en riesgo.  No
aplica  automáticamente;  debe  solicitarse  y  evaluarse  caso  por  caso,  priorizando  situaciones  de
peligro  cierto  (evaluado  por  factores  como  credibilidad  de  la  amenaza,  capacidad  del  agresor  y
vulnerabilidad del protegido). Instrucciones para Activación:

Requisitos:

Estar en situación de riesgo o peligro por testificar o ser víctima en proceso penal.  Presente
solicitud escrita al Ministerio Público (Fiscal asignado o Dirección de Protección a Testigos), con
evidencia de amenaza (ej, mensajes, testigos).
La activación no es automática y debe iniciarse lo antes posible al detectar un riesgo, idealmente
durante la investigación preliminar o el proceso penal. No hay un plazo estricto, pero la demora
puede aumentar el peligro. El proceso es confidencial y gratuito.

Identificar  el  riesgo  y  documentar:  Evalúa  si  existe  un  peligro  cierto  para  tu  vida,  libertad,
integridad  o  bienes  debido  a  tu  intervención  en  el  proceso  (ej.  amenazas,  intimidaciones).
Recopila  evidencias  como mensajes,  llamadas  o  incidentes  previos.  Si  eres  testigo  o  víctima,
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contacta inmediatamente a tu fiscal  asignado o,  si  no lo tienes,  presenta una denuncia en la
Fiscalía más cercana para iniciar el proceso penal.
Solicitar la protección:

Dirígete al agente fiscal (procurador) a cargo de la investigación. Puedes hacerlo verbalmente
o  por  escrito,  exponiendo  los  hechos  y  el  riesgo.  Si  no  hay  fiscal  asignado,  presenta  la
solicitud directamente en la  Dirección de Protección a  Víctimas y  Testigos  del  Ministerio
Público que está ubicada en la sede central de Asunción.
Incluye detalles: identidad, relación con el caso, descripción del riesgo, evidencias y personas
a proteger (familiares, etc.). No necesitas abogado inicialmente, pero es recomendable para
casos complejos.
Si el riesgo es inminente, solicita medidas provisionales inmediatas (ej. custodia temporal)
mientras se evalúa.

Evaluación por la Dirección: El Director del Programa (dependiente de la Fiscalía General) evalúa
la solicitud en un plazo razonable (generalmente días,  según urgencia).  Se considera factores
como:  credibilidad  de  la  amenaza,  capacidad  del  agresor  para  ejecutarla,  vulnerabilidad  del
solicitante y impacto en el proceso penal. Puede requerir entrevistas o pericias interdisciplinarias
(psicológicas, sociales).
Aprobación e implementación: Si se aprueba, se emite una resolución que detalla las medidas. El
protegido firma un acuerdo de confidencialidad y cooperación. El programa dura mientras per‐
sista el riesgo (puede extenderse post‐proceso). Si se rechaza, puedes apelar ante el fiscal superior
o instancias judiciales.
Seguimiento y terminación: La Dirección monitorea el cumplimiento y ajusta medidas. El pro‐
grama  termina  cuando  cesa  el  riesgo,  por  renuncia  voluntaria  o  incumplimiento  (ej.  revelar
información confidencial).

En casos de alto riesgo, como periodismo investigativo o delitos graves, coordina con organizacio‐
nes como el Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP) para apoyo adicional en la solicitud.

Medidas de Seguridad Solicitables:

AS I ST E N C I A  Y  AC O M PA Ñ A M I E N TO

Art. 7 de la Ley N.º 4083/2011

Asistencia jurídica

Asistencia psicológica

Asistencia médica o sanitaria

Asistencia social

Contención integral

S E G U R I DA D

Art. 9 de la Ley N.º 4083/2011

Traslado y resguardo

Custodia policial

Cambio de identidad

Protección económica

Medidas tecnológicas

Protección extendida

4. 

◦ 

◦ 

◦ 

5. 

6. 

7. 
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La ley distingue entre medidas de asistencia y acompañamiento (contención integral) y seguridad
(preservación física). Puedes solicitar las que se adapten a tu caso; el Director las aprueba proporcio‐
nalmente al riesgo. No todas se otorgan automáticamente; dependen de la evaluación.

Medidas de Asistencia y Acompañamiento (Art. 7 de la Ley):

Asistencia jurídica: Apoyo legal para el proceso, incluyendo abogados si no tienes.
Asistencia psicológica: Terapia para manejar trauma o estrés.
Asistencia médica o sanitaria: Atención salud física/psíquica, incluyendo primeros auxilios.
Asistencia social: Ayuda para reintegración familiar/social, como orientación laboral o educativa.
Contención  integral:  Equipo  interdisciplinario  (psicólogos,  trabajadores  sociales)  para  evitar
daños adicionales por participación en el proceso.

Medidas de Seguridad (Art. 9 de la Ley):

Traslado y resguardo: Determinación de mecanismos para mover al protegido a lugares seguros
(ej. casas de resguardo temporales o relocalización nacional/internacional).
Custodia policial: Escolta personal, vigilancia en domicilio o trabajo por la Policía Nacional.
Cambio de identidad: Documentos nuevos (cédula, pasaporte) para anonimato temporal.
Protección económica: Ayuda financiera para subsistencia si el riesgo impide trabajar.
Medidas tecnológicas: Sistemas de alarma, comunicación segura o monitoreo electrónico.
Protección extendida: A familiares o relacionados, incluyendo abogados.
Otras: En casos extremos, salida del país con apoyo internacional (ej. vía CIDH o ONU).

Estas medidas buscan garantizar la participación eficaz en el proceso sin agraviar la situación del
protegido. En 2026,  el  programa ha asistido a decenas de personas,  pero enfrenta desafíos como
impunidad y recursos limitados. Si el riesgo persiste pese a las medidas, escala a instancias interna‐
cionales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para cautelares.

Para asistencia inmediata, contacta al Ministerio Público o SPP. Recuerda que la confidencialidad es
clave; no divulges detalles públicamente.

Procedimiento ante el poder judicial y el ministerio publico: como radicar la denuncia, informa‐
cion que debe consignarse, posible tipificación de los delitos de accion penal publica (considerando
que m en numerosos casos, las denuncias son rechazadas por interpretarse como delitos de acion
penal  privada,  como  lesiones  simples  o  violaciones  de  domicilio  cuando  la  finalidad  es  lograr
coaccionar al periodista para que no publique o no investigue).

• 
• 
• 
• 
• 

• 

• 
• 
• 
• 
• 
• 
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C A P Í T U L O  4

Derechos de la Víctima en el Proceso Penal
en Paraguay

Como víctima en un proceso penal en Paraguay, especialmente en el contexto de amenazas o coac‐
ciones relacionadas con tu labor periodística,  te asisten derechos específicos regulados principal‐
mente por el  Código Procesal  Penal  (CPP,  Ley Nº 1286/1998,  con modificaciones como la  Ley Nº
1562/2000). Estos derechos buscan garantizar un trato digno, tu participación activa, acceso a infor‐
mación, protección y reparación del daño, sin perjuicio de la acción civil separada (Art. 29 CPP). La
calidad de víctima se extiende a la persona directamente ofendida por el hecho punible, sus familia‐
res (cónyuge, conviviente, parientes hasta cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad),
herederos en caso de muerte, comunidades indígenas o socios en delitos contra personas jurídicas
(Art.  67  CPP).  Serás  informado  de  estos  derechos  al  momento  de  la  denuncia  o  en  tu  primera
intervención en el procedimiento (Art. 68 CPP, modificado por Ley Nº 1562/2000).

La víctima no es un actor pasivo del proceso penal: tiene derecho a intervenir, a ser
informada y escuchada, y a impugnar decisiones clave.

A continuación se detallan los derechos principales, basados en el Art. 68 CPP y artículos relaciona‐
dos,  junto  con  los  momentos  procesales  clave  en  los  que  puedes  presentar  solicitudes  al  juez.
Recuerda que, como víctima, puedes intervenir como querellante adhesivo en acciones penales pú‐
blicas (adheriéndote a la acusación del Ministerio Público, Art. 69 CPP), o como querellante autóno‐
mo en acciones privadas (Arts.  291‐295 CPP).  Esto te otorga facultades para proponer diligencias,
ofrecer pruebas y oponerte a decisiones. Las solicitudes al juez se realizan en cualquier etapa del
proceso, pero deben ser oportunas y motivadas para evitar rechazos por falta de pertinencia (Arts.
327‐346 CPP para incidentes).

Prioriza tu seguridad; puedes coordinar con organizaciones como el Sindicato de Periodistas del
Paraguay (SPP) o la Mesa para la Seguridad de Periodistas (MSPP) para apoyo.

Derechos que te asisten como Víctima 

Los derechos se ejercen en todas las etapas del proceso (preparatoria, intermedia, juicio, apelación y
ejecución),  y  no  alteran  la  dirección  del  Ministerio  Público  (Art.  69  CPP).  Puedes  representarte
mediante un abogado matriculado (obligatorio en querellas, Art. 73 CPP) o mandatario con poder es‐
pecial.

DERECHOS DE LA VÍCTIMA · ART. 68 CPP

1 Trato digno y respetuoso
Art. 68 inc. 1 CPP

2 Intervenir en el procedimiento penal
Art. 68 inc. 2 CPP

Derechos de la Víctima en el Proceso Penal en Paraguay

89



3 Ser informado de los resultados
Art. 68 inc. 3 CPP

4 Ser escuchado antes de decisiones clave
Art. 68 inc. 4 CPP

5 Impugnar la desestimación o el sobresei‐
miento
Art. 68 inc. 5 CPP

6 Reparación del daño
Arts. 27-30 y 439-448 CPP

1.Derecho a un Trato Digno y Respetuoso, con Minimización de Molestias (Art. 68 inc. 1 CPP):
Incluye un trato sensible considerando tu edad, salud, género y situación personal; reducción de

inconvenientes derivados del procedimiento; salvaguarda de tu intimidad (sin obstruir la investiga‐
ción); y protección de tu seguridad, la de tus familiares y testigos. Esto abarca medidas cautelares
(personales  o  reales,  Arts.  234‐259  CPP)  y  auxilio  policial  en  diligencias  (Art.  297  CPP).  Para
periodistas, esto se refuerza con protocolos específicos de protección (como el de la Policía Nacional,
Res. 538/2017).

Derecho a Intervenir en el Procedimiento Penal (Art. 68 inc. 2 CPP):

Puedes participar activamente: presentar denuncia (Arts. 284‐290 CPP), querella (Arts. 291‐295 CPP),
adherirte como querellante (Art. 69 CPP), proponer diligencias investigativas (Art. 318 CPP), ofrecer
pruebas (Arts. 352, 386‐395 CPP), ser oído en audiencias (Art. 355 CPP) y discutir en el debate final
(Art. 395 CPP). En procedimientos especiales (ej. contra menores o indígenas), se adaptan para
protección cultural o de vulnerables (Arts. 427, 432‐435 CPP).

Derecho a ser Informado de los Resultados del Procedimiento (Art. 68 inc. 3 CPP):

Acceso claro y oportuno a información sobre el desarrollo del proceso, incluso si no intervienes
formalmente (siempre que lo solicites). Incluye notificaciones de imputación (Art. 303 CPP), archivo
(Art. 313 CPP), apertura a juicio (Art. 363 CPP) y sobreseimientos (Arts. 359‐362 CPP). Puedes
examinar actuaciones (Art. 322 CPP) y solicitar seguimiento post‐denuncia.

Derecho  a  ser  Escuchado  antes  de  Decisiones  que  Impliquen  Extinción  o  Suspensión  de  la
Acción Penal (Art. 68 inc. 4 CPP):

Debes ser oído antes de resoluciones como desestimación (Art. 305 CPP), archivo provisional (Art.
313 CPP), sobreseimiento (Arts. 359‐362 CPP), suspensión condicional (Art. 21 CPP) o aplicación de
criterios de oportunidad (Art. 19 CPP, que consulta a la víctima si hay reparación acordada).

Derecho a Impugnar la Desestimación o Sobreseimiento Definitivo (Art. 68 inc. 5 CPP):

Puedes recurrir estas decisiones, incluso sin haber intervenido como querellante (Arts. 353 inc. 2,
359 CPP). Esto incluye apelaciones (Arts. 461‐476 CPP) y revisión (Art. 481 CPP).

Derecho a Reparación del Daño (Arts. 27‐30, 439‐448 CPP):

8. 

9. 

10. 

11. 

12. 
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Solicitar indemnización por daños en el proceso penal (acción civil accesoria), con posibilidad de
conciliación (Art. 354 CPP). Post‐sentencia, presenta demanda indemnizatoria (Art. 441 CPP), que
puede incluir embargo (Art. 443 CPP). En ejecución, resuélvelo vía incidente (Art. 495 CPP).

Otros Derechos Complementarios:

Protección extendida: Secreto de actuaciones (Art. 322 CPP), interrogatorio protegido si eres
menor (Art. 391 CPP) o medidas provisionales en procedimientos especiales (Art. 427 inc. 4
CPP).
Acceso a Asistencia: Jurídica, psicológica y social vía el Programa de Protección a Víctimas y
Testigos (Ley 4083/2011).
Exención de Costas: Generalmente no pagas costas procesales a menos que actúes de mala fe
(Arts. 262‐268 CPP).
Derechos en Procedimientos Especiales: Para indígenas, resolución customary (Art. 26 CPP) o
reparación cultural (Art. 434 CPP); para menores, medidas provisionales (Art. 427 CPP).

Momentos Procesales para Presentar Solicitudes al Juez 

ETAPAS DEL PROCESO PENAL PARA PRESENTAR SOLICITUDES

Preparatoria
investigación

→ Intermedia
audiencia preliminar

→ Juicio
oral y público

→ Apelación
y ejecución

Puedes presentar peticiones al juez en cualquier etapa, pero idealmente en momentos específicos
para mayor efectividad. Las solicitudes se resuelven vía incidentes (nombrados o innominados, Arts.
327‐346, 341‐342 CPP), con audiencia oral si requieren prueba (Art. 495 CPP en ejecución). Si el juez
rechaza, impugna vía apelación (Arts. 461‐476 CPP). El Ministerio Público lidera la investigación, pero
el juez controla judicialmente (Arts. 282‐283 CPP).

Etapa Preparatoria (Investigación, Arts. 279‐351 CPP):

Momento oportuno: Durante la investigación (hasta 6 meses, prorrogable, Art. 296 CPP).

Solicitudes posibles: Medidas cautelares de protección (Arts. 234‐259, 304 CPP, revisables
cada 3 meses, Art. 250 CPP); control judicial de actuaciones fiscales (Arts. 282‐283 CPP);
proposición de diligencias (Art. 318 CPP); anticipo jurisdiccional de prueba irreproducible
(Art. 320 CPP); oposición a desestimación o archivo (Arts. 305, 313 CPP); admisión de
querella (Art. 292 CPP); incidentes por recusación o excepciones (Arts. 329346 CPP); auxilio
policial (Art. 297 CPP). Presenta por escrito o verbalmente al fiscal, quien remite al juez si
procede.

13. 
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Etapa Intermedia (Audiencia Preliminar, Arts. 352‐364 CPP):

Momento oportuno: Dentro de los 5 días de examen de actuaciones (Art. 352 CPP) o durante
la audiencia (convocada en 20 días, Art. 363 CPP).

Solicitudes posibles: Ofrecimiento de pruebas (Art. 352 CPP); conciliación para reparación
(Art. 354 CPP, dentro de 10 días en procedimientos abreviados, Art. 424 CPP); oposición a
acusación, excepciones, sobreseimiento o medidas cautelares (Art. 353 CPP); declaración del
imputado (Art. 355 CPP); reapertura de sobreseimiento provisional (Art. 362 CPP, en 1‐3
años); medidas provisionales para menores (Art. 427 inc. 4 CPP); informes periciales para
indígenas (Art. 433 CPP). Presenta manifestación escrita o en audiencia oral.

Etapa de Juicio Oral y Público (Arts. 365‐406 CPP):

Momento oportuno: Antes o durante el debate (hasta 30 días postaudiencia preliminar, Art.
366 CPP; suspensión posible por nuevos elementos, Art. 373 CPP).

Solicitudes posibles: Protección durante audiencia (vigilancia policial, cierre parcial por
seguridad, Arts. 367‐368 CPP); ampliación de pruebas (Art. 386 CPP, extraordinaria en Art.
394 CPP); división de juicio (Art. 377 CPP); palabra en discusión final (Art. 395 CPP);
adaptación para menores o indígenas (Arts. 391, 432‐435 CPP); reparación cultural (Art. 434
CPP). Presenta en audiencia o por incidente.

Etapa de Apelación y Recursos (Arts. 449‐489 CPP):

Momento oportuno: Dentro de 5‐10 días de la resolución (Arts. 462, 468 CPP).

Solicitudes posibles: Apelación de sentencias, rechazos de querella, reparación o sobresei‐
mientos (Art. 461 CPP); adhesión a recursos (Art. 451 CPP); ofrecimiento de pruebas en
segunda instancia (Art. 464 CPP); revisión (Art. 481 CPP). Presenta por escrito al juez o
tribunal de apelación.

Etapa de Ejecución (Arts. 490‐506 CPP):

Momento oportuno: Post‐sentencia firme (hasta prescripción).

Solicitudes posibles: Reparación del daño vía incidente (Arts. 495, 502505 CPP, con audiencia
oral si prueba); ejecución de indemnización (Art. 502 CPP). Presenta demanda
indemnizatoria (Art. 441 CPP, admisible en 5 días).

15. 
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Cifras clave 2025

A N E X O

Cifras 2025: Libertad de Expresión y
Seguridad de Periodistas en el Paraguay
El 26 de febrero de 2026, la Mesa para la Seguridad de Periodistas del Paraguay (MSP) publicó
su informe anual correspondiente a 2025, elaborado con apoyo del Fondo Mundial para la
Defensa de los Medios de UNESCO. El siguiente cuadro resume los indicadores más relevantes
del período; se incluye como referencia estadística complementaria a la presente Guía.

Cuadro 3. Cifras clave del año 2025

Indicador Valor

Total de casos registrados (2025) 21

Asesinatos de periodistas 0 — segundo año consecutivo sin
asesinatos

Agresiones y ataques físicos 4 casos

Amenazas y coacción 13 casos

Censura (judicial y digital) 4 casos

Condena histórica 10 años de prisión, por coacción y acoso
sexual contra seis periodistas

Paraguay — Ranking Mundial de Libertad de Prensa (RSF) Puesto 84 de 180 · subió 31 posiciones
(puesto 114 en 2024)

El primer semestre concentró el 90% de los casos en el interior del país —60% solo en Canindeyú, con
epicentro en Yasy Cañy— mediante amenazas y coacción (70% de los hechos). El segundo semestre trajo
una escalada cualitativa: las agresiones físicas pasaron del 10% al 30% de los casos y el eje de la
violencia se desplazó a Central y Lambaré, con tres periodistas de investigación atacados con armas de
fuego y un cóctel molotov entre agosto y octubre.

Fuente: Mesa para la Seguridad de Periodistas del Paraguay (MSP), Informe 2025 — Libertad de Expresión y Seguridad de Periodistas
en Paraguay, elaborado con el apoyo del Fondo Mundial para la Defensa de los Medios (UNESCO). Período de registro: 1 de enero al 31
de diciembre de 2025.
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Cuadro 4. Casos de violencia contra periodistas registrados en 2025

N.° Fecha Víctima/s Departamento Ciudad Tipo de violencia

1 17/1/2025 César Candia Canindeyú Yasy Cañy Agresiones/Ataques

2 18/1/2025 César Candia Canindeyú Yasy Cañy Amenaza/Coacción

3 8/2/2025 Gregorio García Morel Canindeyú Villa Ygatimi Amenaza/Coacción

4 4/3/2025 Aníbal Gómez Caballero Amambay Pedro Juan
Caballero

Amenaza/Coacción

5 11/3/2025 Cristian Bianciotto Caaguazú Coronel Oviedo Amenaza/Coacción

6 1/4/2025 Rolando Jara Canindeyú Saltos del Guairá Amenaza/Coacción

7 10/6/2025 Bruno César Benítez San Pedro Capibary Amenaza/Coacción

8 18/6/2025 César Candia Canindeyú Yasy Cañy Amenaza/Coacción

9 25/6/2025 Periodista de ABC Color Capital Asunción Amenaza/Coacción

10 27/6/2025 César Candia y Alberto Núñez Canindeyú Yasy Cañy Censura

11 8/7/2025 Vicente Godoy Concepción Horqueta Censura

12 13/8/2025 Bruno Masi Capital Asunción Censura

13 15/8/2025 Aníbal Gómez Caballero Amambay Pedro Juan
Caballero

Amenaza/Coacción

14 29/8/2025 Cinthia González Amambay Pedro Juan
Caballero

Amenaza/Coacción

15 30/8/2025 Mabel Portillo Guairá Villarrica Amenaza/Coacción

16 1/9/2025 Carlos Benítez Central Lambaré Amenaza/Coacción

17 17/9/2025 Fabián Costa Central Lambaré Agresiones/Ataques

18 18/9/2025 Carlos Benítez Central Lambaré Agresiones/Ataques

19 25/9/2025 Fabián Costa Central Lambaré Censura

20 3/10/2025 Sara Núñez Central Luque Amenaza/Coacción

21 13/10/2025 Aníbal Benítez Central Lambaré Agresiones/Ataques

Fuente: Mesa para la Seguridad de Periodistas del Paraguay (MSP), Informe 2025 — Libertad de Expresión y Seguridad de Periodistas
en Paraguay, elaborado con el apoyo del Fondo Mundial para la Defensa de los Medios (UNESCO). Período de registro: 1 de enero al 31
de diciembre de 2025.
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